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Actualmente es muy común que en el sistema educativo panameño se trasgredan 
derechos fundamentales a los servidores públicos de carrera docente, en el evento 
de que estos incurran en faltas que deben ser examinadas desde el proceso 
disciplinario, mediante una serie de actos por parte de los directores de planteles 
educativos, inspectores provinciales o funcionarios con cargos directivos del 
Ministerio de Educación, como ente nominador en la administración pública, en 
algunos casos en detrimento del personal docente, sin que se garanticen los 
derechos fundamentales consagrados en diversos documentos jurídicos. 
El procedimiento debe estar centrado en la efectividad del principio de legalidad 
del debido proceso por parte de los directores de planteles educativos o la entidad 
nominadora, en la realización de la investigación sumaria administrativa 
disciplinaria, sometido a un proceso, medios y oportunidades para lograr 
circunstancias objetivas de aplicación justa de la Ley. Esto no se da en nuestros 
días, y por ende se vulneran principios y normas del régimen disciplinario 
sancionatorio que conlleva a una negativa efectividad en la investigación a un 
servidor público de carrera docente. 
Palabras Claves: Proceso Administrativo Disciplinario 
SUMARY 
At the moment, it is very common that in the Panamanian educational system 
fundamental rights are transgressed to the public servants of the  teaching career, 
in the event that they incur in disciplinary punishments, through a series of acts by 
the principals of schools Educators, provincial inspectors or officials with directing 
functions of the Ministry of Education as nominating body in the public 
administration, to the detriment of the member of the teaching staff, without 
guaranteeing the fundamental rights enshrined in various legal documents. 
The procedure should be centered on the application of the effectiveness of the 
principle of the due process legality by the directors of educational institutions or 
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the nominating entity, in carrying out the summary disciplinary administrative 
investigation, submitted to a process, means and opportunities to achieve objective 
circumstances of fair application of the law, which does not occur in our days, and 
therefore violates principles and rules of the  disciplinary sanction that leads to a 
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 El estudio se realiza sobre la base del debido proceso como garantía 
fundamental aplicable a los procedimientos administrativos disciplinarios de los 
servidores de carrera docente, donde se determinan las consideraciones a los 
interesados, la actitud reflexiva y crítica de los aspectos que determinan la realidad 
contextualizada del criterio de veracidad y aplicabilidad frente a un sumario 
instruido por la entidad nominadora o jurisdiccional en la administración pública, 
sobre las garantías fundamentales constitucionales del debido proceso, como 
principio de legalidad, reconociendo su importancia, alcance, limite y contenido. 
 Cuenta esta investigación con su inquietud por reconocer la notabilidad de 
este derecho fundamental y su eficacia en la actualidad, por lo que produce 
reflexión y que deben ser tomados objetivamente por el lector.  Conscientes de las 
limitaciones en la adquisición de datos bibliográficos, se recurrió a la doctrina, 
norma, jurisprudencia, códigos, libros y trabajos relacionados sobre el debido 
proceso legal administrativo disciplinario, a fin de producir y ofrecer un estudio, 
que pueda servir de guía y consulta a todas las personas que se involucren con el 
referido tema. 
 El objetivo principal de esta investigación es dejar una fuente de información 
a futuros trabajos monográficos que se realicen sobre el citado tema, porque sirve 
como base para la aplicación adecuada de manuales y reglamentos de 
convivencia a servidores de carrera docente, basados en trámites legales de 
procedimiento administrativo disciplinario, y para que se conviertan en una 
garantía fundamental de derechos y principios constitucionales y legales en el 































1.1 PLANTEAMIENTO ACTUAL DEL PROBLEMA 
 La decisión de realizar un trabajo de esta índole se deriva como resultado 
de una necesidad, al conocer la naturaleza jurídica del proceso legal administrativo 
disciplinario llevado como procedimiento administrativo, en relación a las 
formalidades que se siguen en la administración pública, a los servidores públicos 
de carrera docente, del sistema educativo panameño, para la elaboración de los 
actos procesales, a su forma y su publicidad, así como a su cuestionamiento. 
 Es nuestro objetivo, hacer un análisis adecuado del proceso legal 
administrativo disciplinario en el sistema educativo panameño, como debido 
proceso legal y parte del principio de legalidad, como garantía fundamental 
establecido constitucionalmente, tal cual como se llevan en los procesos 
disciplinarios dentro de la esfera administrativas, judiciales y penales, 
especialmente, los de carrera docente, consagrado en el Capítulo 3, Organización 
de la Administración de Personal, Artículo 305, numeral 1 y 3 de la Constitución 
Política de la República de Panamá, (1972-2004). 
 Igualmente, cabe señalar la ayuda que puede brindar ésta obra a todos 
aquellos servidores públicos de carrera docente del sistema educativo panameño, 
que de una u otra forma se ven involucrados en una investigación sumaria 
administrativa disciplinaria proveniente de un hecho, falta o delito cometido, sujeto 
al régimen disciplinario establecido en la Ley 47 de 1946 Orgánica de Educación 
y adicionando leyes, decretos y reglamentos de procedimiento administrativo en 
general. 
 Encontramos una serie de situaciones con respecto a una serie de 
instrumentos legales como Decretos Ejecutivos, Decretos Ministeriales, 
Resoluciones, Circulares, Memorandum y reglamentos que no están acorde en 
tiempo, modo y lugar versus los deberes, prohibiciones y derechos inherentes al 




 Constan normas de vieja data, que  evidentemente su eficacia y pertinencia 
no están acordes frente a las nuevas exigencias de llevar un procedimiento 
sumario administrativo disciplinario con todas las garantías de un debido proceso 
legal, determinado con un principio de legalidad que garantice los derechos y 
deberes individuales y sociales establecidos en la Constitución  Política de la 
República de Panamá, en las Convenciones Internacionales ratificadas, Leyes, 
Códigos, Doctrina y Jurisprudencias. 
 Existen innumerables investigaciones de procesos disciplinarios dentro del 
Sistema Educativo Panameño que no cumple un apropiado trámite procesal 
administrativo con las debidas garantías fundamentales a los servidores públicos 
de carrera docente, donde se determina una carencia de manuales y reglamentos, 
actualizados de procedimientos legales, dentro del sistema educativo panameño 
que sirvan de guía a todos servidores públicos de carrera docente. 
 Por lo antes expuesto, en este contexto, es que es necesario analizar, en 
la medida si se ha preocupado el sistema educativo panameño por garantizar los 
derechos y garantías fundamentales a sus servidores públicos de carrera docente 
de un debido proceso administrativo disciplinario.  De esta forma, se pretende 
diagnosticar la pertinencia y congruencia del correcto trámite procedimental 
disciplinario que garantice los derechos fundamentales del servidor público de 
carrera docente. 
 La investigación de estudio de caso jurídico que plasmamos se limita 
solamente al desarrollo del trámite del debido proceso llevado a cabo a los 
servidores públicos de carrera docente de la provincia de Coclé, como principio y 
garantía de los deberes y derechos fundamentales en los sumarios administrativos 
disciplinarios del sistema educativo panameño. 
 Las anteriores consideraciones llevan a preguntarnos sobre: 
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¿Cuáles son las fallas más frecuentes en la aplicación del Proceso Administrativo 
Disciplinario, aplicado al personal docente del Sistema Educativo, en la Provincia 
de Coclé, durante el periodo del 2013 al 2017? 
1.2 HIPOTESIS GENERAL 
 Las fallas más frecuentes en la aplicación del procedimiento administrativo 
disciplinario  aplicado al personal docente del sistema educativo, en la provincia 
de Coclé, durante el periodo del 2013 al 2017, la han sido las normas de la Ley 38 
de 2000 y Ley 47 de 1946, en los procesos tanto en la forma como en el fondo del 
asunto. 
1.3 OBJETIVOS GENERALES Y ESPECÍFICOS 
1.3.1 OBJETIVO GENERAL 
 Evidenciar las fallas más frecuentes en la aplicación del Proceso 
Administrativo Disciplinario, aplicado al personal docente del Sistema 
Educativo, en la Provincia de Coclé, durante el periodo del 2013 al 2017. 
 Entregar al Ministerio de Educación un manual de procedimiento para la 
correcta aplicación del Proceso Administrativo Disciplinario, aplicado al 
personal docente del Sistema Educativo. 
1.3.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
 Identificar la naturaleza jurídica de los procesos legales administrativos 
disciplinarios aplicados a los docentes de la provincia de Coclé. 
 Identificar los principios de legalidad del debido proceso vulnerados en los 
casos administrativos disciplinarios a los funcionarios docentes de la 
provincia de Coclé. 
 Diseñar un manual de procedimiento para la correcta aplicación del 




 Evaluar el manual de procedimiento para la correcta aplicación del Proceso 
Administrativo Disciplinario, aplicado al personal docente del Sistema 
Educativo. 
1.4 JUSTIFICACIÓN 
 La presente investigación de estudio de caso se hace mediante una 
exegesis jurídica, que se justifica por las razones que a continuación detallo:  
 Por la conveniencia, es factible de que esta investigación, nos ayudará a 
perfeccionar mucho más los conocimientos en materia administrativa 
disciplinaria que garantice los derechos y deberes individuales a los 
servidores públicos de carrera docente y servirá para mejorar los aspectos 
de legalidad del trámite pertinente llevado a cabo por las autoridades 
educativas. 
 Por la relevancia social, nos permitirá tener un conocimiento eficaz a los 
involucrados en el sistema educativo y a conocer además de los derechos 
y deberes inherentes de su cargo. 
 Por las implicaciones prácticas, esta investigación será una base para que 
se persiga un procedimiento administrativo disciplinario eficaz y legal, sin 
que se vulnere los derechos de los servidores públicos de carrera docente. 
 Por el valor teórico, esta investigación resulta una necesidad y ansiedad 
propia e inspiradora de seguir dejando un trabajo que oriente 
adecuadamente a futuros profesionales del derecho. 
1.5 ALCANCE Y DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 La investigación de estudio de caso jurídico que plasmamos se limita 
solamente al desarrollo del trámite legal procesal del debido proceso como 
principio y garantía de los deberes y derechos fundamentales en los sumarios 
administrativos disciplinarios en el sistema educativo panameño, llevado a cabo a 
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2.1 ANTECEDENTES NORMATIVOS DE LA ADMINISTRACIÓN 
EDUCATIVA PANAMEÑA. 
 La educación panameña, como institución formal, tuvo sus orígenes en el 
siglo XIX, durante el periodo histórico de unión a Colombia.  Las principales leyes 
educativas de la época fueron la Ley Orgánica de Instrucción del 21 de enero de 
1871 y la Ley 14 de 20 de noviembre de 1873, que estableció la educación gratuita 
y obligatoria en las escuelas primarias.  Al iniciarse la época republicana, desde 
noviembre de 1903, los gobiernos panameños asumieron la responsabilidad de 
brindar educación a la población mediante la construcción de centros escolares y 
la promulgación de leyes que organizaron el sistema educativo de nuestro país.  
En la Constitución Política de Panamá de 1904, la educación fue tratada en el 
Título XV: “Disposiciones Generales”, en el artículo 133.  Este establecía la 
enseñanza secundaria y profesional y ratificaba el carácter obligatorio y gratuito 
del nivel primario.  El 23 de marzo del mismo año, surgió la Ley Orgánica de 
Instrucción Pública, que organizó el sistema educativo de la naciente república.  
Otros aportes legislativos relacionados con el sector educativo, en los primeros 
años de vida republicana, fueron la Ley 31 de 1913, dirigida a elevar la eficiencia 
educativa, y la Ley 44 de 1917, que adoptó el Código de Instrucción Pública. 
 Con la adopción de la Constitución de 2 de enero de 1941, sobrevinieron 
las transformaciones jurídicas y administrativas que permitieron la creación del 
Ministerio de Educación. La primera de ellas fue la adopción de la Constitución de 
2 de enero de 1941, la cual introdujo el régimen de derechos sociales. En esta 
forma, el servicio de la educación nacional se consideró deber esencial del Estado 
y la educación de los indígenas, obligación imperativa. Se mantuvo el principio de 
la obligatoriedad de la educación primaria y la gratuidad de este nivel y de la 
normal, vocacional y secundaria. La Carta Magna de 1941 ordenó legislar en el 
sentido de facilitar a los panameños económicamente necesitados el acceso a 




 Por otra parte, la Constitución de 1941, suprimió las Secretarías y los 
Secretarios de Estado, característicos del sistema republicano de los Estados 
Unidos, y los sustituyó por Ministerios y Ministros de Estado, afines a los sistemas 
latinoamericanos. Sobre la terminología ministro o secretario, el Dr. Quintero 
(1966), en su obra Principios de Ciencias Políticas, manifiesta lo siguiente: Casi 
todos los países latinoamericanos han adoptado el nombre del ministro, en vez de 
secretario, para denominar a los colaboradores inmediatos del Presidente de la 
República. Y este no ha sido un cambio terminológico, sino también institucional. 
Así, los ministros tienen en los países democráticos de Latinoamérica más 
relevancia e iniciativa que los secretarios de Estado Norteamericanos (p.389).  El 
Dr. Pezet fue el primer ministro de educación en 1941, sin embargo, las bases 
legales e institucionales de este Ministerio quedaron definidas con la expedición 
de las Leyes 84 y 89 de 1 de julio de 1941. 
 La Ley 47 del 24 de septiembre de 1946, se mantiene vigente como 
instrumento legal que organiza nuestro sistema educativo.  Se ha modificado en 
tres ocasiones, con la Ley 34 de 1995, la Ley 50 de 2002 y la Ley 60 de 2003.  Las 
leyes que regulan la educación en Panamá tienen su origen en el pensamiento 
transformador de docentes que toman la iniciativa y la traducen en normas que 
establecen conductas sociales en el sistema educativo. 
2.2 CONCEPTO DE LA LEY EN LA ADMINISTRACIÓN 
EDUCATIVA 
 La administración de la educación presupone el conocimiento de las 
disposiciones legales que regulan recursos humanos, financieros y académicos 
en el sistema educativo nacional, y otras vinculadas al servicio educativo como: el 
derecho penal, derecho de familia, derecho de trabajo, la Ley de contrataciones 
públicas y la ejecución del presupuesto que tiene mayor importancia a partir de los 
debates sobre la transformación del sistema educativo nacional.  La 
administración de la educación puede definirse como un proceso necesario para 
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la organización y funcionamiento del sistema educativo, en el cual, se toma 
decisiones y se ejecutan tomando en consideración los recursos humanos, 
materiales, financieros, técnicos y pedagógicos, vistos desde un punto social y 
político en forma interdisciplinaria.  La administración de la educación se ubica 
dentro de la administración pública. 
2.3 FUENTES FORMALES DEL DERECHO EDUCATIVO 
 Las leyes en materia de educación tienen su importancia según la 
naturaleza de fuente de origen.  Sin embargo, el ordenamiento jurídico en materia 
educativa establece una pirámide particular en este sentido, nosotros haremos lo 
posible por establecerla con la mayor precisión del caso.  Entre las fuentes 
formales en materia educativa tenemos: 
 La Constitución Política de la República de Panamá. 
 La Ley 47 de 24 de septiembre de 1946. 
 Los Decretos Ejecutivos expedidos por el Órgano Ejecutivo. 
 Los Resueltos expedidos por el Ministerio de Educación a través del 
Ministro del Ramo. 
 Las Resoluciones expedidas por las autoridades del Ministerio de 
Educación. 
 Los Reglamentos   
 Las Circulares expedidas por funcionarios directivos. 
 Los Memorando 
 Esta clasificación tiene gran importancia ya que ninguna norma puede, ni 
debe vulnerar los principios o reglas establecidas en una norma superior, de lo 
contrario será inconstitucional o ilegal, y los afectados podrán reclamar 
judicialmente el restablecimiento del orden jerárquico mediante los recursos 
correspondientes.  Cabe destacar que, en nuestro derecho privado positivo, es 
fuente de derecho la Ley, entendiendo por tal todos los procesos reconocidos en 
nuestro sistema como generadores de normas jurídicas.  A falta de Ley que 
resuelva un caso, tiene el carácter de fuente la analogía, esto es, el proceso o 
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métodos por el cual se aplica a un caso no contemplado por la Ley, la norma dada 
por ésta para casos semejantes. 
 Por último, son fuentes de derecho, a falta de Ley, si no puede resolverse 
el caso por analogía, la doctrina constitucional, las reglas generales de derecho y 
la costumbre, esto al respecto el Código Civil panameño en su artículo 13, ha 
señalado lo siguiente: 
“Cuando no haya ley exactamente aplicable al punto controvertido, se 
aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes, y en su 
defecto, la doctrina constitucional, las reglas generales de derecho, y la 
costumbre, siendo general y conforme con la moral cristiana”. 
2.4 JERARQUIA DE LAS NORMAS EDUCATIVAS 
 De acuerdo con la jerarquía de las normas ninguna Ley de rango inferior no 
podrá ser contraria a una Ley superior, ya que sería declarada ilegal o 
inconstitucional. 
2.4.1 CONSTITUCIONALES 
 La Constitución es la norma fundamental de un Estado, la norma suprema. 
Es necesario definir lo que es una Constitución. En sentido político jurídico Sachica 
(1994) en su obra Derecho Constitucional General, expresa lo siguiente “Es una 
fórmula de reparto del poder en una comunidad, atribución de poderes a quienes 
gobiernan y de derechos, que son también poderes, a los gobernantes. Es al 
tiempo el derecho constitucional del poder y el derecho constitucional de la 
libertad. Define qué es lo público y que es lo privado, cuál es el campo del Estado 
y cuál el de la sociedad, disponiendo a sus miembros en relación de autoridad y 
obediencia”. 
 La Constitución, en sentido formal, es el código político en que el pueblo, 
por medio de sus representantes, por él libremente elegidos, fija por escrito los 
principios fundamentales de su organización y, especialmente, los relativos a las 
libertades políticas del pueblo (Osorio, 1999, p. 224). 
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 Aristóteles, en su política, definía la Constitución como el principio según el 
cual aparecen ordenadas las autoridades públicas, y especialmente aquella que 
está sobre las demás, la autoridad soberana. Y añadía que la Constitución 
determina la organización de la autoridad del Estado, la división de sus poderes, 
la residencia de la soberanía y el fin de toda sociedad civil. 
 La Constitución (Del latín “cum” con y “statuere” establecer) es la norma 
jurídica positiva fundamental que rige la organización y el desarrollo de un Estado, 
estableciendo: la autoridad, la forma de ejercicio de esa autoridad, los poderes 
públicos, sus límites de esos poderes, y garantizando la libertad política y civil del 
individuo. (Quisbert, 2007, p.3) 
 La importancia que tiene la Constitución para el derecho administrativo es 
mucha, ya que es íntima la vinculación que existe entre el derecho constitucional 
y el administrativo. Esta estrecha relación se debe a que ambos tienen un objeto 
común de regulación constituido por la organización del Estado y su 
funcionamiento. 
La Constitución es en primer orden para el derecho administrativo porque: 
 La Constitución es la base del sistema jurídico, por ello es fundamental para 
el sistema administrativo a través de sus principios y normas. 
 La Constitución destina la mayor parte de sus normas a regular materia 
administrativa. 
 La constitucionalización del derecho administrativo es la tendencia en las 
últimas décadas, lo cual le da jerarquía constitucional a normas jurídicas 
administrativas que fueron plasmadas en leyes o reglamentos. 
 La Constitución Política de la República de Panamá dispone en relación al 
sistema educativo panameño, en su Título III, “Derechos y Deberes Individuales y 





 La Ley (en latín, lex, legis) es una norma jurídica dictada por el legislador, 
es decir, un precepto establecido por la autoridad competente, en que se manda 
o prohíbe algo en consonancia con la justicia cuyo incumplimiento conlleva a una 
sanción. Según el jurista panameño Quintero (1967), en su libro Derecho 
Constitucional, “La Ley es una norma dictada por una autoridad pública que a 
todos ordena, prohíbe o permite, y a la cual todos deben obediencia”.  
 Las leyes son delimitadoras del libre albedrío de las personas dentro de la 
sociedad. Se puede decir que la ley es el control externo que existe para la 
conducta humana, en pocas palabras, las normas que rigen nuestra conducta 
social. Constituye una de las fuentes del derecho, actualmente considerada como 
la principal, que para ser expedida, requiere de autoridad competente, es decir, el 
órgano legislador. 
 La Ley, tanto en un sentido amplio como en un sentido estricto, es necesaria 
para la convivencia humana, ya que no se concibe la subsistencia de una sociedad 
organizada carente de norma jurídica, cualquiera sea la institución que la 
establezca, si bien sería discutible hasta qué punto podría ser denominada Ley la 
mera imposición por la violencia de una conducta determinada por la voluntad de 
quienes ostentan la fuerza, y en contra de la de quienes la padecen. Las Leyes 
sólo pueden ser derogadas por otras posteriores emanadas del órgano legislativo 
competente. 
 Disposiciones en cuanto a Leyes trascendentales que se refieren al sistema 
educativo panameño tales como: 
 Ley Número 47 de 1946, “Orgánica de Educación”, adicionada y 
modificada por la Ley 34 de 6 de julio de 1995, mediante Decreto Ejecutivo 
Número 60 de 26 de febrero de 1996. 
 Ley Número 9 de 20 de junio de 1994, “Por la cual se establece y regula la 
carrera administrativa, Panamá”. 
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 Ley Número 38 de 31 de junio de 2000, “Que aprueba el estatuto orgánico 
de la procuraduría de la administración general y dicta disposiciones 
especiales”. 
 Ley Número 23 de 12 de mayo de 2017, “Que reforma la Ley Número 9 de 
1994, que establece y regula la carrera administrativa, y dicta otras 
disposiciones”. 
2.4.3 DECRETOS EJECUTIVOS 
 Un término que procede del latín decrētum, es la decisión de una autoridad 
sobre la materia en que tiene competencia. Suele tratarse de un acto 
administrativo llevado a cabo por el Poder Ejecutivo, con contenido normativo 
reglamentario y jerarquía inferior a las Leyes.  El decreto es una norma general 
que procede de una autoridad ejecutiva no legislativa. Como sabemos es el Poder 
Legislativo el órgano que por designio de la Constitución Nacional es el encargado 
de confeccionar leyes. Ahora bien, en algunas situaciones especiales al Poder 
Ejecutivo se le atribuye la facultad de legislar a través de decretos. Solamente 
causas que demuestran la necesidad y urgencia de algún asunto facultan al Poder 
Ejecutivo en este sentido, siendo esta cuestión avalada constitucionalmente. 
 El que, con la firma de un ministro o secretario de Estado, redactado por él 
o por sus colaboradores, o combinadamente, y la sanción del jefe de Estado, 
regula con detalle el régimen que sobre una institución ha establecido, en 
lineamientos fundamentales, una Ley, y sin desconocer substancialmente ninguna 
de sus normas (Osorio, 1999, p. 283). 
 Disposiciones sobre decretos ejecutivos que se refieren al sistema 
educativo panameño tenemos: 
 Decreto Número 538 del 29 de septiembre de 1951, “Por la cual se adopta 
el código de ética profesional del educador”. 
 Decreto Número 618 de 5 de septiembre de 1952, “Por la cual queda sin 
efecto el Decreto 574 de 7 de diciembre de 1951, se restablece el número 
14 
 
539 de 29 de septiembre de 1951 y se dictan otras medidas sobre 
educación”. 
 Decreto Número 681 de 20 de junio de 1952, “Por medio se reglamentan 
los artículos 153 y 154 de la Ley 47 de 1946, orgánica de educación y se 
deroga un decreto”. 
 Decreto Número 100 de 4 de febrero de 1957, “Por el cual se señalan 
funciones a la Dirección General de Educación a las secciones de 
educación primaria, secundaria y particular, a los supervisores de 
educación secundaria, a los inspectores de educación primaria, a los 
directores de escuelas primaria y secundarias y a los profesores y 
maestros”. 
 Decreto Ejecutivo Número 305 de 30 de abril de 2004, “Por la cual se 
aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, orgánica de educación, con 
numeración corrida y ordenación sistemática conforme fue dispuesto por el 
artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre de 2002”. 
 Decreto Ejecutivo Número 246 de 15 de diciembre de 2004, código de ética 
del servidor público. 
2.4.4 RESUELTOS 
 Los resueltos ejecutivos desarrollan decretos de alcance mayor que los 
resueltos ministeriales.  Los resueltos ministeriales son expedidos por el ministerio 
respectivo a través del ministro y del vice-ministro.  Los resueltos son de menor 
jerarquía que un decreto.  Por lo tanto, ningún resuelto está por encima de un 
decreto.  Cuando un resuelto contiene disposiciones contrarias a un decreto, el 
cumplimiento del mismo es cuestionable, y en muchos casos no procede porque 
se contrapone a una norma jurídica de mayor jerarquía como es el decreto y la 
Ley.  Cabe señalar que una norma que sea contraria a otra de mayor jerarquía 
jurídica puede mantenerse vigente hasta tanto no sea demandada como 
inconstitucional o ilegal, o sea derogada por la entidad promotora. 
 Entre algunas disposiciones a que se refieren los resueltos en el sistema 
educativo panameño tenemos: 
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 Resuelto Número 1097 de 12 de septiembre de 2001, “Por la cual se 
reglamenta el artículo 2 del decreto ejecutivo número 203 de 27 de 
septiembre de 1996”. 
 Resuelto Número 1260 de 22 de septiembre de 2005, “Traslado por baja 
matrícula”. 
2.4.5 RESOLUCIONES 
 Las resoluciones departamentales son los mecanismos legales que surgen 
de los directores de los respectivos departamentos, como son: director de escuela 
y jefe de departamento.  Su ejecución alcanza la jurisdicción del respectivo 
departamento.  Tenemos que las resoluciones son la decisión o el fallo de un 
ministerio con motivo de un hecho o un acontecimiento.  Pueden ser motivo de 
resoluciones: ascenso, un duelo, una adhesión, una protesta, reconocimiento de 
méritos, separación de un cargo. 
Una resolución está compuesta de dos partes a saber: 
 Los considerandos: no son más que una serie de conceptos que preceden 
y explican el texto del fallo o dictamen.  Por la secuencia que guardan entre 
sí, ya que constituyen el motivo del fallo, deben ir separados por un punto 
y coma. 
 Los resueltos o parte resolutiva, constituye el fallo o la decisión acordada. 
Como cada resuelto o acuerdo forma una cláusula con sentido completo, 
va separado por un punto. Tanto los considerandos como los resueltos 
pueden contener una sola idea o varias. 
2.4.6 CIRCULARES 
 Las circulares son instrucciones o informaciones de carácter general o 
específicos para determinado personal. También se refiere a una carta cuyo 
objetivo es informar sobre un asunto de carácter permanente. Su redacción debe 
ser clara, breve, concisa, lenguaje sencillo, debe dar la impresión de que es 




 Es un escrito breve por el que se intercambia información entre distintos 
departamentos de una organización para comunicar alguna indicación, 
recomendación, instrucción, disposición, etc. La información del memorando es 
temporal. Puede ser breve y extenso. El breve se usa para informaciones 
específicas; el extenso o largo, se conoce como memo y se emplea cuando un 
jefe quiere comunicar a sus subalternos sobre normas, charlas, informes o 
decisiones.  Las instituciones usan mucho en la actualidad un memorando de 
redacción más extenso, lo cual lo usan los jefes de departamentos y directores 
cuando tienen que dirigirse a sus subalternos en el orden jerárquico para darles 
charlas, informes y decisiones, anunciarles nuevas prácticas o procedimientos en 
los trabajos, reuniones, charlas o cualquier otro asunto de interés para la buena 
marcha o funcionamiento de una institución. 
 En la redacción del memorando se tendrá en cuenta la claridad, brevedad 
y precisión. Se evitará usar la primera persona singular, palabras de dudosa 
interpretación, que sea extenso, asunto que no venga al caso, exceso de adornos, 
construcciones negativas, redundancias, oscuridad, oraciones largas, no para 
hacer reconocimiento. 
 La comunicación del memorando va en orden jerárquico, de mayor a menor, 
jamás a la inversa.  Partes de un memorando tenemos: 
 Membrete 
 La palabra memorando impresa en mayúscula y escrita en el centro 
educativo. 
 La letra A: o la preposición PARA: que significa a quien se dirige, es 
decir el nombre del destinatario (jefe o departamento) 
 DE: departamento o persona que lo envía. 
 ASUNTO: de que trata el documento (frase breve) 
 Texto o mensaje de la comunicación 
 Iniciales o firma del remitente. 
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2.5 DISPOSICIONES FUNDAMENTALES DEL SERVIDOR 
PÚBLICO 
2.5.1 CONCEPTO DE FUNCIÓN PÚBLICA 
 Constituye el sistema de prestación de servicios dentro de la 
administración, que se diferencia del sistema laboral propio de las empresas 
privadas. La función pública se caracteriza por hacer referencia a una relación 
jurídica específica, distinta de la laboral, la denominada relación funcionarial o 
estatutaria, sometida al derecho administrativo y, posteriormente, controlada por 
la jurisdicción contenciosa-administrativa. No obstante, la anteriormente nítida 
separación entre ambos sistemas, de función pública y laboral, ha quedado 
notablemente desdibujada tanto desde el momento en que en el empleo público 
aparece con asiduidad, junto a los funcionarios, el personal laboral, así como por 
el hecho de la relación funcionarial también es objeto de negociación colectiva, sin 
perjuicio de su posterior incorporación a las leyes y normas administrativas. 
(Fernández, 2006, p.400) 
 El estudio de la función pública comprende todo lo relacionado con el 
conjunto de actividades que desarrolla el Estado y del grupo de servidores que las 
materializan y que expresan su voluntad a través de hechos y actos 
administrativos para alcanzar los fines primarios y secundarios o de bienestar 
colectivos. 
 La función pública está constituida por el conjunto de deberes, derechos y 
situaciones jurídicas que se originan entre el Estado, los funcionarios y empleados 
públicos.  Toda actividad estatal requiere un personal administrativo eficiente, para 
la atención de los servicios públicos y demás actividades del Estado (Serra, 1959, 
p.317). 
 Ahondando más sobre la función pública, se ha expresado que para que 
ésta exista es necesario un elemento, según Bielsa (1960), “El encargo, o una 
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delegación dada, en principio, por la Ley, o bien por otro funcionario superior en el 
orden jerárquico, en ejercicio de sus facultades legales”. 
 En realidad, la función pública está constituida por el cúmulo de atribuciones 
o actividades del Estado entre las cuales destacan como primarias: la legislativa, 
ejecutiva y judicial, desplegada por las personas a quienes se encomienda a 
efecto de alcanzar los fines esenciales primarios, como de bienestar colectivo o 
secundarios del Estado. 
2.5.2 CONCEPTO DE SERVIDOR PÚBLICO 
 Un servidor público es una persona que brinda un servicio de utilidad social.  
Dentro de la terminología para definir a un servidor público en particular existen 
muchas denominaciones entre las más comunes tenemos: funcionario público, 
empleado público, agente del estado, servidor del estado y servidor público. 
(Bielsa, 1956, p.3) en su obra Derecho Administrativo define al servidor público 
como: Todo el que en virtud de designación especial y legal (ya por decreto 
ejecutivo, ya por elección) y de una manera continua, bajo formas y condiciones 
determinadas en una delimitada esfera de competencia declara o ejecuta la 
voluntad del Estado, cuando esa voluntad se dirija a la realización de un fin público 
(actividad jurídica o social).  
 Por otro lado, según (Sayagüez, 1956, p.265) define al servidor público 
como: “Todo individuo que ejerce funciones públicas en una entidad estatal, 
incorporados mediante designación y otros procedimientos legales”.  
 En nuestra Constitución Política de la República de Panamá, señala en su 
artículo 299, donde señala lo siguiente: 
Artículo 299. Son servidores públicos las personas nombradas temporal o 
permanentemente en cargos del Órgano Ejecutivo, Legislativo, Judicial, de 
los Municipios, Entidades Autónomas y Semiautónomas; y en general las 
que perciban remuneración del Estado. 
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 Como se desprende de la disposición constitucional transcrita, para ser 
considerado servidor público en Panamá, se requiere: 
 Que la persona entre a prestar servicio público, en cualquiera de las 
formas viables, a saber: nombramiento, contrato, elección o sorteo. 
 Que se ubique a la persona designada en la forma precisada, en 
cargos del Órgano Ejecutivo, Legislativo, Judicial, en la Entidades 
Públicas, Autónomas y Semiautónomas, en los Municipios, y en 
general, en cualquiera entidad pública. 
 Que perciba una remuneración. Observamos, sin embargo, que, por 
vía excepcional, si se reúnen los demás requisitos, aunque no se 
percibe remuneración, también la persona ostenta la categoría de 
servidor público. En el primer caso, el servidor público entra a la 
categoría de funcionario público remunerado.  En el segundo 
supuesto, a la clasificación de servidores públicos ad-honoren, o sea 
los que efectivamente prestan un servicio o concretan una función 
pública, pero que no perciben remuneración del Estado.  Los pueden 
haber, por medio de designación, contratados o nombrados. 
 Que dicha remuneración, en los casos que ésta se perciba, se haga 
con fondos o recursos del Estado panameño. 
 En Panamá se ha dado el mismo fenómeno, de ahí que, para conocer las 
denominaciones utilizadas por nuestro derecho positivo, haremos un examen del 
mismo a la luz de la Constitución vigente y algunos textos legales. 
 La Constitución Política de la República de Panamá, utiliza la denominación 
de “servidor público”.  Así lo vemos en el Título XI, “De los Servidores 
Públicos”, artículo 299 y siguientes, aunque en algunas disposiciones se 
utiliza la expresión, autoridades (artículo 17), trabajadores (artículo 307, 
numeral 5), para referirse a los servidores del Estado. 
 El Código Administrativo, utiliza genéricamente las expresiones 
funcionarios públicos y empleados para designar a los servidores públicos.  
Así en el artículo 755, cuando clasifica a los empleados nacionales y 
20 
 
municipales, y el 771, que exige al funcionario tomar posesión del cargo, 
utilizando también como denominación excepcional, con el mismo 
significado la de autoridades (artículo 752). 
 El Código Fiscal, utiliza indistintamente como nombres usuales los de 
funcionarios públicos y empleados públicos (artículo 1184) e introduce 
denominaciones especiales, como la de “empleados de manejo” (artículo 
1060), la cual comprende a los siguientes servidores públicos, 
“recaudadores” que son los servidores públicos que cobrar los dineros que 
deben ingresar al tesoro público; “liquidadores” quienes reconocen los 
créditos a favor del Tesoro Nacional; y “pagaderos” que son los servidores 
públicos encargados de entregar a los acreedores del Estado los fondos 
que le adeuden (artículo 1059). 
 El Código Penal utiliza dentro del Título X, “De los Delitos contra la 
Administración Pública”, Libro II “De los Delitos”, artículos 322 y siguientes, 
se utiliza la nueva expresión genérica de servidores públicos para referirse 
a los agentes del Estado. 
2.5.3 DIFERENCIA O RELACIÓN ENTRE EN EL PERSONAL 
DOCENTE DE ESCUELA PÚBLICA Y PARTICULAR 
 Diferencia o Relación entre el Personal Docente de una Escuela Pública y 
una Privada a saber: 
 
Privada Publica 
· Los profesores tienen menos años de 
experiencia, por ser un fenómeno más 
reciente. 
 
· No disponen de financiación pública. Para 
poder cursar los estudios en ella es necesario 
pagar mensualidades (su precio es 10 o 20 
veces superior a un centro público) 
 
· Los medios que pone a disposición de los 
alumnos son más y mejores. 
· Los profesores tienen más años de 
experiencia en el ámbito Educativo debido a la 
mayor Antigüedad de estas escuelas. 
 
· Financiación publica 
 
· Carecen de medios (aunque no es una 






· No sufre masificación (alumnado menos 
numeroso que en los centros públicos). 
 
· Al haber un número limitado de alumnos el 
aprendizaje va estar más controlado va a ver 
un trato más personalizado y un mejor 
aprovechamiento individual de las 
infraestructuras. 
· Sufre masificación y por tanto mayor 
demandada. 
 
· Al haber un número elevado de alumnos el 
aprendizaje no estará tan controlado el trato no 
será tan personalizado y habrá un menor 
aprovechamiento individual de 
las infraestructuras 
 
· Están orientados tanto a la docencia como a 
la investigación. 
Tabla 1: Diferencia o Relación entre el Personal Docente de una Escuela Pública y una Privada 
2.5.4 FORMA DE INGRESO AL SISTEMA EDUCATIVO PÚBLICO Y 
PRIVADO 
 La Dirección Nacional de Formación y Perfeccionamiento Profesional tiene 
la facultad de certificar, a efectos de acreditación, las diferentes actividades de 
capacitación y de mejoramiento profesional, conforme a la normativa señalada 
previamente. 
 La acreditación consiste en la asignación de puntaje a las actividades 
llevadas a cabo por los docentes del sistema educativo. Se regula por el Decreto 
Ejecutivo 210 de 1 de diciembre de 1998, adicionado al Decreto 203 del 27 de 
septiembre de 1996, y por el Decreto 127 de 16 de julio de 1998. Este puntaje 
tiene efectos en la carrera docente del educador. 
 El Artículo 3 de la Ley 47 de 20 de noviembre de 1979 establece las 
condiciones para los nombramientos y presenta la escala de sueldo. Ésta varía de 
acuerdo a 22 grados de conformidad con los estudios realizados (títulos del 
docente, funciones, responsabilidades y esfuerzos inherentes al cargo). 
 En el Ministerio de Educación de la República de Panamá las condiciones 
para el nombramiento son las siguientes: 
 
 Interino: corresponde al nombramiento que se hace hasta finalizar el año 
escolar; por ejemplo, para cubrir una licencia por gravidez. En otros casos, 
el titular puede tomar licencia por estudios o para ocupar otra posición 
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dentro del sector educativo. Esta situación permite que la interinidad dure 
más de un año. 
 Probatorio: se refiere al nombramiento que se hace por dos años 
consecutivos; si la evaluación del docente es satisfactoria, logra la 
permanencia en el cargo. 
 Nombramiento Permanente: se otorga cuando el docente cumple sus dos 
años de período probatorio, o cuando ha laborado por varios años de 
interino y ocupa una posición permanente cuyo nombramiento se hace 
efectivo con sólo un año de labor en dicha plaza. 
2.5.5 ESTABILIDAD LABORAL 
 Garantizar la estabilidad laboral de los empleados del sistema educativo 
panameño ha sido una de las consignas más importantes que han enarbolado 
asociaciones docentes, juristas, laboralistas, sindicalistas y políticos desde que se 
comprendió la importancia que tiene el trabajador como un hecho social ya que el 
mismo es el generador de ingresos que garantiza la economía de la familia. La 
estabilidad laboral es importante porque la misma otorga un carácter permanente 
a la relación de trabajo, es decir garantiza que el trabajador no será despedido sin 
justa razón. 
 La base legal del derecho para garantizar la estabilidad laboral del servidor 
público de carrera docente, tiene su base legal en la Constitución de la República 
de Panamá en su artículo 64, donde señala lo siguiente: 
Artículo 64. El trabajo es un derecho y un deber del individuo, y por lo tanto 
es una obligación del Estado elaborar políticas económicas encaminadas a 
promover el pleno empleo y asegurar a todo trabajador las condiciones 
necesarias a una existencia decorosa. 
 En concordancia con el mencionado artículo 64 de la Constitución de la 
República de Panamá, encontramos el artículo 299, que a su letra dice: 
Artículo 299. Son servidores públicos las personas nombradas temporal o 
permanentemente en cargos del Órgano Ejecutivo, Legislativo y Judicial, de 
23 
 
los Municipios, entidades autónomas o semiautónomas; y en general, las 
que perciban remuneración del Estado. 
 Los servidores públicos de carrera docente garantizan su estabilidad laboral 
a través del Decreto Ejecutivo Número 305 de 30 de abril de 2004, “Por la cual se 
aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, orgánica de educación, con 
numeración corrida y ordenación sistemática conforme fue dispuesto por el 
artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre de 2002”; sin embargo, en concordancia 
se establece garantizar al servidor público en general mediante la Ley 127 del 31 
de diciembre de 2013, que crea un régimen de estabilidad laboral para servidores 
públicos, lo que evita que éstos puedan ser despedidos sin causa justificada, entre 
otros derechos que otorga.  Los nuevos beneficios de esta Ley, que comienza a 
regir a partir del 1 de abril de 2014, aplican a los funcionarios con dos años 
continuos a servicio del Estado, quienes también tendrán derecho a recibir una 
prima de antigüedad al momento de la terminación de la relación laboral. 
 En casos de despidos injustificados, los servidores públicos podrán solicitar 
su reintegro o el pago de una indemnización. 
 La discrecionalidad de "libre nombramiento y remoción", no aplica a los 
servidores públicos amparados por esta Ley. Quedan excluidos de estos 
beneficios los funcionarios escogidos por elección popular, ministros y 
viceministros, directores y subdirectores de entidades autónomas y 
semiautónomas, gerentes, entre otros. 
2.5.6 DEBERES Y DERECHOS DEL PERSONAL DE CARRERA 
DOCENTE PÚBLICA Y PARTICULAR 
 Los deberes y derechos del personal docente de los planteles oficiales y 
particulares que laboran en el Ministerio de Educación, están contemplados en 
numerosas disposiciones legales de diversa jerarquía. Tenemos que partir de la 
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Constitución Política de la República de Panamá en su artículo 302, que a su letra 
nos dice: 
Artículo 302. Los deberes y derechos de los servidores públicos, así como 
los principios para los nombramientos, ascensos, suspensiones, traslados, 
destituciones, cesantía y jubilaciones serán determinadas por la Ley.  Los 
nombramientos que recaigan en el personal de carrera se harán con base en 
el sistema de mérito. Los servidores públicos están obligados a desempeñar 
personalmente sus funciones a las que dedicarán el máximo de sus 
capacidades y percibirán por las mismas una remuneración justa. 
 Se contempla igualmente deberes y derechos en el Decreto Ejecutivo 
Número 305 de 30 de abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la 
Ley 47 de 1946, orgánica de educación, con numeración corrida y ordenación 
sistemática conforme fue dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de 
noviembre de 2002”, en sus articulados número 131 y 174 respectivamente. 
2.5.7 TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL 
 La terminación es el acto jurídico que finaliza la relación laboral y, por tanto, 
deja sin efecto los derechos, las obligaciones y las prohibiciones establecidas por 
la ley o el contrato de trabajo, sin perjuicio de algunas obligaciones que subsisten 
a cargo del empleador, pago de derechos ciertos o adquiridos; pago de 
indemnización por despido injustificado, despido justificado por causa de 
naturaleza económica, renuncia justificada o sustitutiva del preaviso, obligación de 
expedir certificado de trabajo. 
 En el sistema educativo panameño la terminación de la relación laboral 
cesa dependiendo de su eficiencia y buena conducta mediante un sistema de 
méritos conforme lo estable la Constitución de la República de Panamá, 
disposición de la Ley 47 de 1946, decretos ejecutivos y demás normas conexas. 
 En cuanto a la relación laboral del sector particular docente se regirán 
mediante lo establecido en el Código Laboral Panameño y las normas jurídicas 
establecidas por el sistema educativo panameño. 
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2.6 EL DEBIDO PROCESO LEGAL COMO GARANTÍA 
CONSTITUCIONAL 
 El Estado se ha convertido en un actor social más y los límites no se ven 
tan claros, participa en la toma de decisión, en muchos casos vulnerando los 
derechos y garantías constitucionales. Los operadores del derecho se encuentran 
involucrados en la crisis de falta de credibilidad del sistema judicial, haciendo 
tambalear el Estado democrático.  La igualdad ente la Ley es una aspiración 
común en todo Estado de derecho. El acceso a la justicia es un pilar fundamental 
de los estados modernos. 
 La inseguridad jurídica en un Estado aparece cuando se vulneran los 
derechos y garantías constitucionales. La independencia de los compartimientos 
del Estado, son indispensables y necesarios para que exista un Estado de derecho 
democrático, que en el imaginario social, se ha derrumbado, por lo tanto es 
necesario una institución independiente y con credibilidad para hacer respetar la 
Constitución. La única forma de lograr un Estado de derecho constitucional 
democrático. 
 El cambio de paradigma implica que un Estado social, al cual se le 
adjudique el reconocimiento de los derechos al individuo, por cuanto es 
indispensable mantener el Estado de derecho y la seguridad jurídica indicadores 
del Estado democrático. 
 La Corte Suprema de Justicia, deberá valorar el debido proceso legal como 
un derecho humano y como tal se propone conforme a las teorías funcionalistas y 
la mejor concepción de dicho derecho un tribunal constitucional independiente del 
poder judicial. 
 El debido proceso legal, como derecho humano solo podrá realizarse a nivel 
nacional, en un Estado constitucional democrático.  Es un derecho que 
corresponde a todos sin necesidad de ser adquirido, debe ser positivizado, para 
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adquirir la validez jurídica.  El debido proceso es un derecho fundamental con un 
determinado contenido. 
 Los derechos fundamentales constitucionales expresan sólo una mínima 
concepción de la justicia. La observancia de los derechos procesales “debido 
proceso”, es condición necesaria de legitimidad del derecho positivo. El derecho 
positivo que viola derechos humanos es incorrecto, propongo que el debido 
proceso, integre el catálogo de derechos humanos, con el objeto de evitar 
problemas de interpretación y ponderación. 
2.6.1 CONCEPTO DEL DEBIDO PROCESO 
 El debido proceso es un principio legal por el cual el Estado debe respetar 
todos los derechos legales que posee una persona según la ley. El debido proceso 
es un principio jurídico procesal según el cual toda persona tiene derecho a ciertas 
garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo y equitativo dentro 
del proceso, a permitirle tener oportunidad de ser oído y a hacer valer sus 
pretensiones legítimas frente al juez. El debido proceso establece que el gobierno 
está subordinado a las leyes del país que protegen a las personas del estado. 
Cuando el gobierno daña a una persona sin seguir exactamente el curso de la ley 
incurre en una violación del debido proceso lo que incumple el mandato de la ley. 
 El debido proceso se ha interpretado frecuentemente como un límite a las 
leyes y los procedimientos legales, por lo que los jueces, no los legisladores, 
deben definir y garantizar los principios fundamentales de la imparcialidad, justicia 
y libertad. Esta interpretación resulta controvertida, y es análoga al concepto de 
justicia natural y a la justicia de procedimiento usada en otras jurisdicciones. Esta 
interpretación del proceso debido se expresa a veces como que un mandato del 
gobierno no debe ser parcial con la gente y no debe abusar físicamente de ellos. 
 Para el Doctor Hoyos el debido proceso es “Una institución instrumental en 
virtud de la cual debe asegurarse a las partes en todo proceso, legalmente 
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establecido y que se desarrolle sin dilaciones injustificadas, oportunidad razonable 
de ser oídas por un tribunal competente, predeterminado por la Ley, independiente 
e imparcial, de pronunciarse respecto de las pretensiones y manifestaciones de la 
parte contraria, de aportar pruebas lícitas relacionadas con el objeto del proceso 
y de contradecir las aportadas por la contraparte; de hacer uso de los medios de 
impugnación consagrados por Ley contra resoluciones judiciales motivadas y 
conformes a derecho, de tal manera que las personas puedan defender 
efectivamente sus derechos. (Hoyos, 1996, p.54) 
2.6.2 EL DEBIDO PROCESO Y LOS PRINCIPIOS QUE LO 
GARANTIZAN 
El proceso es el medio para la realización del derecho material, aunque la 
única forma de realización del derecho es por medio de una resolución judicial que 
es el producto de un proceso judicial. El debido proceso se logra cuando se 
respetan las garantías constitucionales.  
 La garantía de legalidad: Un Estado de derecho se caracteriza por el 
sometimiento de los Poderes del Estado a la Constitución Nacional y a la Ley. Este 
sometimiento no es un fin en sí mismo, sino una técnica para conseguir una 
determinada finalidad, que en nuestro sistema político-jurídico consiste en el 
sometimiento del Estado al bloque de legalidad, leyes, reglamentos, principios 
generales, precedentes, tratados internacionales, Constitución Nacional, etc. y, 
consecuentemente, el reconocimiento de los derechos públicos subjetivos y el 
otorgamiento a los particulares de los medios necesarios para su defensa; por 
ende, el proceso que permite el acceso a la justicia es un derecho inherente al ser 
humano. Someter al Estado al bloque de la legalidad es someterlo al derecho y, 
por ende, a la defensa de la igualdad, de la libertad y del respeto a los derechos 
adquiridos. 
 La garantía de razonabilidad: Impone un cierto límite que, si se traspasa, se 
cae en la zona opuesta de lo irrazonable o de lo arbitrario. Es cierto que la misión 
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más delicada de la justicia es la de saber mantenerse dentro de la órbita de 
jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes; de 
allí no cabe derivar que el Poder Judicial pueda abstenerse de ejercer el control 
de razonabilidad. Lo contrario es dejar de lado garantías que hacen a la esencia 
de nuestro sistema Republicano de Gobierno, cuya integridad pretende 
resguardarse por medio, entre otros, de la subsistencia de dichas garantías.   
 El principio de seguridad jurídica: La vigencia del Estado de derecho 
supone, de manera cabal y completa, la facultad de ejercer los derechos y 
garantías reconocidos en todo el plexo normativo, para lo cual requiere un marco 
confiable, estable, de normas generales que se apliquen con continuidad, al 
cubierto de sorpresas, cambios o giros imprescindibles o caprichosos, que 
respondan a los intereses del gobernante de turno, y no al interés de la comunidad. 
En términos generales, hay seguridad jurídica cuando el sistema ha sido 
regularmente establecido en términos iguales para todos, mediante leyes 
susceptibles de ser conocidas, que solo se aplican a conductas posteriores, y no 
previas a su vigencia, que son claras, y que son dictadas adecuadamente por 
quien está investido de facultades para hacerlo. (XL Conferencia Internacional de 
Abogados, Madrid, España, junio 2004) 
2.6.3 LOS DERECHOS FUNDAMENTALES, APLICACIÓN Y 
JUSTIFICACIÓN 
 El punto de partida para resolver todas las cuestiones iusfundamentales, y 
la existencia de derechos fundamentales implícitos la es, debe ser la 
consideración de la persona humana como fin. El Derecho es un medio que está 
al servicio del fin, por lo que no puede formularse al margen de la naturaleza 
(esencia) humana, ni de su consecuente dignidad (humana). A partir de aquí es 
posible afirmar que el fin hacia el que se dirige el Derecho es la consecución del 
perfeccionamiento humano a través de la adquisición de bienes humanos que 
satisfacen exigencias y necesidades que brotan de la naturaleza (esencia) 
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humana. Esta realización y perfeccionamiento humano debe conseguirse siempre 
en una concreta realidad, lo cual obliga a tomarla siempre en consideración cada 
vez que se quiera responder cuales son los derechos humanos y cual su contenido 
jurídico en un momento histórico concreto. El cambio de las circunstancias y 
consecuentes valoraciones sociales pueden llegar a justificar la existencia de 
nuevos derechos humanos o de nuevos contenidos de derechos humanos ya 
reconocidos. En la medida que los derechos constitucionales o fundamentales son 
los derechos humanos constitucionalizados, queda justificada la existencia de 
derechos constitucionales implícitos y de contenidos implícitos de derechos 
fundamentales ya reconocidos. (Castillo, 2008, p.22)  
 Los derechos fundamentales o constitucionales son derechos abstractos, 
en la Constitución se otorga un derecho fundamental y después se agrega una 
cláusula que autorice a los órganos correspondientes delimitar o restringir dicho 
derecho.  Esto trae problemas, el derecho lo otorga la regla, al ser posible limitarlo, 
el Estado podría lograr que el derecho es otorgado por un principio.  El problema 
de limitación o restricción se convierte en un problema de optimización y los 
derechos fundamentales tienen que realizarse en la mayor medida posible fáctica 
y jurídica.  Las fácticas dependen del curso de la acción alternativa, si hay un 
medio apto para alcanzar el objetivo del legislador interfiere menos intensamente 
con el principio que está en la base del derecho. 
 El derecho constitucional tiene fuerza por sí mismo, es la razón para 
considerar o concebir a los derechos constitucionales como derecho prima facie, 
como derechos basados en principios.  Siguiendo la teoría funcionalista, la 
aplicación del derecho es algo más que la mera subducción de un caso bajo una 
regla.  Es un proceso de ponderación y balanceo. 
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2.6.4 CONSIDERACIONES GENERALES A NIVEL 
INTERNACIONAL DEL DEBIDO PROCESO 
 Los instrumentos internacionales que reconocen la competencia de los 
órganos de protección y establecen los procedimientos aplicables en casos de 
violaciones de los derechos humanos y el debido proceso, son, por lo general, de 
carácter convencional. 
 Las disposiciones sustantivas del derecho internacional convencional, se 
fusionan con las disposiciones sustantivas del derecho interno, por lo tanto, deben 
ser interpretadas y aplicadas de conjunto por los jueces y tribunales de justicia e 
invocada su aplicación por las partes procesales. 
 A nivel internacional, el desarrollo de los principios fundamentales relativos 
a las garantías constitucionales del debido proceso legal, han sido consagrados 
en documentos internacionales que a continuación detallaremos: 
Documento Internacional Artículos 
Declaración Universal de Derechos humanos 10 y 11 
Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre  
XVIII y XXVI 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP) 
14.1, 14.3 y 15.1, 
15.2 
Convención Americana sobre Derechos Humanos 8 y 9 
Tabla 2: Los principios fundamentales relativos a las garantías constitucionales 
2.7 EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 El procedimiento administrativo involucra dentro del sistema administrativo 
gubernamental, el desarrollo formal de las acciones por las cuales el Estado 
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interviene en la administración pública, y establece el marco jurídico y normativo 
en las normas administrativas vigentes en el sistema educativo panameño. Un 
procedimiento administrativo está relacionado directamente con la tutela efectiva 
en la administración pública, como de la protección a todo tipo de circunstancia 
jurídica de los administrados, y que tiene como finalidad el controlar la legalidad 
de los actos y hechos administrativos, a través de quienes están al frente de las 
instituciones, organismos, entidades y empresas públicas; y en cumplimiento de 
una función estatal que están englobados dentro del concepto genérico de 
procedimiento, que son subsiguientes a un acto administrativo. 
2.7.1 CONCEPTO Y NATURALEZA 
 El procedimiento administrativo ha sido definido diciendo que es el conjunto 
de trámites que debe observar la administración al desarrollar su actividad. Por lo 
expuesto, no parece sustancial si el procedimiento se documenta de manera 
tradicional o si se registra electrónicamente, salvo las particularidades que 
emanan del soporte utilizado. En ese sentido el instrumento informático trata la 
información de una forma especial a la que debe adaptarse los permisos y 
autorizaciones de ingreso, por los funcionarios, incluido el jerarca, y las 
comunicaciones a terceros. Toda violación podrá generar responsabilidad siendo 
de aplicación el Hábeas Data y la garantía de los Derechos Humanos como 
principio. 
 También se lo entiende como: La sucesión de actos y tareas materiales y 
técnicas, cumplidos por una entidad estatal o ante ella, instrumentalmente 
destinados al dictado o la ejecución de un acto final de naturaleza administrativa. 
El procedimiento común al que nos referiremos es el desarrollado en la 
Administración Central, que no ha sido objeto de una regulación particular en 
razón de su naturaleza, ni en razón de la especialidad de las reparticiones en las 
que se aplica. Por lo expuesto, el Procedimiento Administrativo común es la 
secuencia de actos, lato sensu, que garantizan las prerrogativas públicas y los 
derechos individuales, desarrollados bajo la dirección de la Administración, a los 
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efectos de decidir el tema propuesto, o ejecutar el mismo, y para el cual no existe 
un procedimiento especial expreso. 
2.7.2 PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO. 
 Los principios del procedimiento administrativo común son del ser mismo 
de ese instrumento y se derivan de los principios generales de la ley natural. Los 
principios son verdades primeras y básicas, que sirven de punto de apoyo para 
todo raciocinio siendo evidentes por sí mismos. Los mismos tienen una función 
fundamental en derecho porque, en primer lugar, son los que ilustran en el 
supuesto de inexistencia u oscuridad de las normas y, en segundo lugar, toda 
excepción a un principio general debe efectuarse por texto expreso y es de 
aplicación estricta. Un procedimiento administrativo está relacionado directamente 
con la tutela efectiva en la administración pública, como de la protección a todo 
tipo de circunstancia jurídica de los administrados, y que tiene como finalidad el 
controlar la legalidad de los actos y hechos administrativos, a través de quienes 
están al frente de las instituciones, organismos, entidades y empresas públicas; y 
en cumplimiento de una función estatal que están englobados dentro del concepto 
genérico de procedimiento, que son subsiguientes a un acto administrativo. 
 Imparcialidad del Órgano que conoce y resuelve el asunto 
El procedimiento administrativo se rige por ciertos principios que 
pertenecen al ordenamiento jurídico en su conjunto y, por tal motivo, se aplican 
también en sede administrativa. Otros le pertenecen exclusivamente porque se 
derivan del ejercicio de la función administrativa. El principio de imparcialidad 
surge del primer grupo y se deriva del de igualdad. Significa que la Administración 
debe ser imparcial, aunque en el procedimiento esté en juego el interés general. 
El Estado de Derecho impone esa solución. De la misma manera debe actuar en 
el conflicto entre los particulares. Por lo expuesto, los funcionarios que inspiren 
fundadas razones de parcialidad deben excusarse y pueden ser recusados. 
 Legalidad objetiva 
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 El principio de la legalidad objetiva es la aplicación razonada y jerárquica 
de los grandes principios jurídicos, tales como el de razonabilidad o justicia natural, 
ambos de nivel constitucional y supranacional, por encima de los frecuentes 
desvaríos de la norma reglamentaria o del acto o comportamiento administrativo. 
Lo que se busca con este principio es la verdad material, el conocimiento de la 
realidad. No es posible que la administración se quede con el mero estudio de las 
actuaciones, sino que debe buscar los medios por los cuales, al momento del 
dictado de la decisión, se conozcan todas aquellas cuestiones que permitan el 
conocimiento exacto o lo más próximo a los hechos. Esto significa reafirmar 
contundentemente la vigencia plena del Estado de Derecho que regla la actuación 
de la Administración.  De este principio emana, entonces, la necesidad de permitir 
al administrado su más amplia defensa. 
 Impulsión de oficio 
 La Administración está obligada a dirigir el procedimiento para determinar 
la verdad material y por ello el carácter instructorio del procedimiento 
administrativo surge claramente de la norma.  De este principio se deriva la 
imposibilidad de caducidad de la instancia para la Administración que siempre 
debe decidir el tema planteado, sin perjuicio de lo excepcionalmente legislado en 
sede disciplinaria, que determina el archivo de las actuaciones sin 
pronunciamiento sobre el fondo del asunto. 
 Verdad material 
 Dispone que la administración está obligada a ajustarse a la verdad material 
de los hechos, sin que la obliguen los acuerdos entre los interesados acerca de 
tales hechos ni la exima de investigarlos, conocerlos y ajustarse a ellos, la 
circunstancia de no haber sido alegados o probados por las partes.  La verdad 
material se opone a la formal. Así, mientras en el proceso civil el juez debe 
ajustarse a decidir de acuerdo a las pruebas aportadas (verdad formal), en el 
procedimiento administrativo la Administración debe ajustarse a los hechos, 
prescindiendo de que ellos hayan sido alegados y aun probados porque la prueba 
puede surgir de otro expediente parecido. 
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 Economía, celeridad y eficacia 
 En el procedimiento administrativo deberá asegurarse la celeridad, 
simplicidad y economía del mismo y evitarse la realización o exigencia de trámites 
o formalismos o recaudos innecesarios o arbitrarios que compliquen o dificulten 
su desenvolvimiento.  Estos principios tenderán a la más correcta y plena 
aplicación de los otros principios enunciados.  Creemos que no es necesario 
extenderse sobre el tema dada la claridad de concepto de la disposición 
transcripta. 
 Informalismo en favor del administrado 
 El principio legitima el incumplimiento de formalidades por el interesado, 
que no sean esenciales, y que puedan ser cumplidas posteriormente subsanando 
el vicio. Debe considerarse esencial la formalidad que sea imprescindible para la 
validez del acto de que se trate. El principio, entonces, es una garantía que evita 
la pérdida del derecho del administrado por aplicación de formalismos 
intrascendentes, pero que no puede ser invocado al pasar, sin un análisis concreto 
para cada caso en particular.  
 Debido procedimiento 
 Es un principio que pertenece al ordenamiento jurídico todo y, sin perjuicio 
del análisis que desarrollaremos infra, se traduce en: a) Derecho a ser oído, b) 
Derecho de Defensa, c) Derecho a ser asistido por un abogado, d) Derecho a 
ofrecer y producir pruebas y e) Derecho a una decisión fundada. 
 Contradicción 
Existen ciertos procedimientos que son de esencia contradictorios como por 
ejemplo las licitaciones o concursos. En ellos la Administración debe tratar a los 
interesados con imparcialidad ofreciéndoles participación igualitaria.-. 
 Buena fe, lealtad y presunción de verdad 
 Todas las partes, sus representantes, los funcionarios públicos y, en 
general, todos los partícipes del procedimiento, ajustarán su conducta al respeto 
mutuo y a la lealtad y buena fe. Creemos que la disposición transcripta es 
sumamente clara y hace innecesario comentario alguno, salvo subrayar los 
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deberes impuestos a los funcionarios y que la presunción de verdad, salvo prueba 
en contrario, significa eliminar la actitud de sospecha de la Administración que 
motiva ritos y controles innecesarios. 
 Motivación de la decisión 
Todo acto administrativo debe expresar el motivo del mismo.  Su ausencia 
o vicio dará lugar a la nulidad del acto. 
 Transparencia 
 El referido principio impone una forma de actuar de la Administración y sus 
funcionarios. Por lo expuesto debe considerarse, en lo que refiere a este trabajo 
en especial, en sede de deberes funcionales. 
2.7.3 FINALIDADES DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 Al enfocar el procedimiento administrativo como presupuesto necesario 
para la habilitación de la instancia judicial, puede decirse que los objetivos del 
mismo son: 
a.      Producir una etapa conciliatoria anterior al juicio; 
b.      Dar a la Administración la posibilidad de revisar el acto y corregir 
algún error; 
c.       Promover el control de legitimidad y conveniencia de los actos de 
los órganos inferiores;  
d.      Facilitar la tarea tribunalicia, al llevar ante los jueces una situación 
contenciosa ya planteada; y, 
e. Permitir una mejor defensa del interés público. 
2.7.4 TIPOS DE RESPONSABILIDADES  
 Los funcionarios públicos son responsables por los actos que realicen en la 
medida que infrinjan sus deberes legales y estatutarios, en el ejercicio de sus 
funciones. Sobre el particular, valga precisar que esta responsabilidad puede ser 
civil, si el hecho u omisión genera para el funcionario la obligación de indemnizar; 
penal, si el hecho u omisión además es constitutivo de delito; administrativa, si su 
actuar está enmarcado dentro de las prohibiciones y obligaciones establecidas en 
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el Estatuto Administrativo; y por último, será política cuando se trate de 
“específicas responsabilidades derivadas de las altas funciones de dirección que 
se otorgan a quienes puede hacérseles efectiva. 
2.7.4.1 RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
 Es aquella en la que incurren los servidores y funcionarios por haber 
contravenido el ordenamiento jurídico administrativo y las normas internas de la 
entidad a la que pertenecen, se encuentre vigente o extinguido el vínculo laboral 
o contractual al momento de su identificación. 
2.7.4.2 RESPONSABILIDAD CIVIL 
 Es aquella en la que incurren los servidores y funcionarios públicos que por 
su acción u omisión, en el ejercicio de sus funciones, hayan ocasionado un daño 
económico a su entidad o al estado. Es necesario que el daño económico sea 
ocasionado incumpliendo el funcionario o servidor público sus funciones, por dolo 
o por culpa, sea esta inexcusable o leve. La obligación del resarcimiento a la 
entidad o al estado es de carácter contractual y solidaria, y la acción 
correspondiente prescribe a los 10 años de ocurridos los hechos que generan el 
daño económico. 
2.7.4.3 RESPONSABILIDAD PENAL 
 Es aquella en la que incurren los servidores y funcionarios públicos que en 
el ejercicio de sus funciones han efectuado un acto u omisión tipificado como delito 
o falta en el Código Penal vigente. La responsabilidad administrativa es 
independiente de la responsabilidad civil o penal. 
2.8 EL DERECHO DISCIPLINARIO ADMINISTRATIVO 
2.8.1 CONCEPTO 
 Es, tal vez, una de las ramas más antiguas del Derecho. Este derecho de 
la disciplina se reconoce en todas las esferas de la relación humana, desde la 
"corrección paterna", permitida sobre los hijos, hasta el severo régimen en los 
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cuarteles. El Derecho Disciplinario es el conjunto de principios y normas 
constitucionales, legales y reglamentarias que regulan el poder y el procedimiento 
disciplinario. 
2.8.2 PODER DISCIPLINARIO 
2.8.3 CONCEPTO 
 El poder disciplinario es la facultad de la administración para aplicar 
sanciones, mediante un procedimiento especialmente establecido a esos efectos, 
con el fin de mantener el orden y correcto funcionamiento del servicio a su cargo.  
Es un poder de principio y discrecional porque surge del poder de mando y de la 
facultad de vigilancia que corresponde al jerarca de todo servicio.  Por ello 
debemos recordar que la jerarquía es una relación técnica de carácter interno y 
naturaleza administrativa, regulada jurídicamente, para asegurar la unidad 
estructural y funcional mediante subordinación. El poder disciplinario 
administrativo no es, la única forma de disciplinamiento, que existe en el Derecho. 
Así, existe el poder disciplinario laboral, con algunos puntos en común con el que 
nos convoca en este artículo y que fueran comentados oportunamente. 
2.8.4 ELEMENTOS 
Los elementos del poder disciplinario son: los sujetos, el objeto, el motivo y 
el fin. 
 Sujeto: Corresponde distinguir el sujeto activo del pasivo.  El sujeto activo 
es quien ejerce el poder disciplinario y siempre lo será el Estado, en sentido 
amplio, pudiendo actuar en forma directa o indirecta. Es una competencia 
de principio del jerarca del sistema, salvo que el derecho objetivo disponga 
expresamente otra cosa. Esta conclusión se ve reforzada porque el jerarca 
designa a sus funcionarios y, por ello, tiene la potestad de sancionarlos. 
 Objeto: El objeto del poder disciplinario es la aplicación de una medida 
disciplinaria, esto es una sanción.  Específicamente sanción disciplinaria es 
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la que la administración aplica, de principio, única y exclusivamente a los 
servidores públicos, cuando se produzca una falta administrativa. 
 Motivo: Se lo entiende como una conducta típica, antijurídica y culpable que 
trae aparejada como consecuencia la aplicación de una pena a su autor.  El 
motivo es el "por qué" del acto administrativo y en sede disciplinaria 
constituye la constatación de una falta administrativa. 
 Fin: Constituye el "para qué" del poder disciplinario. El objetivo que se 
persigue con la potestad disciplinaria es la custodia del orden administrativo 
a través de correctivos a las conductas desviadas de los deberes 
funcionales. Las medidas motivarán al funcionario a no incurrir nuevamente 
en las mismas y que éstas no se generalicen. 
2.8.5 PRINCIPIOS DEL PODER DISCIPLINARIO 
 El procedimiento disciplinario se informa de principios propios que surgen 
de su carácter de secuencia administrativa especialmente punitiva. 
 Protección del honor y de la dignidad del funcionario 
Cuando hablamos de “derecho a la honra” nos deviene una idea de 
reputación, del honor de las personas, así como de dignidad de las personas 
humanas.  La dignidad humana supone un valor básico del ser humano, que sirve 
de base a los derechos humanos fundamentales en general, y que explica 
específicamente a las necesidades de satisfacción de las personas en la esfera 
moral e individual.  Todo hombre (ser humano) se reconoce al mundo como un ser 
diferente a los demás, y contara de esta forma con una dignidad moral individual 
innata, que tiene derecho de definir y defender. Cuando hacemos referencia al 
concepto de honor, nos referimos al derecho del ser humano de manifestar una 
autoestima propia sobre su dignidad moral, y el conjunto de valores humanos 
propios que acreditan a la naturaleza de la persona humana como poseedora de 
un “patrimonio moral” que le es singular, propio e intransferible, que tendrá el 
derecho de defender contra la intromisión, el ataque ó la lesión contra su 
individualidad, contra su honor y dignidad moral. 
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 La Constitución Política de la República de Panamá vigente de 1972 
(reformada por acto reformatorio de 1978, acto constitucional de 1983, actos 
legislativos de 1994 y 2004), establece en el título, De las Garantías 
Fundamentales, a la garantía a la Libertad de Expresión, en el artículo 37, nos 
dice: 
Artículo 37. Toda persona puede emitir libremente su pensamiento de 
palabra, por escrito, ó por cualquier otro medio, sin sujeción a la censura 
previa; pero existen las responsabilidades legales cuando por algunos de 
estos medios se atente contra la reputación ó la honra de las personas ó 
contra la seguridad social ó el orden público.  
 
Así mismo la Constitución Política de la República de Panamá de 1972 
establece sobre los medios de comunicación social que dice:  
 
Artículo 85: Los medios de comunicación social son instrumentos de 
información, educación, recreación y difusión cultural y científica. Cuando 
sean usados para la publicidad ó la difusión de propaganda, estos no deben 
ser contrarios a la salud y la moral, la educación, formación cultural de la 
sociedad y la conciencia nacional. La ley reglamentará su funcionamiento. 
 
 Presunción de inocencia 
 El Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia define la 
inocencia como “el estado del que está limpio de culpa” y “excepción de culpa en 
un delito o en una mala acción”. A su vez dice que inocente es “el que está libre 
de culpa” y “el que no daña, el que no es nocivo”. Considerando las raíces de las 
dos palabras que conforman el axioma, “presunción” viene del latín praesumptio 
ónis, que se traduce como “idea anterior a toda experiencia”; por su 
parte, “inocencia” deriva de innocens entis’ que en latín significa virtuoso, calidad 
del alma de quien no ha cometido pecado. 
El principio de presunción de inocencia debe ser considerado un derecho 
fundamental en la práctica diaria del derecho penal y su ejecución; es decir, el 
derecho procesal penal, su aplicación debe ser dirigida a la libertad del sujeto 
derecho consagrado en nuestra Constitución Política, en el artículo 22 el cual 
establece en su segunda párrafo: 
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ARTÍCULO 22: Toda persona detenida debe ser informada inmediatamente y 
en forma que le sea comprensible, de las razones de su detención y de sus 
derechos constitucionales y legales correspondientes. Las personas 
acusadas de haber cometido un delito tienen derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad en juicio público que le 
haya asegurado todas las garantías establecidas para su defensa. (Las 
negritas y lo subrayado son nuestro) 
 
 Necesidad de resolución firme y fundada que establezca la culpabilidad 
 Una resolución administrativa, en este sentido, es una orden que pronuncia 
el responsable de un servicio público. Se trata de una norma cuyo alcance está 
limitado al contexto del servicio en cuestión y cuyo cumplimiento es obligatorio.  
Los expertos señalan que las resoluciones administrativas son dictadas para que 
los servicios públicos cumplan con las funciones que son estipuladas a través de 
la legislación. Lo que hace la resolución administrativa es detallar, desarrollar o 
complementar lo fijado por la ley. 
Además de todo lo expuesto, tenemos que subrayar otra serie importante 
de aspectos sobre las resoluciones administrativas, entre los que se encuentran 
los siguientes: 
-Suelen componerse de tres partes diferenciadas: la expositiva, que establece lo 
que es el “problema”; la considerativa, que analiza el citado problema en 
cuestión; y finalmente la resolutiva, que viene a dejar constancia de la solución 
que se ha acordado. 
-La competencia de llevar a cabo el proceso de dictar la resolución la posee la 
persona que, de manera legal, tenga atribuida la citada competencia sobre el 
derecho que se reclama o sobre la decisión que deba proceder a adoptarse. 
-La ley es la que determina unos plazos, específicos o generales según el caso, 
para dictar la pertinente resolución administrativa. Plazos que, como no puede ser 
de otra manera, deben respetarse absolutamente. 
-Se establece que es fundamental y necesario que en el documento que nos 
ocupa se lleve a cabo la decisión o solución de todas las cuestiones que están 




 Non bis in ídem 
 Este principio constituye uno de los más antiguos de la historia del derecho 
en general, también llamado principio “Non bis in ídem”: Consiste en la prohibición 
de que un mismo hecho resulte sancionado más de una vez. Pretende asegurar 
que los conflictos sociales que involucran consecuencias de tipo sancionatorio no 
se prolonguen de manera indefinida, y el de evitar que un mismo asunto obtenga 
más de una respuesta de diferentes autoridades judiciales, es decir prohíbe que 
existan procesos penales paralelos o posteriores que se inicien por el mismo 
hecho contra la misma persona, analizando entonces,  tiene como objetivo impedir 
que alguien pueda estar sujeto a persecuciones litigiosas, cuando ya ha cumplido 
una condena previa, o  haya sido absuelto mediante sentencia ejecutoriada o 
cuando el proceso se esté sustanciando y en cesación de procedimiento o 
resolución de preclusión de la investigación por un determinado delito. 
 Es importante recalcar que este principio se encuentra consagrado en los 
derechos y garantías establecidos en la Constitución Política de la República de 
Panamá en su artículo 32 y en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos. 
 Debido procedimiento 
 El principio del debido procedimiento constituye una garantía general de los 
ciudadanos que ha sido introducida al derecho administrativo primero por la 
jurisprudencia, derivándola del derecho natural y de los tratados internacionales 
de derechos humanos. Al igual que el debido proceso, el debido procedimiento es 
un conjunto de garantías, que se ofrecen al administrado frente a la administración 
a través del procedimiento administrativo. Don Eduardo Ortiz (1981), jurista 
costarricense, otorgó la siguiente definición sobre el procedimiento administrativo: 
[...] es el conjunto de actos preparatorios concatenados según un orden 
cronológico y funcional, para verificar la existencia de la necesidad pública a 
satisfacer y de los hechos que lo crean, así como para oír a los posibles afectados 
y voceros de intereses conexos, tanto públicos como privados, especialmente 
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estos últimos, con el fin de conformar la decisión en la forma que mejor los 
armonice con el fin público a cumplir. (p.180) 
 El procedimiento administrativo de naturaleza constitutiva tiene como 
principal propósito el dictado de un acto administrativo final que resuelva la 
petición del gestionante o de la parte interesada, ya sea en un sentido favorable o 
en uno desfavorable. En cuanto al procedimiento administrativo de naturaleza 
impugnativa, este refiere a la posibilidad de recursar o impugnar el acto final que 
fue dictado en el marco del procedimiento constitutivo. Para ello, el administrado 
tiene a su disposición una serie de recursos establecidos en la ley. 
 Irretroactividad 
 La irretroactividad, concepto propio de la Teoría General del Derecho, 
íntimamente relacionada con la propia eficacia de las normas, puede ser definida 
como la imposibilidad de extender los efectos derivados de una ley a las relaciones 
jurídicas existentes antes de su entrada en vigor. El principio de irretroactividad de 
la ley significa que esta no debe tener efectos hacia atrás en el tiempo; sus efectos 
solo operan después de la fecha de su promulgación, lo que brinda seguridad 
jurídica. 
 La naturaleza jurídica del principio de irretroactividad es la premisa según 
la cual, en la generalidad de las circunstancias se prohíbe, con base en la 
preservación del orden público y con la finalidad de plasmar la seguridad y 
estabilidad jurídicas, que una ley tenga efectos con anterioridad a su vigencia, 
salvo circunstancias especiales que favorezcan, tanto al destinatario de la norma 
como a la consecución del bien común, de manera concurrente. 
 Principio de congruencia 
 La congruencia es un principio procesal que hace a la garantía del debido 
proceso, que marcan al Juez un camino para poder llegar a la sentencia, y fijan un 
límite a su poder discrecional. En el proceso civil el Juez no puede iniciarlo de 
oficio, ni tomar en cuenta hechos o pruebas no alegados por las partes, y a ellos 
debe limitarse la sentencia: solo a lo peticionado en la demanda. La congruencia 
aquí se manifiesta en la adecuación entre lo pedido y la decisión judicial contenida 
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en la sentencia. Ésta debe estar referida exclusivamente a las partes 
intervinientes, referirse al objeto o petición (desalojo, escrituración, incumplimiento 
contractual, etcétera) y a la causa (fundamentos) concretos en litigio, sin 
considerar aspectos o probanzas que las partes no hayan aportado. 
 Reformatio in pejus 
 Reformatio in peius es una locución latina, que puede traducirse en español 
como "reformar a peor" o "reformar en perjuicio", utilizada en el ámbito del Derecho 
procesal. 
 La expresión se utiliza cuando, tras un recurso de apelación o de casación, 
el tribunal encargado de dictar una nueva sentencia resuelve la causa 
empeorando los términos en que fue dictada la primera sentencia para el 
recurrente como consecuencia exclusiva de la interposición de su recurso. 
 En muchas ocasiones existe la prohibición de la reformatio in peius como 
una garantía procesal para el apelante, particularmente en materia penal. Sin 
embargo, suele ser muy habitual (salvo que la sentencia principal resuelva el 
asunto totalmente a favor de una de las partes) que sean ambas partes las que 
pueden recurrir al tribunal, en cuyo caso el tribunal podrá mejorar o empeorar la 
resolución, sujetándose a las peticiones de las partes. 
 Principio de legalidad 
 El principio de legalidad o primacía de la ley es un principio fundamental, 
conforme al cual todo ejercicio de un poder público debe realizarse acorde a la ley 
vigente y su jurisdicción y no a la voluntad de las personas. Si un Estado se atiene 
a dicho principio entonces las actuaciones de sus poderes estarían sometidas a la 
constitución y al estado actual o al imperio de la ley. 
 Se considera que la seguridad jurídica requiere que las actuaciones de los 
poderes públicos estén sometidas al principio de legalidad. El principio se 
considera a veces como la "regla de oro" del derecho público, y es una condición 
necesaria para afirmar que un Estado es un Estado de derecho, pues en el poder 
tiene su fundamento y límite en las normas jurídicas. En íntima conexión con este 
principio, la institución de la reserva de Ley obliga a regular la materia concreta 
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con normas que posean rango de ley, particularmente aquellas materias que 
tienen que ver la intervención del poder público en la esfera de derechos del 
individuo. Por lo tanto, son materias vedadas al reglamento y a la normativa 
emanada por el poder ejecutivo. La reserva de ley, al resguardar la afectación de 
derechos al Poder legislativo, refleja la doctrina liberal de la separación de 
poderes. 
 Esta relación entre el principio de legalidad y el de reserva de la ley esta 
generalmente establecida -en una democracia- en el llamado ordenamiento 
jurídico y recibe un tratamiento dogmático especial en el derecho constitucional, 
el derecho administrativo, el derecho tributario y el derecho penal. A cumplir una 
condena a los que se les implica la sentencia para retomar el crimen que pudo 
haber ocurrido. 
 Inmediatez 
 Se entiende como el perdón u olvido de los hechos imputados por parte del 
empleador ante el silencio o inacción por un tiempo prolongado por parte de este 
último de sancionar la presunta falta disciplinaria cometida por el trabajador. 
Significa la pérdida del derecho del empleador de ejercer la facultad disciplinaria 
correspondiente. 
 Esto es, que si un trabajador comete una falta, se debe realizar el 
procedimiento disciplinario a fin de imponer una sanción, tan pronto se tiene 
conocimiento del hecho. 
 Tipicidad 
 El principio de tipicidad es una aplicación del principio de legalidad que 
exige por un lado, la delimitación concreta de las conductas que se hacen 
reprochables a efectos de su sanción, y por otro lado, la delimitación concreta de 
las posibles sanciones a aplicar, pudiendo afirmarse que el principio de tipicidad 
constituye un principio fundamental en la responsabilidad disciplinaria. 
 Igualdad 
 El principio de igualdad tal y como  ha sido entendido por el  Derecho 
Constitucional, hace que todos los hombres deban ser tratados igualmente por el 
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Estado en cuanto a lo que es esencialmente igual en todos ellos, esto es, en los 
llamados derechos fundamentales que están contemplados en nuestra 
Constitución, que son el corolario de la dignidad humana. 
 
2.9 PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO DEL 
DEBIDO PROCESO APLICABLE A LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
DE CARRERA DOCENTE. 
 
2.9.1 PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO 
 
2.9.1.1 CONCEPTO 
 Es un procedimiento administrativo interno, que se desarrolla de oficio, e 
implica regular el ejercicio de los poderes disciplinarios de la administración 
respecto a sus agentes, con el fin de conservar el buen orden en el desarrollo de 
la función pública. También el poder disciplinario lo entendemos como la 
administración en el ejercicio de sus poderes disciplinarios. Se regulará por las 
normas del presente Libro, sin perjuicio de la aplicación, en lo pertinente, de las 
contenidas en el anterior.  
 En cuanto a materia disciplinaria la Corte Suprema de Justicia de Panamá, 
en su fallo hizo el siguiente pronunciamiento: “En esta materia de proceso 
disciplinario los cargos que la administración haga en contra del administrado 
deben  quedar fehacientemente acreditados, ya que de ninguna manera es jurídico 
pasar por alto el principio de presunción de inocencia que pudiese favorecer al 
educador, pues, si bien el artículo 193 de la Ley Orgánica le señala al inferior la 
obligación de desvirtuar los cargos, ello no quiere decir que la administración deje 
de ponderar y procurar, dada su facultad inquisitiva sobre la prueba, todos los 
elementos que conduzcan a la verdad del hecho”. (FALLO: CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA. Sala Contenciosa Administrativa, julio 31 de 1985. Registro 
Judicial, julio de 1985). 
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2.9.2 DEFINICIÓN DE FALTA Y SANCIÓN DISCIPLINARIA 
2.9.2.1 FALTA 
 Acción u omisión, voluntaria o no, que contravenga las obligaciones, 
prohibiciones y demás normatividad específica sobre los deberes de servidores y 
funcionarios. La comisión de una falta da lugar a la aplicación de la sanción 
correspondiente. El fundamento de la falta disciplinaria es el incumplimiento de un 
deber funcional. 
Los elementos constitutivos de la falta disciplinaria son: 
- La acción. 
- La tipicidad. 
- La antijuricidad. 
- La culpabilidad. 
 Únicamente cuando confluyen todos estos elementos, podemos decir que 
se ha configurado una falta disciplinaria; la ausencia de uno de estos elementos 
impedirá a la autoridad educativa ejercer su potestad disciplinaria. 
- La acción. 
 La acción es todo comportamiento humano, dependiente de la voluntad, 
representado en una acción u omisión, que produce un cambio en el mundo 
exterior. 
Para la configuración de una falta disciplinaria es imprescindible un 
comportamiento humano; puesto que a diferencia de una falta administrativa en 
donde el sujeto de la acción puede ser una persona jurídica (verbi gratia: las 
instituciones educativas privadas), en una falta disciplinaria el sujeto de la acción 
sólo puede ser una persona humana; como es el caso del sector educación, en 
donde las faltas disciplinarias sólo pueden ser cometidas por los servidores 
educativos. 
- La tipicidad. 
 La tipicidad es la adecuación, o encaje del acto humano ejecutado por el 
sujeto a la figura descrita por ley como falta disciplinaria.  
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- La tipificación y la tipicidad. 
 La tipificación es realizada por el legislador para describir ciertas conductas 
como falta disciplinaria mediante una ley. 
La tipicidad es una acción diferente a la tipificación. La tipicidad lo aplica el 
instructor del proceso disciplinario, consistente en el juicio de subsunción, que se 
realiza para adecuar una conducta humana dentro de la figura descrita por ley 
como falta disciplinaria.  
- Función. 
 Al igual que en el derecho penal, en el derecho disciplinario la exigencia de 
lex cierta o tipicidad, permite garantizar a los profesores contra toda clase de 
persecución que no esté fundada en una norma expresa dictada con anterioridad 
a la comisión del hecho, excluyendo –de este modo– de aplicar las leyes 
disciplinarias por analogía o en forma retroactiva. 
- La antijuridicidad. 
 La falta disciplinaria se fundamenta en el incumplimiento de un deber 
funcional; y es el incumplimiento a dicho deber el que orienta la determinación de 
la antijuridicidad de las conductas que se reprochan por la ley disciplinaria. 
Obviamente no es el desconocimiento formal del deber funcional lo que origina la 
falta disciplinaria, sino que es la infracción sustancial de dicho deber lo que origina 
la falta, por atentar contra el buen funcionamiento del Estado y por ende contra 
sus fines, lo que se encuentra al origen de la antijuridicidad de la conducta. De 
esta forma, no es posible tipificar faltas disciplinarias que remitan a conductas que 
cuestionan la actuación del profesor haciendo abstracción de los deberes 
funcionales que le incumben; así mismo, tampoco es posible consagrar cláusulas 
de responsabilidad disciplinaria que permitan la imputación de faltas desprovistas 
del contenido sustancial de toda falta disciplinaria. 
- La culpabilidad. 
 Es la reprochabilidad de la conducta de una persona imputable y 
responsable, que pudiendo haberse conducido de una manera correcta no lo hizo, 
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que permite al instructor del proceso disciplinario declarar responsable al profesor 
por la comisión de la falta y merecedor de una sanción disciplinaria. 
2.9.2.2 SANCIÓN 
 Es la consecuencia jurídica por el incumplimiento de un deber de función, 
u obligación que está debidamente tipificado como falta en la Ley. También es el 
castigo a que se hace acreedor el funcionario o servidor público por 
incumplimiento de sus deberes y obligaciones que emanan de su contrato de 
trabajo. Si de la investigación se comprueba que el agente inculpado es 
responsable de omisiones o infracciones de sus obligaciones, deberes o 
prohibiciones funcionarios, si son efectivos los hechos que se le imputan y no los 
pudo desvirtuar en sus descargos, la autoridad respectiva estará facultada para 
aplicarle alguna de las sanciones que contempla el Estatuto Administrativo. 
2.9.3 REGIMEN DISCIPLINARIO APLICABLE CON SANCIONES A 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE CARRERA DOCENTE 
 Para una mejor comprensión del régimen disciplinario aplicable con 
sanciones a los miembros del personal docente y administrativo del Sistema 
Educativo Panameño conviene dividir la materia en dos partes a saber:  
a-Las sanciones disciplinarias se dividen en dos grupos: 
a-1 Principales: Es toda sanción disciplinaria asociada a una falta que señala el 
ordenamiento normativo para los miembros del personal docente. 
a-2 Accesorias: Son aquellas cuya existencia depende de una sanción principal. 
Las sanciones principales de acuerdo a las normas vigentes estipuladas en el 
Decreto 618 del 9 de abril de 1952 son: 
 Represión verbal: Es la corrección disciplinaria verbal o escrita que se 
aplica en aquellas faltas que se consideran leves hecha por el superior. 
 Represión escrita: Es la sanción disciplinaria comunicada por escrito por 




 Traslado: Es la sanción disciplinaria del funcionario docente a otro lugar de 
trabajo. 
 Destitución: Es la sanción disciplinaria que se impone al servidor de carrera 
docente, determinado por el Órgano Ejecutivo, según se halla determinado 
en resolución o sentencia. 
 La Ley 47 de 1946 en su artículo 198, menciona cuales otras faltas deben 
ser sancionadas con represión o multas, y cuales ameritan ser por traslado, 
suspensión o destitución según la gravedad de la pena. 
Las sanciones accesorias.  La imposición de una de las sanciones 
principales consideradas en el Decreto 618 del 9 de abril de 1952, pueden llevar 
consigo ciertas consecuencias accesorias en las pérdidas de derechos como lo 
son:  
 Pérdida de las vacaciones o parte de ellas. 
 Pérdida de figurar en el escalafón. 
 Pérdida a lo años de docencia para aumento de sueldo. 
 Inhabilitación para ocupar cargos en el ramo de educación durante un 
tiempo. 
Las sanciones accesorias son en realidad simples corolarios de la sanción 
principal y no deben considerarse sanciones independientes aplicadas a una 
misma falta, lo cual está prohibido por el artículo No.8 del Decreto 618 de 9 de 
abril de 1952. 
 Las sanciones disciplinarias pueden aplicarse por los siguientes entes 
sancionadores: 
 Directores de escuelas y/o colegios 
 Los inspectores provinciales (Directores Regionales de Educación) 
 Funcionarios con funciones de dirección en el Ministerio de Educación 
(Artículo 7 del Decreto 618 de 9 de abril de 1952 y Artículo 27, Acápite K 
del Decreto 100 de 14 de febrero de 1957, con la aprobación establecida 
por el artículo 28 del Decreto Ejecutivo 305 de 30 de abril de 2004, “Por la 
cual se aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, Orgánica de 
50 
 
Educación, con numeración corrida y ordenación sistemática conforme fue 
dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre de 2002”. 
 La sanción disciplinaria de traslado la impone el Ministerio de Educación 
mediante resuelto comprendidos en el artículo 7, Decreto 618 de 9 de abril de 
1952, en concordancia con el artículo 176 del Decreto Ejecutivo 305 de 30 de abril 
de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, Orgánica de 
Educación, con numeración corrida y ordenación sistemática conforme fue 
dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre de 2002”. 
2.9.4   DEL INICIO DEL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO 
2.9.4.1 LA INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA 
 Presentación de la Queja: 
 Las quejas que sobre algún miembro del personal docente o administrativo 
del Ramo de Educación tenga un superior, que le han llegado por algún conducto 
digno de crédito, serán inmediatamente investigadas por el superior tan 
prolijamente como su importancia demande. Las mismas pueden ser presentadas 
de manera oral o escrita, según el artículo 190 del Decreto Ejecutivo 305 de 30 de 
abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, Orgánica 
de Educación, con numeración corrida y ordenación sistemática conforme fue 
dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre de 2002”.  Adicional 
como requisito tener mayoría de edad, cédula y los menores deben estar 
acompañados de su acudiente, tutor o curador. 
 Del inicio de los Procesos: 
 La iniciación ocurre de oficio cuando se origina por disposición del 
despacho administrativo correspondiente; y a instancia de parte cuando se accede 
a petición, consulta o queja de la persona o personas que sean titulares de un 
derecho subjetivo o de un interés legítimo (artículo 64 de la Ley 38 de 2000). Sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, cualquier persona debe 
denunciar, ante cualquier entidad pública, la comisión de hechos que afecten o 
lesionen el interés público, o la realización de actos ilícitos cuyo conocimiento 
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corresponda a aquélla, sin que el denunciante se encuentre obligado a comprobar 
los hechos denunciados. Esta denuncia podrá presentarse de manera verbal o 
escrita, mediante telegrama, fax u otro medio idóneo, con la condición de que el 
denunciante se identifique debidamente. Constituye un deber de todo ciudadano 
panameño o extranjero residente en el país, denunciar la comisión de hechos o 
actos que lesionen el interés público o que violen las normas jurídicas vigentes. 
Queda a salvo la responsabilidad penal en que pueda incurrir el denunciante en 
caso de falsedad en la denuncia (artículo 65 de la Ley 38 de 2000). 
 Del Conocimiento del caso 
- Análisis para decir la competencia si acoge o declina (artículo 84 y 85 de la 
Ley 38 de 2000) 
- Providencia apertura del caso: trámite o comunicado que se limitan a 
disponer la actuación. 
- Notificación de la queja a la parte encausada: acto procesal mediante el 
que se comunican resoluciones dictadas por el superior. 
- Práctica de diligencias procesales tales como: citaciones, declaraciones 
(testimonios), reuniones (actas), inspección ocular, declaraciones (partes), 
reserva de la investigación (artículo 191 del Decreto Ejecutivo 305 de 30 de 
abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, 
Orgánica de Educación, con numeración corrida y ordenación sistemática 
conforme fue dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre 
de 2002”). 
 Valoración de los hechos (artículo 192 del Decreto Ejecutivo 305 de 30 de 
abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, 
Orgánica de Educación, con numeración corrida y ordenación sistemática 
conforme fue dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre 
de 2002”). 
- Indicio de comisión de la falta (artículo 192 del Decreto Ejecutivo 305 de 30 
de abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la Ley 47 de 
1946, Orgánica de Educación, con numeración corrida y ordenación 
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sistemática conforme fue dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de 
noviembre de 2002”). 
- Pliego de cargos: Es el procedimiento administrativo sancionador, es la 
concreción de la acusación que formula el instructor del proceso y que 
comprende los hechos inculcados, con expresión, en su caso, de la falta 
presuntamente cometida, y de las sanciones que pueden ser de aplicación. 
Debe redactarse de modo claro y preciso (artículo 192 del Decreto Ejecutivo 
305 de 30 de abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la Ley 
47 de 1946, Orgánica de Educación, con numeración corrida y ordenación 
sistemática conforme fue dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de 
noviembre de 2002”). 
- Notificación de pliego de cargos al interesado (artículo 194 del Decreto 
Ejecutivo 305 de 30 de abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único 
de la Ley 47 de 1946, Orgánica de Educación, con numeración corrida y 
ordenación sistemática conforme fue dispuesto por el artículo 26 de la Ley 
50 de 1 de noviembre de 2002”). 
- Personal y edicto 
- Contestación de pliego de cargos (8 días) 
- Término. Diferencia (horas-días-meses-años) 
- Valoración de los cargos 
- Práctica de pruebas (artículos 138 al 152 de la Ley 38 de 200) 
- Continuación o no de la investigación. 
 Medidas preventivas de suspensión (artículo 201 del Decreto Ejecutivo 305 
de 30 de abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la Ley 47 
de 1946, Orgánica de Educación, con numeración corrida y ordenación 
sistemática conforme fue dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de 
noviembre de 2002”). Tratándose de faltas o delitos de carácter público o 
escándalo social se procederá a la suspensión del cargo. 
 Prerrogativas El servidor público de carrera docente y administrativa gozará 
de prerrogativas de su cargo mientras la investigación no haya sido 
53 
 
declarada culpable estipulado en el artículo 196 y 199 del Decreto Ejecutivo 
305 de 30 de abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la Ley 
47 de 1946, Orgánica de Educación, con numeración corrida y ordenación 
sistemática conforme fue dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de 
noviembre de 2002” 
2.9.4.2 LA DECISIÓN ADMINISTRATIVA DISCIPLINARIA 
 De la Resolución Administrativa Disciplinaria  
 El artículo 194 del Decreto Ejecutivo 305 de 30 de abril de 2004, “Por la 
cual se aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, Orgánica de Educación, con 
numeración corrida y ordenación sistemática conforme fue dispuesto por el 
artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre de 2002”, constituye el modo normal 
de terminación de los procedimientos administrativos y es consecuencia de la 
obligación de resolver que tiene siempre la administración, por lo que en ningún 
caso podrá la administración abstenerse de resolver so pretexto de silencio, 
oscuridad o insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso. Se exige que 
la resolución que ponga fin al procedimiento administrativo decida todas las 
cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas del mismo. 
Requisitos para una resolución: 
- Parte motiva: consiste en dejar constancia de las auténticas razones por 
las que la administración adopta la decisión y tiene como fin permitir al 
destinatario poder enfrentarse y, en su caso, combatir, ese acto 
administrativo. Se trata de expresar los motivos que justifican el acto 
administrativo. 
- Parte resolutiva: es en la que se contiene la decisión de la autoridad 
competente y que tiene por objeto resolver situaciones o pedidos que 
requieran atención o solución de la autoridad. 
- Fundamentos legales: Los fundamentos legales de una resolución, son los 
que lógica y jurídicamente le corresponden, pues sería absurdo el que, por 
una equivocación al señalar el número de un artículo, se cumpliera no lo 
que dice en la resolución, sino lo que prescribe el artículo mal citado. 
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- Carácter específico: Que los actos que pongan fin a los procedimientos 
selectivos y de concurrencia competitiva se realizan de conformidad con lo 
que dispongan las normas que regulen el acto administrativo, debiendo, en 
todo caso, quedar acreditados en el procedimiento, los fundamentos de la 
resolución que se adopte. 
 De La Aprobación de la Resolución Administrativa Disciplinaria 
 Para que sea aprobada una resolución requieren para su validez lo 
estipulado en el artículo 197 del Decreto Ejecutivo 305 de 30 de abril de 2004, “Por 
la cual se aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, Orgánica de Educación, 
con numeración corrida y ordenación sistemática conforme fue dispuesto por el 
artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre de 2002” que expresa lo siguiente: 
Artículo 197: Las resoluciones de los directores de escuela primaria 
requieren para su validez la aprobación de los Inspectores Provinciales; las 
de éstos y las de los directores de escuela de educación secundaria, la del 
Ministerio de Educación.  En todos los casos el interesado puede pedir al 
Ministerio de Educación la revisión de lo actuado.  La pena de destitución 
sólo puede aplicarla el Órgano Ejecutivo. 
 
 Notificación y Citaciones del Acto Administrativo Disciplinario 
 
 La Administración debe notificar a los interesados todos aquellos actos 
administrativos y resoluciones que afecten a sus derechos e intereses y así está 
obligada a cursar las notificaciones en el plazo que establezca la Ley, contados 
desde la fecha en que se dicta el acto administrativo. Las notificaciones deben 
contener el texto íntegro de la resolución administrativa, la indicación de si pone 
fin o no a la vía administrativa y los recursos que pueden interponerse contra la 
misma.  La notificación se puede realizar por cualquier medio que le permita 
a la Administración acreditar que el interesado la ha recibido, así como de quién 
la ha recogido, la fecha y el contenido del acto que se notifica. Las notificaciones 
pueden ser personales, por edicto y notificación tácita. 
 Según lo estipulado en el artículo 90 de la Ley 38 de 2000. Las 
notificaciones a las partes deberán hacerse siempre por medio de edicto, salvo en 
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los casos que más adelante se expresan. El edicto contendrá la expresión del 
proceso en que ha de hacerse la notificación, la fecha y la parte dispositiva de la 
resolución que deba notificarse. Será fijado al día siguiente de dictada la 
resolución y su fijación durará un día. Este edicto se agregará al expediente con 
expresión del día y hora de su fijación y desfijación. Desde la fecha y hora de su 
desfijación, se entenderá hecha la notificación. Los edictos llevarán una 
enumeración continua y con las copias de cada uno de ellos se formará un 
cuaderno que se conservará en secretaría. Los originales se agregarán al 
expediente. 
 En materia disciplinaria de docentes, de acuerdo al artículo 91 de la Ley 38 
de 2000, sólo se notificarán personalmente:  
1. La resolución de apertura del proceso.  
2. La resolución que ordena la suspensión del cargo y de los salarios.  
3. La que decide una instancia (la decisión del Director del Plantel, de la Regional 
o del Despacho del Ministro).  
4. La resolución en que se cite a una persona para que rinda declaración de parte, 
para reconocer un documento, para rendir testimonio y aquélla en que se admita 
demanda de reconvención;  
5. Las demás que expresamente ordene la Ley. 
 Las notificaciones personales se practicarán haciendo saber la resolución 
o acto del funcionario, a aquéllos a quienes deben ser notificados, por medio de 
una diligencia en la que se expresará, en letras, el lugar, hora, día, mes y año de 
la notificación, la que firmarán, el notificado o un testigo por él, si no pudiere, no 
supiere o no quisiere firmar, y el Secretario o la Secretaria o un funcionario 
autorizado por el despacho, quien expresará, debajo de su firma, su cargo según 
artículo 92 de la Ley 38 de 2000. La notificación personal al abogado: Cuando una 
parte tenga constituido apoderado en el proceso, se harán a éste las notificaciones 
respectivas, a no ser que la ley disponga que se hagan a la parte misma. Cuando 
tuviere varios apoderados, la notificación podrá hacerse a cualquiera de ellos 
según lo estipula el artículo 93 de la Ley 38 de 2000.  
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 El edicto en puerta: 1.Si la parte que hubiere de ser notificada 
personalmente no fuere hallada en horas hábiles en la oficina, habitación o lugar 
designado por ella, en dos días distintos 2. Será notificada por edicto que se fijará 
en la puerta de dicha oficina o habitación. 3. Se dejará constancia en el expediente 
de dicha fijación, firmando el Secretario o la Secretaria y el notificador o quien 
haga sus veces. 4. Una vez cumplidos estos trámites, quedará hecha la 
notificación, y ella surte efectos como si hubiere sido efectuada personalmente. 5. 
Los documentos que fuere preciso entregar en el acto de la notificación, serán 
puestos en el correo el mismo día de la fijación del edicto, circunstancia que se 
hará constar con recibo de la respectiva administración de correo. El artículo 95 
de la Ley 38 de 2000, manifiesta que las notificaciones hechas en forma distinta 
de las expresadas en esta Ley son nulas. Sin embargo, siempre que del 
expediente resultare que la parte ha tenido conocimiento de la resolución que 
motivó aquélla, ello se tendrá como la notificación y surtirá sus efectos desde 
entonces. 
 De Los Incidentes 
- Falta de competencia 
- Nulidad 
- Caducidad 
- Excepciones: transacción, cosa juzgada o de desistimiento de la pretensión 
- La Recusación de la autoridad 
- Otras que establezca la ley (Artículos 107 al 117 de la Ley 38 de 2000). 
2.9.4.3. DE LOS RECURSOS 
 Contra la resolución administrativa disciplinaria que impone una sanción, el 
servidor público de carrera docente puede interponer los distintos recursos.  Entre 
los que tenemos son: 
 Recurso de Reconsideración  
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 Medio de impugnación ordinario que se interpone ante la misma autoridad 
de primera o de única instancia para que ésta revoque, aclare, modifique o anule 
su decisión. 
Características:  
1. El recurso de reconsideración podrá ser interpuesto dentro de los cinco días 
hábiles, contados a partir de la notificación de la resolución de primera o única 
instancia.  
2. La autoridad decidirá el recurso por lo que conste de autos, salvo que existan 
hechos o puntos oscuros que resulten indispensables aclarar para efectos de la 
decisión que debe adoptarse, en cuyo caso la autoridad ordenará que se 
practiquen las pruebas conducentes a ese propósito, dentro de un término que no 
excederá de quince días hábiles.  
3. El recurso de reconsideración, una vez interpuesto o propuesto en tiempo 
oportuno y por persona legitimada para ello, se concederá en efecto suspensivo, 
salvo que exista una norma especial que disponga que se conceda en un efecto 
distinto. 
 El Recurso de Reconsideración es obligatorio, cuando quien dicta el acto, 
es el funcionario de autoridad máxima dentro de la entidad o se trata de un asunto 
de única instancia.   
 Como se ha señalado este recurso también es conocido como recurso de 
reposición que conforme tiene los siguientes matices: Es un recurso potestativo o 
voluntario que procede frente a los actos que ponen fin a la vía administrativa. Se 
interpone ante el mismo órgano que dictó el acto recurrido, que es, también, el 
encargado de resolverlo. El plazo para interponer el recurso depende de cada 
legislación, y depende al igual que el anterior recurso si el acto es expreso o no y 
en este caso, producido por silencio administrativo se tiene también un término 
para la presunción de desestimación. El carácter potestativo de este recurso hace 
que los interesados, ante un acto que agota la vía administrativa, puedan optar 
entre tratar de obtener un nuevo pronunciamiento de la Administración que les 
satisfaga, a través de este recurso, o bien acudir directamente a los Tribunales. 
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Contra los actos de trámite sólo cabe recurso de reposición si deciden 
directamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el 
procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses 
legítimos. (Velilla, 2001, P. 78) 
 Recurso de Apelación  
 También conocido como de alzada, es aquel medio de impugnación que se 
dirige a la autoridad de segunda instancia para que revoque, aclare, modifique o 
anule la decisión de la autoridad de primera instancia. 
Características: Según la regla especial en el artículo 194 del Decreto Ejecutivo 
305 de 30 de abril de 2004, “Por la cual se aprueba el texto único de la Ley 47 de 
1946, Orgánica de Educación, con numeración corrida y ordenación sistemática 
conforme fue dispuesto por el artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre de 2002”, 
que expresa lo siguiente:  
“Artículo 194. Toda sanción dispuesta contra un miembro del personal 
docente o administrativo del Ramo de Educación, será dictada por escrito 
en forma de resolución, y deberá expresar claramente los motivos de ella, 
los fundamentos legales y su carácter específico. Tal resolución debe ser 
comunicada al interesando por el funcionario que la dicta, por el órgano 
regular. Al interesado se le conceden veinticuatro (24) horas desde el 
momento de la notificación para que apele, si lo desea, ante el superior 
respectivo. Contado desde la fecha de notificación, el interesado dispone de 
ocho (8) días para sustentar su apelación. Aquellos maestros que presten 
servicios en lugares apartados deben dársele ocho (8) días para que apelen 
de la resolución o quince (15) días más para que sustente y aporte las 
pruebas de su defensa”.  
 
 La autoridad de primera instancia será la competente para decidir si el 
recurso interpuesto es o no viable, para lo cual deberá determinar:  
1. Si el apelante está legitimado legalmente para recurrir.  
2. Si la resolución o acto impugnado es susceptible del recurso.  
3. Si éste fue interpuesto en término oportuno. Si el recurso es concedido, la 
autoridad deberá señalar el efecto en el que lo concede; y, en caso contrario, 
deberá exponer en la respectiva resolución la causa o causas por las que no 
concedió el recurso. 
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 El recurso de apelación por regla general estipulado en el artículo 171 de la 
Ley 38 de 2000, será interpuesto o propuesto ante la autoridad de primera 
instancia en el acto de notificación, o por escrito dentro del término de cinco días 
hábiles, contado a partir de la fecha de notificación de la resolución o acto 
impugnado. Si el apelante pretende utilizar nuevas pruebas en la segunda 
instancia de las permitidas por la ley para esa etapa procesal, deberá indicarlo así 
en el acto de interposición o proposición del recurso.   
El recurso de apelación según lo estipula el artículo 173 de la Ley 38 de 
2000, deberá concederse en efecto suspensivo, salvo que exista una norma 
especial que le asigne un efecto diferente. 
 Recurso de Hecho 
Medio de impugnación extraordinario o directo que se interpone ante la 
autoridad de segunda instancia, para que ésta conceda el recurso de apelación 
negado por la autoridad de primera instancia, o para que lo conceda en el efecto 
que corresponda según la ley, cuando la autoridad del primer grado lo hubiese 
concedido en un efecto distinto al señalado por la ley. 
  
 Recurso de Revisión Administrativa  
 Medio de impugnación extraordinario, en sede administrativa, que se 
interpone invocando causales especiales establecidas en esta Ley, con el objeto 
de que la máxima autoridad administrativa anule, por causas extraordinarias, las 
resoluciones o decisiones que agoten la vía administrativa.  
Características: La revisión administrativa en la Ley 38 de 2000, es de 2 meses, 
en tanto en el Decreto 201 de 1996, es de un (1) año. 
 
 De La Vía Ordinaria Ante Los Tribunales 
 Todo funcionario podrá acudir a las instancias que requiera estipulado en 
el artículo 202 del Decreto Ejecutivo 305 de 30 de abril de 2004, “Por la cual se 
aprueba el texto único de la Ley 47 de 1946, Orgánica de Educación, con 
numeración corrida y ordenación sistemática conforme fue dispuesto por el 
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artículo 26 de la Ley 50 de 1 de noviembre de 2002”, cuando se ha agotado la vía 
administrativa, si el docente considera injusta o ilegal la sanción que se le impuso, 
puede interponer una Acción Contenciosa Administrativa de Nulidad o  
Contencioso Administrativo de Plena Jurisdicción ante la Corte Suprema de 
Justicia, con el propósito de obtener la anulación de las resoluciones 
administrativas dictadas en su contra.  
Alternativamente, se puede interponer una Acción De Amparo, cuando en 
el proceso disciplinario se ha desconocido algún derecho constitucional, 
especialmente el derecho al Debido Proceso. 
 
2.10 DERECHO COMPARADO DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO 
 El régimen disciplinario docente es un tema ampliamente abordado en 
diferentes países. Sin embargo, España presenta un régimen de empleo público 
reciente, con aspectos normativos novedosos a la luz de la legislación 
costarricense. 
 En el caso de Perú y Colombia, son naciones latinoamericanas que tienen 
similitudes en el establecimiento de un cuerpo normativo especial para la labor 
docente y, de la misma forma, un régimen diferenciado para el tratamiento del 
régimen disciplinario docente como funcionarios públicos.  
 Se realiza un abordaje general sobre aspectos importantes del régimen 
disciplinario docente en estos países, en procura de identificar algún aporte 
importante a la legislación costarricense, dado el carácter similar del tratamiento 
especial que se hace a la carrera docente en las naciones mencionadas y Costa 
Rica. 
 Régimen Disciplinario Docente en España 
 La regulación del régimen disciplinario docente en España contempla la  
Ley 30 de 1984, de 2 de agosto, la Ley 7 de 2007, de 12 de abril, Estatuto Básico 
del Empleado Público (EBEP), Ley Orgánica de Educación de 2006, de 3 de mayo 




 Dentro de los principios contemplados en el proceso disciplinario docente 
en España se establecen el de legalidad, tipicidad de las faltas y sanciones, 
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables, sí a las 
favorables, proporcionalidad, aplicables a faltas y a sanciones, principio de 
culpabilidad y principio de presunción de inocencia, el principio de debido proceso 
se contempla dentro de todo el proceso al funcionario público. 
 Torres Antonio (2010) en su obra Ley de la función pública derechos y 
deberes de los funcionarios docentes y régimen disciplinario, establece que como 
parte del procedimiento disciplinario docente, algunas de las sanciones se 
clasifican de la siguiente forma: muy graves (separación servicio, suspensión de 
funciones- 3 a 6 años-, traslado con/sin cambio de residencia), Graves 
(suspensión hasta 3 años traslado con cambio de residencia) y Leves (el 
apercibimiento). (p.27) 
 En cuanto a la tipificación de las faltas, que entre las muy graves están la 
discriminación con los administrados, el abandono de servicio, el notorio 
incumplimiento de sus funciones, desobediencia abierta a órdenes/ instrucciones 
de un superior, el incumplimiento de normas sobre incompatibilidad 
incumplimiento de servicios esenciales caso de huelga, y el acoso laboral. Las 
faltas graves: obediencia debida a los superiores y autoridades grave 
desconsideración con los demás falta de rendimiento que afecte al servicio falta 
de sigilo de los asuntos que conozca. Y por último en cuanto a las faltas leves se 
indican el incumplimiento injustificado del horario de trabajo, descuido o 
negligencia en el ejercicio de sus funciones, incumplimiento de deberes y 
obligaciones (no graves), falta de asistencia injustificada de un día. (Torres, 2010, 
p.27) 
 Sobre el procedimiento la legislación española contempla que para faltas 
leves sólo se establece el trámite de audiencia. Para las otras faltas Torres (2010) 
resume en tres fases el procedimiento sancionatorio, “Así se tiene la fase de 
iniciación que se puede dar de oficio o por denuncia de particulares y se podrá 
acodar previamente información reservada, se da el nombramiento de instructor 
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(de igual o superior grupo al inculpado) y como medidas provisionales se puede 
establecer: suspensión de funciones por un máximo de seis meses.” (p.27) 
 La etapa de desarrollo es similar al proceso penal aquí se toma en cuenta 
la declaración del inculpado, se evacuan diligencias, formula pliego de cargos, se 
da el conocimiento de las pruebas, se procede a la vista del expediente al 
inculpado, se da la resolución con comunicación al interesado, y se genera la 
remisión del expediente al órgano que acordó la incoación. Por último se dicta la 
resolución que ha de ser congruente y motivada. (Torres, 2010, p.27) 
 Dentro de las medidas provisionales que contempla la legislación española, 
durante el procedimiento disciplinario  docente, Torres (2010), en su obra Ley de 
la función pública derechos y deberes de los funcionarios docentes y régimen 
disciplinario, hace referencia a” proporcionar solo el 75% de las  retribuciones 
básicas, si se convierte en suspensión firme, el funcionario deberá devolver lo 
percibido y si no prospera, la administración restituirá la diferencia de haberes y 
todos sus derechos.” Este aspecto es importante en el tanto la legislación 
costarricense no lo contempla de esa manera. (p.27) 
 Régimen Disciplinario en Perú 
 En Perú el régimen sancionatorio docente está expresamente regulado en 
el Reglamento de la Ley del Profesorado del 2007 (Ley 24029). Al respecto, es 
preciso aclarar que el referido Reglamento considera dos procedimientos 
disciplinarios. El primero, previsto en su artículo 123, está reservado para la 
imposición de sanciones leves. Por el segundo, en cambio, se imponen las 
sanciones más graves, de conformidad con su artículo 124.  Esta ley establece 
como faltas las siguientes:   
“La contravención de algún deber u obligación docente, el incumplimiento 
de las alguna prohibición legal, y la inobservancia de una incompatibilidad 
legalmente establecida para el trabajo magisterial, en cualquier caso, toda 
falta, para ser sancionada, debe ser siempre una acción u omisión ilícita y 
real. Además, las faltas pueden calificarse en leves o graves. Serán faltas 
leves si no alteran de modo severo el servicio educativo, ni tampoco dañan 
el patrimonio o la imagen del mismo. Serán faltas graves, en cambio, las que 




De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento de la Ley del 
Profesorado, se pueden imponer, previo proceso administrativo y de acuerdo a la 
gravedad de la falta, alguna de las cinco sanciones siguientes: Amonestación 
escrita, multa de 2 a 10 treintavas partes de la remuneración principal, suspensión 
en el ejercicio de sus funciones, sin derecho a remuneraciones de 10 a 30 días, 
separación temporal en el servicio hasta por 3 años, separación definitiva. 
 Como se mencionó anteriormente, el Reglamento de la Ley del 
Profesorado, prevé dos procesos disciplinarios: Uno para faltas leves y otro para 
faltas graves. Estos procedimientos deben entenderse como instrumentos de 
garantía de justicia y equidad para el docente, así como para los intereses del 
servicio educativo. Ambos deben ser escritos, sumarios y con efectiva garantía del 
derecho de defensa del profesor investigado.  
 La Comisión Permanente de Procesos Administrativos es la encargada de 
calificar las denuncias, pronunciarse sobre la procedencia del proceso 
administrativo, investigar los hechos y, finalmente, recomendar la sanción que 
corresponda, de acuerdo a la gravedad de la falta. 
Sobre el procedimiento específico del régimen disciplinario docente 
peruano Castañeda (2010) establece las fases de la siguiente forma:   “En la fase 
previa la Administración Educativa decide la apertura del Proceso Disciplinario, 
luego de haber tomado noticia de algún acto que, por su naturaleza, podría 
constituir una falta administrativa docente.” (p.22) 
 Sigue señalando Castañeda (2010), “recibida la denuncia u hoja de 
recomendación, la Comisión de Procesos se debe pronunciar por la procedencia 
de la apertura del proceso disciplinario, como condición indispensable para la 
expedición de la Resolución de Apertura del Proceso.” (p.22) 
 En caso que no existan indicios suficientes, la Comisión puede disponer la 
realización de las diligencias indispensables para obtenerlos, con citación del 
docente involucrado. De tal manera que si, luego de tales diligencias, se llega a la 
convicción que el hecho denunciado no constituye falta grave, se deberá devolver 
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lo actuado al titular de la entidad, para que se remita al Director del Centro 
Educativo para que proceda conforme a las Reglas del Procedimiento para Faltas 
Leves. Pero si el hecho denunciado no constituye falta, la Comisión debe 
recomendar el archivo de la investigación. 
 El Reglamento de la Ley del Profesorado del 2007 (Ley 24029) establece 
que la resolución de apertura es la que inicia de manera formal el proceso 
administrativo disciplinario. Ella debe precisar los cargos que se imputan al 
docente involucrado, así como conceder un plazo de 15 días útiles para que 
efectúe su descargo.  
Castañeda (2010) señala que” la Resolución debe notificarse en forma 
personal al docente. Salvo que no se lo pudiera localizar, en cuyo caso la 
notificación deberá hacerse a través de la publicación de la resolución en el Diario 
Oficial “El Peruano”, en el Diario de mayor circulación de la localidad y en un lugar 
visible del Centro de  
Trabajo.” (p.23) 
 En la etapa de descargo el docente debe hacerlo escrito y fundamentado.  
Exponiendo los hechos, fundamentos legales y pruebas que desvirtúen las 
faltas que se le imputan. En su caso, también se puede formular el reconocimiento 
de las faltas, con mención de las causas o circunstancias que expliquen o 
justifiquen su conducta.  
 Para este efecto, el docente tiene derecho a tomar conocimiento de los 
antecedentes que dan lugar al proceso. Derecho que puede ejercerse mediante la 
lectura directa del expediente o mediante la solicitud de copias certificadas de los 
actuados. 
 En caso que el plazo de 15 días concedido en la ley, resulte insuficiente 
para preparar el descargo, el docente puede solicitar prórroga del plazo por cinco 
días hábiles más. 
 La Ley del Profesorado del 2007 (Ley 24029) establece que  la Comisión 
tiene facultad para solicitar los Informes que crea conveniente, así como para 
ordenar la actuación de otros medios probatorios, como Peritajes, Inspecciones o 
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Declaraciones de parte, con el objeto de llegar a conocer de manera exacta los 
hechos que investiga. 
 Al término de la actuación probatoria, la Comisión debe evacuar su informe 
final al Titular de la Entidad. Dicho informe deberá contener una recomendación 
sobre la sanción a imponer, en caso que se haya acreditado la responsabilidad 
del docente investigado. O, en caso contrario, debe recomendar, la absolución del 
docente y el archivamiento del proceso.  
 La resolución del Titular de la Entidad corresponde a un acto administrativo, 
en el caso que la Comisión haya acreditado la responsabilidad del docente 
investigado, se impone la Sanción que, a criterio del titular de la entidad, sea la 
más adecuada. En caso contrario, la resolución debe declarar absuelto al docente 
proceso.  
Al respecto, debe tenerse en cuenta que el Titular de la Entidad tiene la 
facultad discrecional de elegir la sanción que corresponde, pudiéndose apartar de 
la recomendada por la Comisión. El titular no puede, sin embargo, dejar de 
sancionar cuando la Comisión haya determinado la responsabilidad del profesor 
investigado. Pero tampoco puede sancionar cuando la Comisión se hubiera 
pronunciado por la absolución del docente. 
 Esta resolución pone fin a la primera instancia del proceso administrativo 
disciplinario. Debiéndose dictar en un plazo máximo de 40 días hábiles, contados 
desde el día siguiente de la notificación de la Resolución de Apertura del Proceso.  
Sobre los recursos que se tienen contra la Resolución Administrativa que impone 
una sanción, el profesor puede interponer los de Reconsideración o Apelación. A 
diferencia de la Reconsideración, la Apelación debe ser resuelta por la autoridad 
jerárquicamente superior de aquella que resolvió en primera instancia.  
 Castañeda (2010) señala que “agotada la vía administrativa, si el docente 
considera injusta o ilegal la sanción que se le impuso, puede interponer un proceso  
Contencioso Administrativo ante el Poder Judicial, con el propósito de obtener la 
anulación de las resoluciones administrativas dictadas en su contra.” (p.23) 
Alternativamente, se puede interponer un recurso de amparo, cuando en el 
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proceso disciplinario se ha desconocido algún derecho constitucional, 
especialmente el derecho al Debido Proceso. 
 Régimen Disciplinario en Colombia 
 El régimen disciplinario colombiano venía aplicando normas especiales en 
cuanto al régimen disciplinario docente, esto era así hasta el año 1995 cuando se 
establece la ley 200, la cual se aplica a los servidores públicos sin excepción 
alguna y deroga las disposiciones generales o especiales que regulan materias 
disciplinarias a nivel Nacional, Departamental, Distrital o Municipal; razón por la 
cual, a los educadores que presten sus servicios en entidades oficiales se les 
aplicará el proceso disciplinario contenido en esta Ley y en el decreto 1726 del 
mismo año. 
 En esta ley se establece expresamente en el artículo 48 que toda entidad u 
organismo del Estado con excepción de la Rama Judicial debe constituir una 
Unidad u Oficina del más alto nivel, encargada de conocer en primera instancia de 
los procesos disciplinarios que se adelanten contra sus servidores. 
 En Colombia para efecto de la aplicación del Régimen Disciplinario único a 
los Docentes de los servicios educativos estatales designó a las Juntas 
Seccionales de Escalafón como organismos de control interno disciplinario, ante 
las cuales se surtirá y decidirá la primera instancia, éstas  reúnen las 
características y estructura operativa necesaria, para desempeñar las funciones 
propias del Control Interno Disciplinarios en la primera instancia, en especial 
cuando se tiene en cuenta el régimen especial a que están sometidos los 
educadores de conformidad con el Estatuto Docente, la segunda instancia será 
fallada por el funcionario que ejerza la nominación en los término de la Ley 60 de 
1993. 
 En Colombia las autoridades administrativas deben someterse al mandato 
constitucional y legal en materia de régimen disciplinario docente, so pena de 
nulidad de la actuación administrativa. Desde esta perspectiva existe un 
importante cuerpo de principios procesales que ha de tomarse en cuenta, es el 














3.1 TIPO Y DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 
 La presente investigación se enmarca dentro de los diseños no 
experimentales, por cuanto no hay manipulación de alguna variable en estudio. 
 El diseño investigativo se enmarca en un estudio de casos jurídicos por 
cuanto el propósito es aplicar de manera pura, el método de análisis jurídico, 
consistente en el problema del Proceso Administrativo Disciplinario, Aplicado al 
Personal Docente del Sistema Educativo, en la Provincia de Coclé, Durante un 
Lustro. 
 El diseño investigativo se enmarca dentro de un paradigma de estudio 
jurídico-descriptivo, y para Best (1982, p.56) “La investigación descriptiva traza lo 
que es. Comprende la descripción, registro, análisis e interpretación de las 
condiciones existentes y puede intentar describir relaciones causa-efecto presente 
entre variables no manipuladas, pero reales”,  por cuanto nuestro propósito es 
aplicar de manera pura, el método analítico jurídico, consistente en descomponer, 
el problema del proceso administrativo disciplinario llevado a cabo al personal 
docente del sistema educativo panameño, estableciendo relaciones y niveles que 
ofrecen una imagen de funcionamiento de las normas de aplicación. 
Yin (1994) en su obra The Case Study crisis, afirma lo siguiente: es uno de los 
principales autores en la investigación con estudio de casos, este autor es sin duda 
una referencia casi obligatoria para todos los que utilizan esta metodología de 
investigación. Yin señala que el estudio de casos es una investigación empírica 
que estudia un fenómeno contemporáneo dentro de su contexto de la vida real, 
especialmente cuando los límites entre el fenómeno y su contexto no son 
claramente evidentes. Una investigación de estudio de casos trata exitosamente 
con una situación técnicamente distintiva en la cual hay muchas más variables de 
interés que datos observacionales y, como resultado, se basa en múltiples fuentes 
de evidencia, con datos que deben converger en un estilo de triangulación; 
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además, se beneficia del desarrollo previo de proposiciones teóricas que guían la 
recolección y el análisis de datos. (p. 58-65) 
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Tabla 3: Definición Conceptual y Operacional de la Variable 
3.3 POBLACIÓN Y MUESTRA 
 Según Selltiz (1974) citado por Hernández et al (1998), define la población 
como el conjunto total de todos los casos que concuerdan con una serie de 
especificaciones. La población es la totalidad de sujetos que van estar 
involucrados en está. Para la autora Davis Villalba (2007, p. 90), “La población es 
pues un grupo de posibles participantes en un estudio, al cual el investigador 
desea generalizar los resultados del mismo”. 
 En este contexto, la unidad de análisis sobre la cual se han de recolectar 
datos, lo constituye la población finita de información de doscientas (200) 
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jurisprudencias administrativas existentes en los archivos de la Corte Suprema de 
Justicia de la República de Panamá, Sala Tercera de lo Contencioso-
Administrativo. 
 Atendiendo a lo planteado por Tamayo (2002) de que a partir del tamaño 
de la población, se determina la muestra cuando no es posible medir cada una de 
las entidades de la población, la misma, se considera representativa de la 
población. Davis Villalba (2007, p.88), ofrece una definición en la que enmarca 
que: “La muestra es una selección de un número limitado de unidades de entre 
una totalidad siguiendo determinadas reglas y con la finalidad de sentar enunciado 
sobre ese universo”. 
3.4 PROCEDIMIENTOS, TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE 
RECOLECCIÓN DE DATOS 
 La principal técnica que se utilizó en este estudio de caso jurídico fue el 
fichaje jurisprudencial. Igualmente se realizó un análisis de la información escrita 
sobre un determinado tema, con el propósito de establecer relaciones, diferencias, 
etapas, posturas o estado actual del conocimiento respecto al tema de estudio. 
Para que este estudio fuera factible, veraz, de calidad, objetivo y confiable, 
aplicamos una metodología consistente en la observación, descripción, análisis de 
contenidos de textos (teorías, doctrinas, normatividad, legislación, constitución y 
otros) y la valoración de una gama de información recopilada, la cual servirá de 
lectura, comprensión e interpretación de los documentos escritos, que sirvieron de 
fuentes primarias y secundarias para el desarrollo de esta investigación.  
Es por esto que se maneja la técnica de la observación jurídica de 
jurisprudencia y observación jurídica bibliográfica, que según doctrina se entiende 
como el “… proceso de búsqueda y tratamiento de información generada a partir 
de los estudios hechos sobre un particular, que se han venido acumulando en el 
transcurso de la historia de la humanidad y que se presentan bajo las más diversas 
modalidades, que la hacen aún más interesante” (Finol y Nava 1996, p.43). 
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Es entonces que se procede a analizar fuentes doctrinales, hemerotecas, 
la legislación nacional e internacional en cuanto a las leyes del sistema educativo 
panameño se refiere y otros documentos obtenidos en formato electrónico.  
También se llevaron a cabo, la búsqueda, lectura, recolección de datos, selección 
y registro de datos, su análisis e interpretación que en palabras de Finol y Nava 
(1996) también pertenece a este tipo de técnica. 
El método por excelencia a utilizar en esta investigación será el de la 
dogmática jurídica; esta se conoce por determinar “… el descubrimiento del 
contenido normativo de un ordenamiento jurídico. El primer problema que se 
plantea la dogmática es identificar las normas positivas que componen los 
ordenamientos jurídicos, analizarlas e interpretarlas” (Bernard, 1998). 
Además, el método anterior será auxiliado por la aplicación de la 
hermenéutica jurídica, la cual consiste en el análisis e interpretación de la norma 
jurídica para determinar su sentido y alcance.  Dentro del método anterior, se 
aplicarán las etapas de la observación, descripción, examen crítico, 
descomposición del fenómeno, enumeración de las partes, ordenación y 
clasificación según el modelo de Bavaresco (1996). 
Como técnica de recolección de la información se utilizó el fichaje de la 
información jurisprudencial, lo cual es un recurso disponible para obtener 
información, consistente en seleccionar y almacenar la referencia de todas las 
fuentes en las que se crea que hay posibilidad de encontrar datos utilizables, la 
cual puede hacerle en libros, leyes, fallos, jurisprudencia, revistas especializadas, 
etc. 
Los procedimientos de observación, análisis y síntesis fueron los que permitieron 
realizar ésta investigación propuesta, auxiliado de técnicas de acopio teórico como 
el fichaje técnico jurisprudencial, como técnicas de acopio empírico. La 
investigación se concretó en consultas obtenidas de los archivos de la Corte 
Suprema de Justicia, Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo,  de La 
República de Panamá y el Tribunal Superio del Segundo Distrito Judicial de 
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Coclé y Veraguas, relacionado al  Procedimiento Administrativo 
Disciplinario Aplicado al Personal Docente del Sistema Educativo, en la 
Provincia de Coclé, Durante un Lustro, previo muestreo jurisprudencial;  la  
operativización partió de la determinación de variables e indicadores. Los 
resultados de la investigación analítica Jurisprudencial se presentan en forma 
discursiva con deducciones derivadas del análisis de los criterios y datos 
concretos, que sirvieron para la verificación de objetivos y contrastación de 
hipótesis y para arribar a conclusiones y recomendaciones, y finalmente para 
plantear la propuesta de un Manual  de Procedimiento Disciplinario del Personal 
Docente,  evitando de ésta forma  la desorientación o desconocimiento de los 
Procedimientos administrativo disciplinario llevados a cabo por el sistema 
educativo panameño. 
Para este estudio de investigación, el instrumento utilizado fue una ficha 
técnica jurisprudencia de análisis para la validez del contenido, se recurrió a un 
panel que de expertos o especialistas los cuales valoraron el instrumento como 
muy adecuado para el objetivo de la investigación. 
 Dicho instrumento contiene 11 datos jurídicos los cuales contienen 
indicadores jurídicos que se apreciaran de manera analítico-jurídico de la esencia 
de los fallos emitidos por la Corte Suprema de Justicia de la República de Panamá, 
además en la misma ficha técnica se le harán comentarios analíticos subjetivos 
de las mismas. 
3.4 CRITERIOS DE INCLUSIÓN Y EXCLUSIÓN 
 Se determinaron dos (2) jurisprudencias representativas mediante la 
selección de apreciación jurídica de análisis técnico jurisprudencial, ubicándolos a 
través de las acciones de plena, de nulidad y de acción de amparos propuestos 
ante la Corte Suprema de Justicia, Sala de lo Contencioso Administrativo y el 
Tribunal Superior del Segundo Distrito Judicial de Coclé y Veraguas, resultando 
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escasos fallos interferidos en la provincia de Coclé, debido a la obtención de datos 
que abarcaban en un lustro comprendido entre los años 2012 al 2017. 
3.5 PLAN DE ANALISIS DE INFORMACIÓN 
La principal técnica que se utilizó en este estudio jurídico-descriptivo fue el fichaje 
jurisprudencial. Igualmente se realizó un análisis de la información escrita sobre 
un determinado tema, con el propósito de establecer relaciones, diferencias, 
etapas, posturas o estado actual del conocimiento respecto al tema de estudio. 
Para que este estudio fuera factible, veraz, de calidad, objetivo y confiable, 
aplicamos una metodología consistente en la observación, descripción, análisis de 
contenidos de textos (teorías, doctrinas, normatividad, legislación, constitución y 
otros) y la valoración de una gama de información recopilada, la cual servirá de 
lectura, comprensión e interpretación de los documentos escritos, que sirvieron de 
fuentes primarias y secundarias para el desarrollo de esta investigación.  
Es por esto que se maneja la técnica de la observación jurídica de jurisprudencia 
y observación jurídica bibliográfica, que según doctrina se entiende como el “… 
proceso de búsqueda y tratamiento de información generada a partir de los 
estudios hechos sobre un particular, que se han venido acumulando en el 
transcurso de la historia de la humanidad y que se presentan bajo las más diversas 
modalidades, que la hacen aún más interesante” (Finol y Nava 1996, p.43). 
Es entonces que se procede a analizar fuentes doctrinales, hemerotecas, la 
legislación nacional e internacional en cuanto a las leyes del sistema educativo 
panameño se refiere y otros documentos obtenidos en formato electrónico.  
También se llevaron a cabo, la búsqueda, lectura, recolección de datos, selección 
y registro de datos, su análisis e interpretación que en palabras de Finol y Nava 
(1996) también pertenece a este tipo de técnica. 
El método por excelencia a utilizar en esta investigación será el de la dogmática 
jurídica; esta se conoce por determinar “… el descubrimiento del contenido 
normativo de un ordenamiento jurídico. El primer problema que se plantea la 
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dogmática es identificar las normas positivas que componen los ordenamientos 
jurídicos, analizarlas e interpretarlas” (Bernard, 1998). 
Además, el método anterior será auxiliado por la aplicación de la hermenéutica 
jurídica, la cual consiste en el análisis e interpretación de la norma jurídica para 
determinar su sentido y alcance.  Dentro del método anterior, se aplicarán las 
etapas de la observación, descripción, examen crítico, descomposición del 
fenómeno, enumeración de las partes, ordenación y clasificación según el modelo 
de Bavaresco (1996). 
Como técnica de recolección de la información se utilizó el fichaje de la 
información jurisprudencial, lo cual es un recurso disponible para obtener 
información, consistente en seleccionar y almacenar la referencia de todas las 
fuentes en las que se crea que hay posibilidad de encontrar datos utilizables, la 
cual puede hacerle en libros, leyes, fallos, jurisprudencia, revistas especializadas, 
etc. 
Para este estudio de investigación, el instrumento utilizado fue una ficha técnica 
jurisprudencia de análisis para la validez del contenido, se recurrió a un panel que 
de expertos o especialistas los cuales valoraron el instrumento como muy 
adecuado para el objetivo de la investigación. 
Dicho instrumento contiene 12 datos jurídicos los cuales contienen indicadores 
jurídicos que se apreciaran de manera analítico-jurídico de la esencia de los fallos 
emitidos por la Corte Suprema de Justicia de la República de Panamá, además 
en la misma ficha técnica se le harán comentarios analíticos subjetivos de las 
mismas. 
Las fichas técnicas de análisis jurisprudencial serán presentadas a cada una de 
los fallos sometidos a análisis en las acciones de amparo de garantías, demanda 




























4.1 PRESENTACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS RESULTADOS 
El proceso de convertir los fenómenos observados en datos científicos, para que 
a Méndez (2001), citando a Tamayo y Tamayo, señala que el análisis de datos “es 
partir de ellos se puedan obtener conclusiones válidas.” (p.220). 
En cuanto a los resultados que fueron arrojados por el proceso de recolección de 
datos, a través de fichas técnicas jurisprudenciales, se representaron en tablas, 
los cuales posteriormente fueron analizados y utilizados para ser plasmados en el 
Cuarto Capítulo de esta investigación. Los procedimientos de observación, 
análisis y síntesis fueron los que permitieron realizar ésta investigación propuesta, 
auxiliado de técnicas de acopio teórico como el fichaje técnico jurisprudencial, 
como técnicas de acopio empírico. La investigación se concretó en consultas 
obtenidas de los archivos de la Corte Suprema de Justicia, Sala Tercera de lo 
Contencioso Administrativo,  de La República de Panamá y el Tribunal 
Superior del Segundo Distrito Judicial de Coclé y Veraguas, relacionado al  
Procedimiento Administrativo Disciplinario Aplicado al Personal Docente del 
Sistema Educativo, en la Provincia de Coclé, Durante el período del 2013 al 
2017, previo muestreo jurisprudencial;  la  operativización partió de la 
determinación de variables e indicadores. Los resultados de la investigación 
analítica Jurisprudencial se presentan en forma discursiva con deducciones 
derivadas del análisis de los criterios y datos concretos, que sirvieron para la 
verificación de objetivos y contrastación de hipótesis y para arribar a conclusiones 
y recomendaciones, y finalmente para plantear la propuesta de un manual  de 
procedimiento disciplinario del personal docente,  evitando de ésta forma  la 
desorientación o desconocimiento de los procedimientos administrativo 






4.2 ANÁLISIS DE DATOS JURISPRUDENCIALES  
Jurisprudencia No.1 
ACCIÓN DE AMPARO DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES INTERPUESTO 
POR EL LICENCIADO ANGELO DAVID LOMBARDO RODRÍGUEZ EN 
REPRESENTACIÓN DE LA SRA. LEONILA CISNEROS PEREZ EN CONTRA 
DE LA RESOLUCIÓN NO. 195 DE 9 DE JUNIO DE 2009, CONFIRMADA POR 
LA RESOLUCIÓN NO. 224 DE 31 DE JULIO DE 2009 EMITIDA POR EL 
MINISTERIO DE EDUACIÓN PONENTE:HARLEY J. MITCHELL D.. PANAMÁ, 
ONCE (11) DE FEBRERO DE DOS MIL CATORCE (2014). 
Tribunal: Corte Suprema de Justicia, Panamá 
Sala: Pleno 
Ponente: Harley J. Mitchell D. 
Fecha: martes, 11 de febrero de 2014 




 A través de resolución de 6 de octubre de 2009 (fs. 28), este despacho 
dispuso ADMITIR la acción de amparo de garantías constitucionales impetrada 
por el licenciado ANGELO DAVID LOMBARDO RODRÍGUEZ, actuando a nombre 
de LEONIDA CISNEROS PÉREZ, contra la resolución 195 de 9 de junio de 2009, 
emitida por el Ministro de Educación, y confirmada por la resolución 224 de 31 de 
julio de 2009. 
 Habiéndose satisfecho el itinerario procesal por el que ha de transitar la 
herramienta de tutela constitucional, se procede a emitir sentencia de fondo que 
dé respuesta a la súplica presentada. 
LA ACCIÓN PROPUESTA 
 De acuerdo al recurrente, en la resolución 195 de 9 de junio de 2009, 
signada por el anterior Ministro de Educación Salvador Rodríguez, se dispone 
SANCIONAR a su representada, LEONIDA CISNEROS PÉREZ, acto que fuera 
impugnado a través del recurso de reconsideración, siendo confirmada por la 
resolución 244 de 31 de julio de 2009. 
 No obstante a ello, a juicio del promotor, la actuación es irregular, pues el 
Ministro de Educación carecía de competencia para conocer en primera instancia 
el caso, pues aquello correspondía a la Dirección del Centro de Educación Básica 
General Juan Demóstenes Arosemena, de Pocrí de Aguadulce; razón por la cual 
se ha quebrantado el contenido del artículo 32 de la Constitución que consagra el 
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derecho fundamental al debido proceso, por cuanto no se atendió a la garantía de 
juez natural. En esa línea, se añade que también resulta comprometida la garantía 
que prohíbe el doble juzgamiento por la misma causa administrativa, pues en el 
año 2006 la misma educadora fue sancionada con traslado a la Dirección Regional 
de Educación de Coclé. 
 Así mismo, se alega que la falta "DESHONESTIDAD EN EL MANEJO DE 
FONDOS DESTINADOS A EDUACIÓN", no es adecuada, pues la señora 
LEONIDA CISNEROS PÉREZ adolece de la condición de FUNCIONARIA DE 
MANEJO, por lo que intervenía en la confección o expedición de cheques o tenía 
participación en actividades administrativas de ésta índole, pues aquellas eran 
ejercidas por la Directora de la Escuela, a quien nunca se le tomó declaración. 
 Amén de lo expuesto, considera que el informe de la Contraloría tiene una 
exagerada carga subjetiva, presenta fallas y no resalta que la educadora 
CISNEROS PÉREZ , nunca firmó cheque alguno, sin soslayar que tales 
desembolsos de fondos son revisados y autorizados por funcionarios del propio 
Ministerio de Educación y de la Contraloría General de la Nación. En adición a 
ello, se estima que la sanción es extemporánea, pues no atiende que a través de 
Resuelto No. 1136 de 13 de junio de 2008, el propio Ministro de Educación, 
Salvador Rodríguez, nombró a LEONIDA CISNEROS PÉREZ en el cargo de 
EDUCADORA S-3 Directora del Centro de Educación Básica Dr. Manuel Patiño 
en Antón, una vez obtenida la plaza por concurso nacional. 
 Siendo que se optó por asignar directamente al Ministro de Educación la 
tarea de conocer en primera y única instancia el proceso administrativo 
disciplinario, ello conlleva, no solo la vulneración de la garantía de juez natural, 
sino que termina afectando el derecho de defensa y el acceso al recurso, pues 
nos e permitió la doble instancia y con ello la posibilidad de activar mecanismos 
de impugnación. 
 Por otro lado, señala que en la resolución que se emite en razón del recurso 
de reconsideración, al tiempo que aquella confirma el fallo primario, procede a 
establecer que la educadora era sancionada por la conducta comprobada que riñe 
con la moralidad que debe observar un educador y violación comprobada de la 
Ley Orgánica de Educación. Sin embargo, ello no es adecuado pues no se pueden 
introducir cargos o faltas distintos a los contenidos en la resolución confirmada. 
 Otro aspecto que se destaca, es que en atención a la manifestación de 
impedimento de la profesora DELFINA BERNAL DE SANDOVAL, el Ministro de 
Educación de ese entonces debió atender y resolver la incidencia presentada, sin 
embargó optó por asumir directamente el conocimiento del proceso y aplicar 
sanción de traslado a LEONIDAS CISNEROS PÉREZ, CIRCUNSTANCIA QUE 
NO EMBONA CON LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 122 DE LA LEY 38 DE 
2000. De haberse resuelto en debida forma el impedimento presentado, se 
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hubiese emitido resolución en la que así quedara consignado, convocando a 
cualquiera de la subdirectora regional para ello. 
RESPUESTA DEL FUNCIONARIO DEMANDADO 
 A través de Nota DM-DNAL-104-4451 de 12 de octubre de 2009, la Ministra 
de Educación suministra el informe de rigor y presenta copia autenticada del 
proceso administrativo disciplinaria. 
 La Ministra LUCINDA MOLINAR, manifiesta que el proceso tiene su génesis 
en un informe de Auditoría Especial de la Controlaría General de la República, 
identificado con EF-552-007-2006-DAG-RECOC, elaborado en razón del manejo 
de operaciones financieras, operativas y administrativas del Centro de Educación 
Básica General Juan Demóstenes Arosemena, en la Región Escolar de Coclé en 
la que se vincula a la demandante y a la ex directora del centro educativo, por 
misiones que no realizaron o por misiones cuyos viáticos no se justificaban, 
incumplimiento de los principios de contratación pública, de transparencia , 
economía y responsabilidad en el proceso de adquisición de bienes y servicios.  
 En razón de ello, correspondía a la Directora Regional de Educación de la 
Provincia de Coclé el conocimiento del proceso disciplinario, toda vez que la 
acusada poseía la condición de Sub Directora del Centro de Educación Básica 
General JUAN DEMÓSTENES AROSEMENA, no obstante a ello, se agrega, que 
la funcionaria advierte impedimento, razón por la cual fue separada del 
conocimiento del proceso, lo que provoca que el mismo haya llegado a 
conocimiento del Despacho del Ministro de Educación, quien es el superior 
jerárquico del Director Regional de Educación, el que a su vez determina la 
existencia de la falta y fija sanción. 
 Reitera que dentro del procedimiento se cumplió con las exigencias del 
debido proceso, pues se da traslado de los cargos, los cuales fueron contestados 
oportunamente, además, la demandante presentó recurso de reconsideración, el 
cual fue tramitado. 
DECISIÓN DEL TRIBUNAL DE AMPARO 
 El Estado Constitucional y democrático de derecho aparece caracterizado 
por la existencia de una norma básica y suprema, la constitución, en la que se 
resumen los principios, valores y normas elementales que terminan definiendo los 
contornos jurídicos del sistema normativo que gobierna la sociedad Política. En 
esa línea, el espacio reservado a los derechos, dentro de este sistema de 
gobierno, ocupa un lugar privilegiado convirtiéndose en la principal fuente de 
legitimidad de la gestión pública. 
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 Por otro lado, no se puede soslayar que, en este contexto, el constituyente 
no se conforma únicamente con enlistar los derechos que considera 
fundamentales para sostener la vida social anclada al concepto de dignidad de la 
persona humana, sino que suministra a la persona herramientas que aseguren la 
mayor fidelidad a tales derechos, frente a la posibilidad que los servidores públicos 
puedan patrocinar actos que injurien el contenido de éstos.  
 En esa línea, queda claro que uno de esos instrumentos, y quizás el más 
emblemático, es la acción de amparo, la cual debe estar disponible al ciudadano, 
lo que implica la reducción progresiva del rigor formal, en lo que concierne a los 
presupuestos de admisión, de manera que pueda acudirse al juicio constitucional 
tan pronto pueda verse comprometida la vigencia de un derecho fundamental, y 
aquella situación engendre el riesgo de provocar un daño que no pudiera 
solucionarse oportunamente por otra vía. 
 En el presente caso, se invoca la vulneración del derecho fundamental al 
debido proceso, prerrogativa que aun cuando ha sido ubicada dentro del contexto 
de los derechos de libertad, patrocina en si misma que el Estado realice una serie 
de actos y suministre toda una estructura de manera que cuando el individuo 
sienta la necesidad de reivindicar algún derecho e interés, se le asegure el acceso 
a una gestión jurisdiccional imparcial, al juez natural o entidad competente por ley 
para conocer de la acción, súplica o recurso, en donde se respete el derecho a 
defensa, la posibilidad de suministrar pruebas, la invocación de los recursos, la 
respuesta razonada a través de resoluciones motivadas, así como la efectividad 
de la decisión, entre otras prerrogativas y garantías. 
 En nuestro medio ese derecho fundamental, ha sido desarrollado en razón 
del concepto forjado por la jurisprudencia constitucional, incorporando por 
mandato del propio constituyente, contenido en el numeral 17 de la constitución, 
las declaraciones de derechos humanos directamente vinculadas al tema del 
debido proceso, como lo son el artículo 8 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos y el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, ambos ratificados por la República de Panamá, sin soslayar que como 
derecho de contenido prestacional, en virtud de la reserva de ley se ha endosado 
a la legislación ordinaria el desarrollo de su contenido, pues es en la ley en la que 
se describe el protocolo por medio del cual se gestiona ante la jurisdicción, así 
como los presupuestos que deben cumplirse en cada fase, acto o segmento del 
proceso. 
 Dentro de ese derecho fundamental, la réplica presentada por el recurrente 
se enfoca en dos aspectos, por un lado la ausencia de la figura del juez natural 
por cuanto se argumenta que la sanción proferida contra la profesora LEONIDAS 
CISNEROS PÉREZ fue prohijada por un ente administrativo que carecía de 
competencia para ello; en tanto que se señala, que la prenombrada recibió un 
doble reproche disciplinario por la misma conducta, sin soslayar que se aduce que 
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en la resolución de segunda instancia se presentan cargos inéditos al proceso o 
distintos a aquellos que fueron promovidos al inicio de la investigación disciplinaria 
y por los que se emitió sanción de primera instancia.  
 Habiéndose desglosado el argumento expuesto, procede el Pleno a 
verificar si se acredita el primer reclamo presentado. 
 En cuanto a la garantía del Juez Natural, aquella hace parte del contenido 
esencial o núcleo duro del derecho fundamental al debido proceso, garantía que 
se identifica en el hecho que la persona o servidor público que dirige el proceso, 
a quien se le encarga dentro la facultad de decidir el asunto, debe estar fijado en 
ley, de manera que no puede ser determinado en forma arbitraria, o impuesta por 
situaciones fácticas, producto de la improvisación o señalado de manera AD HOC. 
Ante ello, debemos advertir que esa idoneidad determinada por ley, se concreta 
no solo en verificar la designación expresa del legislador para que una 
determinada categoría de servidores públicos se encarguen de tramitar y decidir 
un rubro específico de relaciones sociales, sino , que además está conectada con 
otros presupuestos que distinguen esa función como lo es el de asegurar que la 
decisión será imparcial, en la medida que se garantice que el juzgador no 
mantendrá vínculos objetivos o subjetivos con el proceso de manera tal que pueda 
extraviar el escrutinio neutral de la situación llevada a su conocimiento. 
 Conforme se preceptúa en la Ley 47 de 24 de septiembre de 1946, 
Orgánica de Educación, tal como quedara modificada por la Ley 34 de 1995, Ley 
50 de 1 de noviembre de 2002, Ley 60 de 2003, cuyo texto único fue ordenado por 
conducto del Decreto Ejecutivo No. 305 de 30 de abril de 2004, las faltas 
disciplinarias en las que incurran el personal docente del Ministerio de Educación, 
serán conocidas por el respectivo superior jerárquico (cfr. artículos 190, 194), 
quien en el evento de descubrir, vía investigación preliminar, que existe una 
situación que sugiera la probable comisión de un hecho objeto de reproche 
disciplinario, procederá a formular cargos y a suministrar la oportunidad al 
funcionario acusado para dar respuesta a los mismos.  
 En tal sentido, la revisión de los antecedentes de la investigación revela que 
aquella tiene su génesis en los resultados del Informe de Auditoría Especial 
Financiera EF-552-007-2006-DAG-RECOC realizada por la Contraloría General 
de la República en el Centro de Educación Básica General Juan Demóstenes 
Arosemena de la Provincia de Coclé, en la que, dentro de otras cosas, se muestra 
el aparente manejo irregular en la concesión de viáticos a la profesora LEONIDAS 
CISNEROS PÉREZ, así como su intervención en el control de asistencias de los 
docentes que laboran en esa entidad (cfr. fs 1-37 del antecedente). 
 Por intermedio de resolución de 17 de mayo de 2007, la Directora Provincial 
de Educación de la Provincia de Coclé dispone abrir investigación administrativa 
en contra la profesora LEONIDAS CISNEROS PÉREZ en calidad de Sub Directora 
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del Centro de Educación Básica Juan Demóstenes Arosemena (fs. 38), se corre 
traslado y se recibe declaración el 4 de junio de 2007 (fs. 40-43 y 109-116); siendo 
que a través de resolución de 27 de agosto de 2008 (135) La Directora Regional 
de Educación formula oficialmente cargos por la comisión de la falta identificada 
como "Deshonestidad en el manejo de los fondos destinados a la educación; 
conducta comprobada que riña con la moralidad que debe observar un educador" 
(fs. 135), imputación que fue contestada por intermedio de apoderado judicial fs 
141-147) finalmente se deja ver la resolución de 27 de octubre de 2008 (fs. 154) 
en la que se advierte que la Directora Regional de Educación fue recusada por la 
profesora LEONIDAS CISNEROS PÉREZ . 
 Frente a ello, el Pleno se percata que lejos de calificar la recusación y 
manifestación de impedimento realizada por la Directora Regional de Educación, 
aquella funcionara remite el expediente directamente al Ministerio de Educación, 
quien sin pronunciarse acerca de la solicitud impetrada, procede directamente a 
sancionar a la funcionara, dictando resolución 195 de 9 de junio de 2009(fs. 156). 
 En este sentido, la revisión detallada del protocolo descrito en la Ley 47 de 
1946, Orgánica de Educación, así como del Decreto Ejecutivo 618 de 1952, que 
contiene el Régimen Disciplinario del sector educativo, permite establecer que el 
procedimiento administrativo disciplinario en el sector educativo se caracteriza por 
la existencia de una fase de inicio, la formulación de cargos, la presentación de 
descargos, luego de lo cual se emite la resolución respectiva en la que se deben 
exponer la relación de hechos así como exhibir un argumento razonado acerca de 
la comprobación o no de la falta y la justificación racional de la sanción elegida 
(cfr. artículo 194 de la Ley 47 de 1946).  
 Debemos recordar una vez más, que la Ley 47 de 1946 prevé que la 
sanción administrativa será determinada por el respectivo superior del funcionario 
del ramo educativo, por lo que en principio el juicio de la profesora Cisneros 
correspondía a la Directora Regional de Educación, atendiendo al hecho que la 
funcionaria procesada poseía el cargo de Sub Directora de una Centro de 
Educación Básica General. 
 Sin embargo, tales normas guardan silencio en lo que concierne a la 
resolución de cuestiones accidentales dentro del proceso disciplinario, como la 
manifestación de impedimento o el incidente de recusación, esta circunstancia 
conlleva a que tal vacío sea suplido por las normas que regulan el procedimiento 
administrativo general, en este caso la Ley 38 de 2000, en la que de manera 
palmaria se expone que una vez advertido el impedimento por el funcionario 
respectivo, o presentada la recusación, se debe dirigir tal solicitud al respectivo 
superior para califique el impedimento o recusación y disponga el trámite a seguir 
(ver artículo 122 y ss de la Ley 38 de 2000). 
Ley 38 de 2000. 
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 Artículo 122. Corresponde al superior jerárquico inmediato calificar y 
decidir la declaración de impedimento formulada y los incidentes de 
recusación presentados contra la autoridad que debe conocer y decidir un 
proceso. 
 Es importante advertir que la redacción de la norma expuesta es tan clara 
y directa que excluye la posibilidad de elucubrar en relación a su correcta 
interpretación. Por esta razón, es notorio que habiéndose presentado una 
recusación, la funcionaria correspondiente estaba en la obligación de remitir a su 
superior, el Ministro de Educación, la súplica para que este, procediera a resolver 
la incidencia. Si bien, la Directora Regional de Educación, como superior inmediato 
de la profesora Leonidas Cisneros Pérez, emite lo que en apariencia es una 
resolución en la que advierte que se encuentra impedida lo cierto es que aquel 
acto procesal, no puede tenerse como un instrumento a través del cual se 
determina si aquella funcionaria era o no idónea para tramitar el proceso 
administrativo, pues la calificación del impedimento no le correspondía a ella, sino 
al Ministro de Educación, trámite que no se realizó, pues aquel asumió 
directamente el conocimiento del proceso y emite "resolución" en la que determina 
la existencia de la falta e impone la sanción correspondiente. 
 Siendo así, salta a la vista que la resolución por medio de la cual se 
sancionó a la profesora LEONIDAS CISNEROS PÉREZ, fue emitida por el Ministro 
de Educación sin que previo a ello calificara la manifestación de impedimento y/o 
escrito de recusación presentado por la profesora CISNEROS PÉREZ, razón por 
la cual, para el Pleno prospera el cargo de inconstitucionalidad promovido en 
contra de la misma, por cuanto, técnicamente, el Ministro de Educación carecía 
de competencia para conocer el proceso y, en consecuencia, emitir el veredicto. 
 No es ocioso reiterar que los Derechos Fundamentales operan como 
cánones o instrumentos para dotar de legitimidad la gestión de los servidores 
públicos, de forma tal que cualquier acto prohijado en contravención al contenido 
esencial de los mismos resulta ilegítimo. En tal sentido, si el proceso fue conocido 
y decidido por un funcionario que carecía de competencia para ello, entonces 
resulta afectada una de las garantías incluidas dentro del derecho fundamental al 
debido proceso, es decir la prerrogativa del juez natural. 
 Por otro lado, el Pleno aprovecha la oportunidad para advertir a los 
estamentos administrativos que los derechos fundamentales no operan como 
proclamas retóricas, exhibidas en los textos constitucionales con carácter 
ornamental, sino que son de aplicación inmediata y permanente.  
 La apreciación no es indolente, hemos venido advirtiendo que el derecho 
fundamental al debido proceso es una prerrogativa de carácter prestacional, que 
se realiza a través del despliegue de una serie de acciones por parte del Estado 
al poner en funcionario todo el aparato jurisdiccional, en diferentes esferas, que 
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aquel derecho no incluye un contenido único, sino que se desdobla en otros 
derechos y garantías. 
 En ese estado las cosas, esta Corporación de Justicia atendiendo a que las 
infracciones constitucionales argüidas se constatan en autos, procede a conceder 
la acción de tutela de derechos fundamentales promovidas y, en consecuencia se 
accede a lo pedido por el gestor constitucional, esto es, revocar en todas sus 
partes la Resolución No. 195 de 9 de junio de 2009; así como la Resolución No. 
244 de 31 de julio de 2009, ambas dictadas por el Ministerio de Educación; así 
como la nulidad de todas aquellas actuaciones emitidas con posterioridad, al 
momento que correspondía decidir el incidente de recusación y manifestación de 
impedimento aludidos dentro de este proceso disciplinario. 
PARTE RESOLUTIVA 
 En mérito a lo expuesto, la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA -PLENO, 
administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
CONCEDE la acción de amparo rogada a favor de la LEONIDA CISNEROS 
PÉREZ y en consecuencia DECLARA LA NULIDAD PARCIAL del proceso 
administrativo disciplinario seguido a LEONIDA CISNEROS PÉREZ dentro del 
cual se emite la resolución 195 de 9 de junio de 2009, confirmada por la Resolución 
244 de 31 de julio de 2009, ambas dictadas por el Ministro de Educación y las 
cuales a través de esta decisión ambas son revocadas, conforme se explicó en la 
parte motiva del presente fallo. Notifíquese, HARLEY J. MITCHELL D. 
 ALEJANDRO MONCADA LUNA -- OYDÉN ORTEGA DURÁN -- JOSÉ 
EDUARDO AYU PRADO CANALS -- VICTOR L. BENAVIDES P. -- WILFREDO 
SÁENZ FERNÁNDEZ -- HARRY ALBERTO DÍAZ GONZÁLEZ -- LUIS RAMÓN 


















































   
Consideramos de suma 
importancia las garantías 
del debido proceso que es 
la de proteger los derechos 
de los ciudadanos frente a 
las actuaciones del Estado, 
lo cual debe limitar y 
controlar el poder que este 
ejerce para que se obtenga 
decisiones justas conforme 
a las normas que regulan la 
materia educativa. Es una 
estrecha relación entre los 
derechos de los asociados 
con las normas procesales 
que les garantizan su 
respeto por parte del Estado 
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Tabla 4: Ficha Técnica de Análisis Jurisprudencial 
Jurisprudencia No.2 
ACCIÓN DE AMPARO DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES INTERPUESTO 
POR EL LICENCIADO GENARO OJO EN REPRESENTACIÓN DE LA SRA. 
ELYS MARITZA QUINTERO ESCOBAR EN CONTRA DE LA NOTA S/N DE 15 
DE AGOSTO DE 2013, EMITIDA POR LA DIRECTORA REGIONAL 
ENCARGADA DE EDUCACIÓN ENCARGADA PONENTE: MANUEL DE JESUS 
CORRALES HIDALGO, COCLÉ, DIEZ (10) DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL 
TRECE (2013). 
Tribunal: Tribunal Superior del Segundo Distrito Judicial Coclé y Veraguas, 
Coclé. 
Sala: Colegiado 
Ponente: Manuel De Jesús Corrales Hidalgo 
Fecha: martes, 10 de septiembre de 2013 




 El Lic, Genaro Ojo, en representación de ELYS MARITZA QUINTERO 
ESCOBAR, interpuso ante la Secretaria de este Tribunal Superior, Amparo de 
Garantías Constitucionales contra la nota s/n de 15 de agosto de 2013, emitida 
por la Directora Regional de Educación Encargada, mediante la cual niega admitir 
y capturar Diplomado de Formación Docente en Planeamiento, Organización, 
Ejecución y Supervisión de Centros Educativos (POESCE), obtenido en la 
Universidad Autónoma de Chiriquí. 
 Con la demanda se acompañó original de la nota mencionada (f.7), 
documento electrónico proveniente del Ministerio de Educación, relativo al historial 
académico de la amparista (f.8), y copia autenticada del diplomado indicado (f.9). 
Mediante resolución de 5 de septiembre de 2013, se admitió el amparo, y se 
ordenó solicitar informe a la funcionaria demandada (f.11-12). 
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 En respuesta al amparo, La Directora Regional de Educación de Coclé, a.i., 
remite informe (f.14-16), que ya ha sido examinado por este Tribunal. 
Fundamentos Constitucionales y Legales 
 De conformidad al artículo 2615 del Código Judicial, la acción de amparo 
de garantías constitucionales supone los siguientes requisitos: 1. Que contra una 
persona se expida o ejecute, por un servidor público, una orden de hacer o no 
hacer que viole garantías constitucionales; 2. que la orden revista gravedad e 
inminencia de daño; 3. y, que se hayan agotado los medios y trámites previstos 
en la Ley para la impugnación del acto, tratándose de resoluciones judiciales. 
 En la presente causa se examina la nota impugnada conforme al criterio 
amplio desarrollado por la Máxima Corporación de Justicia de nuestro país 
recientemente, relativo a las órdenes de hacer o no hacer, por el cual se ha venido 
realizando un examen más minucioso de los temas que se debaten en las 
acciones de amparo, con el objetivo que esta vía extraordinaria resulte más 
efectiva para la tutela de las garantías fundamentales; como es el caso de un 
nuevo alcance que la jurisprudencia le ha dado al contenido del artículo 54 de la 
Constitución Nacional, respecto al concepto de orden de hacer y no hacer.  De tal 
forma, que esta nueva posición adoptada por el Pleno, se origina por la necesidad 
de examinar caso por caso, para determinar si en realidad lo planteado por el 
amparista, se enmarca dentro del plano constitucional y no dentro de lo legal 
(ACCIÓN DE AMPARO DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES INTERPUESTA 
POR EL LICDO. CRISTOBAL DELGADO APARICIO, EN NOMBRE Y 
REPRESENTACIÓN DE AUGUSTO DELGADO APARICIO CONTRA EL 
PROVEÍDO NO. 223 DE 30 DE MARZO DE 2012, PROFERIDO POR EL 
JUZGADO SEGUNDO DEL CIRCUITO DE LOS SANTOS, RAMO PENAL, 
DENTRO DEL PROCESO PENAL SEGUIDO EN CONTRA DEL AMPARISTA, 
DIECISEIS (16) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DOCE (2012). 
 Se observa que la amparista afirma que la nota impugnada viola los 
artículos 302 y 20 de la Constitución, los cuales textualmente dicen: 
 ARTÍCULO 302. Los deberes y derechos de los servidores públicos, así 
como los principios para los nombramientos, ascensos, suspensiones, traslados, 
destituciones, cesantía y jubilaciones serán determinados por la Ley. 
Los nombramientos que recaigan en el personal de carrera se harán con base en 
el sistema de mérito. 
 Los servidores públicos están obligados a desempeñar personalmente sus 
funciones a las que dedicarán el máximo de sus capacidades y percibirán por las 
mismas una remuneración justa. 
 ARTÍCULO 20: Los panameños y los extranjeros son iguales ante la Ley, 
pero ésta podrá, por razones de trabajo, de salubridad, moralidad, seguridad 
pública y economía nacional, subordinar a condiciones especiales o negar el 
ejercicio de determinadas actividades a los extranjeros en general.  Podrán, 
asimismo, la Ley o las autoridades, según las circunstancias, tomar medidas que 
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afecten exclusivamente a los nacionales de determinados países en caso de 
guerra o de conformidad con lo que se establezca en tratados internacionales. 
 De igual manera se observa que al especificar la afirmada causa de la 
infracción constitucional, la amparista, a través de su apoderado legal, señala que 
se ha infringido la Ley 47 de 1946, Orgánica de Educación, específicamente su 
artículo 180; así como también el Decreto Ejecutivo 203 de 1996, por el cual se 
establece el procedimiento para nombramientos y traslados en el Ministerio de 
Educación, y en particular su artículo 87, que señala la puntuación de los títulos; 
que, inclusive, a muchos docentes el MEDUCA le ha registrado los diplomados, y 
a ella, la amparista, se le ha negado en esta ocasión, con lo cual claramente se 
comprueba que evidentemente la pretensión tiene matices de ilegalidad y no de 
violación de derechos fundamentales, pues la intención de la amparista es que se 
examinen las razones de orden legal, por las cuales se dictó la nota impugnada, 
lo que definitivamente escapa del rango de cuestión constitucional. 
 Al respecto y con motivo de AMPARO DE GARANTÍAS 
CONSTITUCIONALES PROMOVIDA POR LA FIRMA FORENSE BERRIOS Y 
BERRIOS, EN REPRESENTACIÓN DE MARÍA ROSA PITTI DE EHRMAN, 
CONTRA EL JUZGADO SEGUNDO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE VERAGUAS, 
RAMO CIVIL, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia de Panamá emite fallo de 
21 de junio de 2011, que en lo medular señaló: Si bien el accionante indica que el 
acto impugnado viola garantías constitucionales (debido proceso), del análisis se 
comprueba que evidentemente la pretensión tiene matices de ilegalidad y no de 
violación de derechos fundamentales, pues la intención de la amparista es que se 
examinen las razones de orden legal-procesal, por las cuales se dictó la resolución 
que él denomina Providencia de 23 de marzo de 2009.  Tanto es así, que en la 
demanda el amparista basa sus argumentos para justificar la acción de amparo 
en la violación de los artículos 495 y 1113 del Código Judicial, lo que 
definitivamente escapa del rango de cuestión constitucional. 
http7/bd.organojudicial.gob.pa/registro.html 
 Dada las premisas anteriores y encontrándose ya este proceso de amparo 
en fase de sentencia, lo que corresponde es negar lo pedido. 
PARTE RESOLUTIVA 
 En mérito de lo expuesto, los Magistrados del TRIBUNAL SUPERIOR DEL 
SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL(COCLÉ Y VERAGUAS), administrando justicia 
en nombre de la república y por autoridad de la Ley, NIEGAN el Amparo de 
Garantías constitucionales solicitado por el Lic. Genaro Ojo, en representación de 
ELYS MARITZA QUINTERO ESCOBAR contra la nota s/n de 15 de agosto de 
2013, emitida por la Directora Regional de Educación Encargada, mediante la cual 
niega admitir y capturar Diplomado de Formación Docente en Planeamiento, 
Organización, Ejecución y Supervisión de Centros Educativos (POESCE), 
obtenido en la Universidad Autónoma de Chiriquí. Notifíquese, MANUEL DE 
JESUS CORRALES HIDALGO---IDALIDES PINILLA GUZMAN---JUAN 
FRANCISCO CASTILLO---SECRETARIA MAYRA SALAS DE LAFFAURIE. 
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Consideramos que es 
importante limitar la 
acción estatal, de esta 
manera se evita la 
afectación de derechos de 
las personas, el trato 
desigual frente a 
conductas similares, es 
decir, se limita la 
discrecionalidad 
administrativa, que a falta 
de límites es invocada 
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Después de haber analizado los aspectos fundamentales que permiten 
mejorar nuestra comprensión podemos extraer las siguientes conclusiones: 
1. Las constituciones políticas de 1904, 1941 y 1946 establecieron los 
fundamentos jurídicos que posibilitaron no sólo el desarrollo del sistema 
educativo panameño, sino que dieron asidero a la legislación escolar en 
vigencia. 
2. Las normas constitucionales sobre el sistema educativo panameño se dan, 
al constituirse Panamá en República, soberana e independiente, con un 
marcado énfasis en un sistema educativo de corte popular, científico y 
democrático.  No obstante, el esfuerzo realizado en las primeras décadas 
del período republicano por elevar los niveles culturales y jurídicos en 
materia educativa, no es hasta la época del 40 cuando se dan al sistema 
educativo panameño, las mayores conquistas jurídicas consignadas en la 
Ley 47 de 1946. 
3. El Derecho Disciplinario Administrativo es el conjunto de principios y 
normas constitucionales, legales y reglamentarias que regulan el Poder y 
el Procedimiento Disciplinario de la Administración.- 
4. El Procedimiento Disciplinario Administrativo es un procedimiento 
Administrativo especial, punitivo e interno, instrumentalmente destinado a 
conservar el orden y correcto funcionamiento de la Administración, además 
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le son aplicables los principios del Procedimiento Administrativo Común, en 
lo pertinente, sin perjuicio de los propios que se derivan de su especialidad. 
5. El Poder Disciplinario es la facultad otorgada a la Administración, para 
aplicar sanciones, mediante un procedimiento, con el fin de mantener el 
orden y funcionamiento del servicio. Sus elementos son: los sujetos, el 
objeto, el motivo y el fin. 
6. El Procedimiento Disciplinario se desarrollará cuando existan 
irregularidades que violen los deberes funcionales y mientras exista 
relación funcional. 
7. Existen diversos procedimientos disciplinarios administrativos. Los más 
importantes son la Investigación y el Sumario Administrativo General. 
8. Podría establecerse un órgano con competencia nacional, que no 
pertenezca a ningún Poder del Estado, para desarrollar el procedimiento 
disciplinario, a semejanza de lo que acontece en el derecho disciplinario 
alemán, colombiano o venezolano. De no ser así, como solución parcial, 
podría establecerse la hipótesis del denominado derecho disciplinario 
preferente, externo, esto, es con fuero de atracción. 
9. De no existir regulación clara y precisa aplicable a un tema concreto en el 
Derecho Disciplinario, se estima que la añeja y desarrollada rama del 
Derecho Sancionatorio por naturaleza puede aplicarse, en lo pertinente, en 
el Derecho Penal Administrativo teniendo presente los principios propios 
de esta rama del Derecho Público. 
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10. No existe norma alguna que permita considerar que quien miente en un 
sumario administrativo, cuando reviste calidad de imputado o sumariado, 
pueda incurrir en falta punible, cuando para defenderse legítimamente 
contra una determinada imputación, afirma lo falso o bien oculta lo 
verdadero. 
11. El secreto del sumario para todos los funcionarios, incluido el disciplinado 





















Al concluir el presente trabajo, procedo a formular las siguientes 
recomendaciones:  
PRIMERA.- La Asamblea Nacional, tome en consideración que la Constitución de 
la República de Panamá, al ser la norma suprema y jurídica del Estado; debe 
mantener corresponsabilidad con las demás leyes, por tanto, deben prevalecer los 
derechos que garantizan a las servidoras y servidores públicos, bajo el sistema de 
gobernabilidad social.  
SEGUNDA.- Que la Administración Pública al estar limitada por las reglas 
estatales, con la finalidad de controlar las facultades exorbitantes públicas, no es 
suficiente, lo que debe proponerse es lograr la eficacia del control del talento 
humano, que no extralimite la discrecionalidad, y más se garantice la eficacia 
administrativas, con respeto a la moral, las buenas costumbres y a la Ley.  
TERCERA.- Que las instituciones gubernamentales, los organismos y entidades 
públicos, que administran el Estado, unan sus esfuerzos en salvaguardar los 
requerimientos de la sociedad, que se establezca mecanismos de protección a los 
intereses de la población, por parte de la administración pública, en especial de 
los servidores públicos.  
CUARTA.- Que los principios que guían a la Administración Pública normados en 
la Constitución del Panamá, sus objetivos que persigue como es el bien común, 
conjugado con la eficacia y la eficiencia jurídica, cuerpo normativo que contenga 
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en forma ordenada, sistemática y efectiva, las disposiciones idóneas que guíen a 
la administración pública y es especial sus procedimientos.  
QUINTA.-Que la Administración Pública, establezca mecanismos y 
procedimientos más eficaces de conformidad a la norma jurídica, en que se 
respeten los principios, preceptos y normas, para garantizar a las servidoras y 
servidores públicos la idoneidad del procedimiento ante un Sumario 
Administrativo, reglado por el Debido Proceso.  
SEXTA.- Que las Unidades de Administración de Talento Humano de las distintas 
entidades, organismos e instituciones, y empresas públicas diseñen y ejecuten 
políticas o buenas prácticas de administración del talento humano, a fin de evitar 
la desigualdad de trato entre los servidores públicos, garantizando la plena 
igualdad en ejercicio de los derechos de todos los servidores públicos.  
SÉPTIMA.- Que en Panamá, al margen de la ausencia de normas específicas, de 
acuerdo al mismo texto: la enunciación de los derechos y garantías contenidas en 
la Constitución y en los instrumentos internacionales sobre derechos sociales, no 
debe entenderse como negación de otros que siendo inherentes a la persona, no 
figuren expresamente en ellos, específicamente con la estabilidad en sus puestos 








GUÍA TECNICA PARA LA ELABORACIÓN DE UN MANUAL DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTARATIVO DISIPLINARIO PARA EL SERVIDOR 
PÚBLICO DE CARRERA DOCENTE 
Índice  
1. Introducción  
2. Objetivos 
3. Marco Jurídico 
4. Utilidad  
5. Conformación Del Manual  
6. Fuentes De Información  
7. Preparación Del Proyecto  
  
1-Introducción  
Un manual de procedimientos es el documento que contiene la descripción de 
actividades que deben seguirse en la realización de las funciones de una unidad 
administrativa, o de dos ò más de ellas.  El manual incluye además los puestos o 
unidades administrativas que intervienen precisando su responsabilidad y 
participación. Suelen contener información y ejemplos de formularios, 
autorizaciones o documentos necesarios, y cualquier otro dato que pueda auxiliar 
al correcto desarrollo de las actividades dentro de la empresa. En él se encuentran 
registrado y transmitido sin distorsión la información básica referente al 
funcionamiento de las unidades administrativa involucradas, facilita las labores de 
auditoria, la evaluación y control interno y su vigilancia, la conciencia en los 
empleados y en sus jefes de que el trabajo se está realizando o no 
adecuadamente. 
2. Objetivos  
Proporcionar un instrumento técnico-administrativo que norme la elaboración de 
un manual de procedimientos con uniformidad, contenido y presentación que 
permita optimizar el cumplimiento de las atribuciones, deberes y obligaciones de 
la organización y el funcionamiento en las unidades administrativas disciplinarias 
encargadas. Con la adopción y manejo de los conceptos y elementos vertidos en 
esta guía, se facilitará la elaboración de dichos manuales, contribuyendo con ello, 
a contar con herramientas técnicas que permitan, a quienes laboran como servidor 
público de carrera docente, el conocimiento a mayor profundidad del 
funcionamiento de dichas unidades administrativas. 
El objetivo fundamental de esta guía consiste en señalar las bases para la 
elaboración, presentación y actualización de los manuales de procedimientos, 
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unificando criterios de contenido que permita la realización de las funciones de 
dirección, coordinación y evaluación administrativa disciplinaria a través de la 
sistematización de las actividades, la identificación de los procesos y la definición 
del método para efectuarlas. 
3. Marco Jurídico 
Los principales ordenamientos jurídicos que sustentan la elaboración de los 
manuales administrativos son los que a continuación se enuncian: 
-Constitución Política de la República de Panamá 
-Ley 38 de 2000 
-Ley 47 de 1946 
-Decreto 246 de 15 de diciembre de 2004. 
- y demás leyes y normas complementarias. 
4. Utilidad  
Permite conocer el funcionamiento interno por lo que respecta a descripción de 
tareas, ubicación, requerimientos y a los puestos responsables de su ejecución.  
Auxilian en la inducción del puesto y al adiestramiento y capacitación del personal, 
ya que describen en forma detallada las actividades de cada puesto.  Sirve para 
el análisis o revisión de los procedimientos de un sistema.  Interviene en la 
consulta de todo el personal.  Que se desee emprender tareas de simplificación 
de trabajo como análisis de tiempos, delegación de autoridad, etc.  Para establecer 
un sistema de información o bien modificar el ya existente.  Para uniformar y 
controlar el cumplimiento de las rutinas de trabajo y evitar su alteración arbitraria.  
Determina en forma más sencilla las responsabilidades por fallas o errores.  
Facilita las labores de evaluación del control interno y su evaluación.  Aumenta la 
eficiencia de los funcionarios involucrados, indicándoles lo que deben hacer y 
cómo deben hacerlo.  Ayuda a la coordinación de actividades y evitar duplicidades.  
Construye una base para el análisis posterior del trabajo y el mejoramiento de los 
sistemas, procedimientos y métodos.   
  
5. Conformación Del Manual  
A) IDENTIFICACIÓN  
Este documento debe incorporar la siguiente información: • Logotipo de la 
organización.  • Nombre oficial de la organización.  • Denominación y extensión. 
De corresponder a una unidad en particular debe anotarse el nombre de la misma.  
• Lugar y fecha de elaboración.  • Número de revisión (en su caso).  • Unidades 
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responsables de su elaboración, revisión y/o autorización.  • Clave de la forma. En 
primer término, las siglas de la organización, en segundo lugar las siglas de la 
unidad administrativa donde se utiliza la forma y, por último, el número de la forma. 
Entre las siglas y el número debe colocarse un guion o diagonal.   
B) ÍNDICE O CONTENIDO Relación de los capítulos y páginas correspondientes 
que forman parte del documento.  
C) PRÒLOGO Y/O INTRODUCCIÓN  
Exposición sobre el documento, su contenido, objeto, áreas de aplicación e 
importancia de su revisión y actualización. Puede incluir un mensaje de la máxima 
autoridad de las áreas comprendidas en el manual.  
D) OBJETIVOS DE LOS PROCEDIMIENTOS  
Explicación del propósito que se pretende cumplir con los procedimientos. Los 
objetivos son uniformar y controlar el cumplimiento de las rutinas de trabajo y evitar 
su alteración arbitraria; simplificar la responsabilidad por fallas o errores; facilitar 
las labores de auditoria; la evaluación del control interno y su vigilancia; que tanto 
los funcionarios públicos de carrera docente como sus directivos conozcan si el 
trabajo se está realizando adecuadamente; además de otras ventajas adicionales.  
E) AREAS DE APLICACIÓN Y/O ALCANCE DE LOS PROCEDIMIENTOS  
Esfera de acción que cubren los procedimientos. Dentro de la administración 
disciplinaria pública, los procedimientos han sido clasificados, atendiendo al 
ámbito de aplicación y a sus alcances, en: por la naturaleza del órgano, por la 
existencia del conflicto, por el fin perseguido, por la estructura, por la naturaleza 
de la pretensión..  
F) RESPONSABLES  
Unidades administrativas y/o puestos que intervienen en los procedimientos en 
cualquiera de sus fases  
G) POLÍTICAS O NORMAS DE OPERACIÓN  
En esta sección se incluyen los criterios o lineamientos generales de acción que 
se determinan en forma explícita para facilitar la cobertura de responsabilidad de 
las distintas instancias que participaban en los procedimientos. Además deberán 
contemplarse todas las normas de operación que precisan las situaciones 
alterativas que pudiesen presentarse en la operación de los procedimientos. A 
continuación se mencionan algunos lineamientos que deben considerarse en su 
planteamiento: • Se definirán perfectamente las políticas y/o normas que 
circunscriben el marco general de actuación del personal, a efecto de que esté no 
incurra en fallas.  • Los lineamientos se elaboran clara y concisamente, a fin de 
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que sean comprendidos incluso por personas no familiarizadas con los aspectos 
administrativos o con el procedimiento mismo.  • Deberán ser lo suficientemente 
explícitas para evitar la continua consulta a los niveles jerárquicos superiores.   
H) CONCEPTO (S)  
Palabras o términos de carácter técnico que se emplean en el procedimiento, las 
cuales, por su significado o grado de especialización requieren de mayor 
información o ampliación de su significado, para hacer más accesible al usuario la 
consulta del manual.  
I) PROCEDIMIENTO (descripción de las operaciones).  
Presentación por escrito, en forma narrativa y secuencial, de cada una de las 
operaciones que se realizan en un procedimiento, explicando en qué consisten, 
cuándo, cómo, dónde, con qué, y cuánto tiempo se hacen, señalando los 
responsables de llevarlas a cabo. Cuando la descripción del procedimiento es 
general, y por lo mismo comprende varias áreas, debe anotarse la unidad 
administrativa que tiene a su cargo cada operación. Si se trata de una descripción 
detallada dentro de una unidad administrativa, tiene que indicarse el puesto 
responsable de cada operación. Es conveniente codificar las operaciones para 
simplificar su comprensión e identificación, aun en los casos de varias opciones 
en una misma operación.  
J) FORMULARIO DE IMPRESOS.  
Formas impresas que se utilizan en un procedimiento, las cuales se intercalan 
dentro del mismo o se adjuntan como apéndices. En la descripción de las 
operaciones que impliquen su uso, debe hacerse referencia específica de éstas, 
empleando para ello números indicadores que permitan asociarlas en forma 
concreta. También se pueden adicionar instructivos para su llenado.  
K) DIAGRAMAS DE FLUJO.  
Representación gráfica de la sucesión en que se realizan las operaciones de un 
procedimiento y/o el recorrido de formas o materiales, en donde se muestran las 
unidades administrativas (procedimiento general), o los puestos que intervienen 
(procedimiento detallado), en cada operación descrita. Además, suelen hacer 
mención del equipo o recursos utilizados en cada caso. Los diagramas 
representados en forma sencilla y accesible en el manual, brinda una descripción 
clara de las operaciones, lo que facilita su comprensión. Para este efecto, es 





L) GLOSARIO DE TÉRMINOS.  
Lista de conceptos de carácter técnico relacionados con el contenido y técnicas 
de elaboración de los manuales de procedimientos, que sirven de apoyo para su 
uso o consulta.  
Procedimiento general para la elaboración de manuales administrativos DISEÑO 
DEL PROYECTO. La tarea de preparar manuales administrativos requiere de 
mucha precisión, toda vez que los datos tienen que asentarse con la mayor 
exactitud posible para no generar confusión en la interpretación de su contenido 
por parte de quien los consulta. Es por ello que se debe poner mucha atención en 
todas y cada una de sus etapas de integración, delineando un proyecto en el que 
se consiguen todos los requerimientos, fases y procedimientos que fundamentan 
la ejecución del trabajo.  
A) RESPONSABLES   
Para iniciar los trabajos que conducen a la integración de un manual, es 
indispensable prever que no queda diluida la responsabilidad de la conducción de 
las acciones en diversas personas, sino que debe designarse a un asesor legal, 
auxiliado por un equipo técnico, al que se le debe encomendar la conducción del 
proyecto en sus fases de diseño, implantación y actualización. De esta manera se 
logra homogeneidad en el contenido y presentación de la información. Por lo que 
respecta a las características del equipo técnico, es conveniente que sea personal 
con un buen manejo de las relaciones humanas y que conozca el desempeño de 
deberes y obligaciones de los funcionarios públicos de carrera docente en lo que 
concierne a sus objetivos, estructura, funciones y personal. Para este tipo de 
trabajo, una organización puede nombrar a la persona que tenga los 
conocimientos y la experiencia necesarios para llevarlo a cabo. Por la naturaleza 
de sus funciones puede encargarlo al titular directivo administrativo (en caso de 
contar con este mecanismo). Asimismo, puede contratar los servicios de 
consultores legales externos.  
B) DELIMITACIÓN DEL UNIVERSO DE ESTUDIO   
Los responsables de efectuar los manuales administrativos disciplinarios de 
funcionarios públicos de carrera docente, tienen que definir y delimitar su universo 
de trabajo para estar en posibilidad de actuar en él; para ello, deben realizar: 
ESTUDIO PRELIMINAR.  Este paso es indispensable para conocer en forma 
global las funciones y actividades que se realizan en el área o áreas donde se va 
a actuar. Con base en él se puede definir la estrategia global para el levantamiento 
de información, identificando las fuentes de la misma, actividades por realizar, 
magnitud y alcances del proyecto, instrumentos requeridos para el trabajo y en 




6. Fuentes De Información  
Referencia de las instituciones, áreas de trabajo, documentos, personas y 
mecanismos de información de donde se pueden obtener datos para la 
investigación. Entre las más representativas se pueden mencionar: *Instituciones: 
-Organizaciones que trabajan coordinadamente o forman parte del mismo grupo o 
sector de la que es objeto de estudio. -Organizaciones líderes en el mismo campo 
de trabajo. -Organizaciones normativas que dictan lineamientos de carácter 
obligatorio. -Organizaciones que prestan servicios o suministran insumos 
necesarios para el funcionamiento de la organización que se estudia. *Archivos de 
la organización: -General. -De las áreas de estudio. *Directivos y empleados: -
Personal del nivel directivo que maneja información valiosa, ya que conocen si el 
conjunto de archivos responde a la realidad. -Personal operativo cuyas opiniones 
y comentarios son de gran ayuda, puesto que ellos tienen a su cargo las 
actividades rutinarias, por lo que pueden detectar limitaciones o divergencias en 
relación con otros puntos de vista o contenido de documentos. *Áreas de trabajo: 
-Niveles de la organización que reflejan las condiciones reales de funcionamiento, 
medios y personal. *Mecanismos de información: Recursos computacionales que 
permiten el acceso a información interna o externa a la organización que sirven 
como soporte al estudio. 
7. Preparación Del Proyecto  
Recabados los elementos preliminares para llevar a cabo el manual, se debe 
preparar el documento de partida para concretarlo, el cual debe quedar integrado 
por: *Propuesta técnica, (que debe de incluir): -Antecedentes: recuento de todos 
los manuales o esfuerzos análogos preparados con anterioridad. -Naturaleza: tipo 
de manual que se pretende realizar. -Justificación: demostración de la necesidad 
de efectuarlo en función de las ventajas que ello reportará a la organización. 
Objetivos: logros que se pretenden alcanzar. -Acciones: iniciativas o actividades 
necesarias para su consecución. -Resultados: beneficios que se esperan obtener 
en cuanto a mejorar el funcionamiento de la organización, sus servicios, clima 
organizacional y relaciones con el entorno. -Alcance: área de aplicación que cubre 
el estudio en términos de ubicación en la estructura orgánica y/ o territorial. -
Recursos: requerimientos humanos, materiales y tecnológicos necesarios para 
desarrollarlo. - -Estrategia: ruta fundamental necesaria para orientar los recursos 
de acción y asignación de recursos. -Información complementaria: material e 
investigaciones que pueden servir como elementos de apoyo.  
c) PROGRAMA DE TRABAJO -Identificación: nombre del manual. -
Responsable(s): unidad o grupo que tendrá a su cargo la implantación del manual. 
-Área(s): universo bajo estudio. -Clave: número progresivo de las actividades 
estimadas. -Actividades: pasos específicos que tienen que darse para captar la 
información. -Fases: definición del orden secuencial para realizar las actividades. 
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-Calendario: fechas asignadas para el inicio y terminación de cada fase. -
Representación gráfica: descripción del programa en cuadros e imágenes. -
Formato: presentación y resguardo del programa de trabajo. -Reportes de avance: 
seguimiento de las acciones. -Periodicidad: espacio de tiempo dispuesto para 
informar avances.  
B) PRESENTACIÓN DEL PROYECTO A LAS AUTORIDADES COMPETENTES  
a) PARTICIPANTES Para depurar el contenido del proyecto, afinar sus 
parámetros y determinar su viabilidad operativa, es recomendable presentarlo a: 
*Área (s) que intervendrá directamente en su aplicación, por lo cual tienen la 
obligación de conocer el proyecto en forma detallada. *Áreas afectadas por la 
implantación del proyecto, ya que tendrán que cambiar o adecuarse. *Área 
responsable del manejo de los recursos económicos, para cuantificar el costo del 
proyecto en forma más específica.  
b) RESPONSABLE DE SU AUTORIZACIÓN Asimismo, el proyecto debe 
presentarse al titular de la organización o de la unidad administrativa responsable 
de su ejecución, para su aprobación. Una vez autorizado, el responsable debe 
hacer del conocimiento de todos los niveles jerárquicos la intención que tiene la 
organización de elaborar el manual, resaltando los beneficios que de este esfuerzo 
se obtendrán, a fin de que todos brinden su apoyo durante el desarrollo del trabajo. 
Sin este requisito, la labor de integración del manual se vería seriamente 
dificultada. c) CAPTACIÓN DE LA INFORMACIÓN Como primer paso de esta 
etapa se debe obtener una lista del personal que va a participar en el 
levantamiento de la misma, considerando la magnitud y especificaciones del 
trabajo. a) Capacitación del personal  Una vez integrado el grupo de trabajo, se 
debe capacitarlo, no sólo en lo que respecta al manejo de medios de investigación 
que se utilizarán para el levantamiento de la información, sino también en todo el 
proceso que se seguirá para preparar el manual.  Por ello, se debe dar a conocer 
a los participantes el objetivo que se persigue, así como los métodos de trabajo 
adoptados, calendarización de actividades, documentos que se emplearán. 
(Cuestionarios, formatos, etcétera), responsables del proyecto, unidades 
administrativas involucradas, inventario de información a captar y distribución del 
trabajo a cada persona.   
Cuando el grupo de trabajo sea numeroso, puede resultar conveniente formar 
subgrupos, coordinados cada uno por un responsable, quien debe encargarse de 
revisar y homogeneizar la información.  Es recomendable efectuar un estudio en 
un área piloto, para luego comparar y evaluar los resultados obtenidos.  b) 
Levantamiento de la información  Los esfuerzos de recopilación deben enfocarse 
en el registró de hechos que permitan conocer y analizar información específica y 
verdaderamente útil para el manual, pues de lo contrario se puede incurrir en 
interpretaciones erróneas, lo cual genera retraso y desperdicio de recursos. 
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Asimismo, debe aplicarse un criterio de discriminación, basado en el objetivo del 
estudio, y proceder continuamente a su revisión y evaluación para mantener una 
línea de acción uniforme.  Esta actividad exige mantener una relación constante 
con las fuentes internas emisoras de la información, así como con las áreas u 
organizaciones con otra ubicación física.  Para recabar la información en forma 
ágil y ordenada se puede utilizar alguna o una combinación de las siguientes 
técnicas de recopilación:   
Investigación documental: Esta técnica permite la selección y análisis de aquellos 
escritos que contienen datos de interés relacionados con el manual. Para ello se 
estudian documentos tales como bases jurídicas administrativas, diarios oficiales, 
actas de reuniones, circulares, oficios y todos aquellos que contengan información 
relevante para el estudio.  Consulta a sistemas de información Acceso a sistemas 
computacionales que contienen información y recursos de apoyo para estructurar 
el manual. Este mecanismo permite recabar información interna y/o de sistemas 
externos a la organización enlazados a través de redes.  Encuesta: Este método 
implica la realización de entrevistas personales con base en una guía de preguntas 
elaborada con anticipación. También se puede utilizar un cuestionario, a fin de que 
las entrevistas tengan un contenido homogéneo.  Esta técnica se considera de 
gran utilidad para reunir información preliminar al análisis o para efecto de plantear 
cambios o modificaciones a la estructura actual de la información. La encuesta 
puede realizarse en forma individual o reuniendo a directivos y funcionarios de una 
misma área o que intervienen en la misma clase de tareas.  También se puede 
recabar información de clientes y/o usuarios, prestadores de servicios y 
proveedores que interactúan con la organización.  Los cuestionarios que se 
utilizan en la encuesta, y que sirven para obtener la información deseada, están 
constituidos por series de preguntas escritas, predefinidas, secuenciadas y 
separadas por capítulos o temática específicos.  Este medio permite ahorrar 
recursos y tiempo; sin embargo, la calidad de la información que se obtiene 
depende de su estructuración y forma de presentación.  En términos generales, 
todo cuestionario debe expresar el motivo de su preparación, procurar que las 
preguntas sean claras y concisas, con un orden lógico, redacción comprensible, 
facilidad de respuesta y evitar demasiadas preguntas. Asimismo, se puede incluir 
un instructivo de llenado para indicar cómo contestarlo.  La entrevista consiste 
básicamente en celebrar reuniones individuales o grupales en las cuales se 
cuestiona orientada mente a los participantes para obtener información. Este 
medio es posiblemente el más usado y el que puede brindar información más 
completa y precisa, puesto que el entrevistador, al tener contacto con el 
entrevistado, además de obtener respuestas, puede percibir actitudes y recibir 
comentarios.  Para que una entrevista se desarrolle positivamente, es conveniente 
observar estos aspectos: Tener claro el objetivo: para cubrir este aspecto, se 
recomienda preparar previamente un cuestionario o guía de entrevista que 
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contenga los principales puntos que se desea captar. Esta guía puede operar a 
manera de marco de trabajo para que, al término de la misma, se pueda verificar 
si se ha obtenido la información requerida.  Establecer anticipadamente la 
distribución del trabajo: esta etapa consiste en asignar responsabilidades y 
determinar las áreas a investigar.   
Observación directa Este recurso puede ser empleado por los técnicos o analistas 
en el área física donde se desarrolla el trabajo de la organización. A partir del 
análisis de la información recabada se deben sostener pláticas con algunas de las 
personas que prestan sus servicios en estas áreas para complementarla o afinarla.  
Otra forma consiste en que el jefe del área de trabajo realice la observación 
directa, comente y discuta algunos de los puntos con sus subordinados y presente 
los resultados de su análisis al investigador. La ventaja de este procedimiento 
radica en que debido a la familiaridad entre jefe y subordinados, la información 
puede ser más completa, pero habrá ocasiones en que los resultados no serán los 
deseados, debido a inhibiciones o problemas internos, o que pueda plantearse 
una situación que no corresponde a la realidad operativo.   
d) Integración de la información Una vez que se cuenta con la información de las 
áreas involucradas en el estudio, se debe ordenar y sistematizar los datos a efecto 
de poder preparar su análisis.  a) Cómo clasificar la información.  Para facilitar la 
tarea de integración, es recomendable que la información obtenida se vaya 
acezando a equipos de cómputo para salvaguardaría y facilitar su manejo. Con 
este propósito se pueden:  • Crear directorios, subdirectorios y archivos para 
desagregarla en función de la división del trabajo.  • Crear bases de datos o 
programas específicos.  • Utilizar paquetes acordes con las necesidades 
específicas del proyecto.  • Combinar los puntos anteriores para optimizar 
resultados.  En forma paralela deben abrirse carpetas con apartados específicos 
con los documentos fuente del estudio, en las que se debe compendiar la 
información por área, sistema, procedimiento, equipos, políticas, etcétera. Es 
conveniente que los documentos que se recaben contengan el visto bueno de la 
persona que suministra la información.  También es recomendable que conforme 
se recaben datos sobre algún aspecto, se concentren en un documento de trabajo 
que pueda servir de memoria en el diseño posterior del proyecto.  b) ÁREAS PARA 
AGRUPAR LA INFORMACIÒN Antecedentes. Se debe tomar en cuenta la 
reglamentación jurídico-administrativa que regula la realización del trabajo, como 
se ha atendido por parte de las unidades responsables de hacerlo y qué efecto ha 
tenido sobre otras unidades, organizaciones, clientes y/o usuarios. También es 
oportuno, en su caso, considerar la evolución o desarrollo de las estructuras 
organizacionales anteriores y los resultados que se obtuvieron, lo cual permite 
contar con un marco de referencia histórico para comprender mejor la situación 
actual. Situación actual. Se toma en cuenta los siguientes aspectos: • Objetivos  • 
Estructura orgánica Normas y políticas administrativas  • Funciones  • 
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Procedimientos  • Instrumentos jurídico-administrativos. • Equipo • Condiciones de 
trabajo • Ambiente laboral E) ANÁLISIS DE LA INFORMACIÒN En esta etapa se 
debe realizar un estudio o examen crítico de cada uno de los elementos de 
información o grupos de datos que se integraron con el propósito de conocer su 
naturaleza, características y comportamiento, sin perder de vista su relación, 
interdependencia o interacción interna y con el ambiente, para obtener un 
diagnóstico que refleje la realidad operativa. Esta mecánica de estudio puede 
seguir la siguiente secuencia: • Conocer • Describir • Descomponer • Examinar 
críticamente • Ordenar cada elemento • Definir las relaciones • Identificar y explicar 
su comportamiento Un enfoque muy eficaz en el momento del análisis de los datos 
consiste en adoptar una actitud interrogativa y formular de manera sistemática seis 
cuestionarios fundamentales: • ¿Qué trabajo se hace?  • ¿Para qué se hace?  • 
¿Quién lo hace?  • ¿Cómo se hace?  • ¿Con qué se hace?  • ¿Cuándo se hace?  
Después de obtener respuestas claras y precisas para cada una de las preguntas 
anteriores, las mismas deben someterse, a su vez, a un nuevo interrogatorio 
planteando la pregunta ¿por qué? Las nuevas respuestas que se obtengan darán 
la pauta para formular el manual y las medidas de mejoramiento administrativo. a) 
TÉCNICAS DE APOYO PARA EL ANÀLISIS En esta fase comprende los recursos 
técnicos que se emplean para estudiar la información obtenida con el fin de 
conocerla en forma detallada t determinar alternativas de acción específicas que 
permitan derivar soluciones óptimas para lograr los resultados deseados. Las 
técnicas de análisis que se pueden utilizar en esta fase están directamente 
relacionadas con el origen del proyecto, así como con la información técnica del 
líder o responsable en función del tipo de manual, factibilidad para su aplicación, 
disponibilidad de tiempo, asignación de recursos y nivel técnico del grupo de 
trabajo. Este tipo de instrumentos se puede utilizar como respaldo para el proyecto 
o en sentido inverso, a raíz de la implantación de un proceso de cambio 
organizacional que debe culminar con la edición de un manual administrativo. 
Entre las técnicas que generalmente se utilizan para auxiliar el análisis 
administrativo disciplinario en este campo, se encuentran las siguientes:  
Organizacionales.  
• Administración por objetivos   
• Análisis de sistemas   
• Análisis de costo-beneficio   
• Análisis de estructuras   
• Árbol de decisiones   
• Auditoría administrativa   
• Autoevaluación   
• Control total de calidad   
• Estudio de factibilidad   
• Estudio de viabilidad   
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• Desarrollo organizacional   
• Reingeniería organizacional   
• Reorganización  
 
F) PREPARACIÓN DEL PROYECTO DEL MANUAL Una vez que se cuenta con 
toda la información del manual se procederá a integrarlo; para tal actividad se 
requiere convocar a todos los partícipes de la presentación del manual, para 
revisión del contenido y presentación de cada apartado. a) Validación La 
información verificada de cada área o unidad administrativa deberá presentarse a 
la persona entrevistada para que firme de conformidad en un espacio específico 
para este objetivo; debe verificar que la información esté completa y comprensible. 
b) ESTRUCTURACIÒN Una vez que se reúne la información revisada y firmada 
por cada área, los involucrados en la presentación del manual deben reunirse para 
compaginar e integrar el proyecto final del manual.  
G) FORMULACIÓN DE RECOMENDACIONES Para seleccionar las 
recomendaciones más viables, se toma en cuenta su costo, recursos necesarios 
para aplicarlas y sus ventajas y limitaciones.  a) TIPOS DE RECOMENDACIONES 
De mantenimiento: preservación general de la misma estructura orgánica, 
funciones, sistemas, procedimientos, personal y formas. De eliminación: supresión 
de sistemas, reemplazo de formas, registros e informes, eliminación total o parcial 
de procedimientos, bajas de personal, desaparición de áreas o unidades 
administrativas, etc. De adición: introducción de un nuevo sistema, incremento del 
número de operaciones en determinado procedimiento, aumento de personal o 
programas, etc. De combinación: intercalar el orden de aplicación de programas 
de trabajo, combinar el orden de las operaciones de un procedimiento, compaginar 
la utilización de formas de uso generalizado con nuevas formas, etc. De fusión: 
agrupación de áreas, unidades administrativas o personas bajo un mismo mando, 
unificación de formas, registros e informes, etc. De modificación: cambios en los 
procedimientos o las operaciones, reubicación física de personal, equipo o 
instalaciones, redistribución de cargas de trabajo, modificación de formas, 
registros, informes y programas, etc. De simplificación: reducción de pasos de un 
procedimiento, introducción de mejoras en los métodos de trabajo, simplificación 
de formas, reportes, registros, programas, etc. De intercambio: redireccionamiento 
de funciones, procedimientos, recursos, personal o flujo del trabajo entre áreas u 
organizaciones del mismo grupo o sector. b) ELABORACIÓN DEL INFORME Para 
entregar los resultados del estudio es necesario redactar un informe, en el que 
además de exponer las razones que llevaron a obtenerlos, incorpore la 
información estratégica del proyecto que le permita a la alta dirección la toma de 
decisiones oportuna y correcta. El informe consta de los siguientes elementos, 
generalmente: Introducción: es el resumen del propósito, enfoque, limitaciones y 
el plan de trabajo. Parte principal o cuerpo: sección donde se anotan los hechos, 
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argumentos y justificaciones. Conclusiones y recomendaciones. Apéndices o 
anexos: inclusión de gráficas, cuadros y demás instrumentos de análisis 
administrativo que se consideren elementos auxiliares para apoyar la propuesta y 
recomendaciones.  
H) PRESENTACIÓN DEL MANUAL PARA SU APROBACIÓN  
Una vez que el manual ha quedado debidamente estructurado, el encargado del 
proyecto debe someterlo a las instancias procedentes para su aprobación; 
convocará a su grupo de trabajo para la última revisión de la documentación que 
se presentará.  a) A los niveles directivos Es recomendable que esta presentación 
parta en un documento síntesis derivado del informe, cuya extensión no sea mayor 
a treinta cuartillas, para que en caso de ser analizado, requiera de un mínimo de 
tiempo que deje un lapso adicional para explicaciones, así como para intercambio 
de opiniones. Si el tiempo de que se dispone es muy breve, el documento síntesis 
puede ser entregado a las autoridades correspondientes y hacer la presentación 
del manual exclusivamente con el apoyo de equipos de cómputo, láminas o 
audiovisuales, donde se destaquen los elementos más relevantes para el proceso 
de toma de decisiones. El documento síntesis puede subdividirse en el siguiente 
capitulado: • Introducción: breve descripción de las causas que generaron la 
necesidad de preparar el manual, los mecanismos de coordinación y participación 
de empleados para su desarrollo, así como los propósitos y explicación general 
acerca de su contenido.  • Análisis de la estructura organizacional: exposición de 
la génesis y desarrollo de la organización, es decir los cambios, sucesos y 
vicisitudes de mayor relevancia que ha afrontado en forma total o parcial y que 
influyeron en la decisión de preparar el manual.  • Diagnóstico de la situación 
actual: definición de las causas y/o problemas que originaron el estudio y que 
justifican los cambios o modificaciones que se proponen en el manual.  • 
Propuestas de mejoramiento: presentación de alternativas de acción para la 
organización, ventajas y desventajas que pueden derivarse, implicaciones de los 
cambios, así como los resultados que se espera obtener con el manual.  • 
Estrategia de implantación: explicación de los pasos sucesivos o etapas previstas 
para poner en práctica el manual y las medidas de mejoramiento administrativo 
derivadas de él. Asimismo, la forma en que se efectuarían los cambios previendo 
los factores sobresalientes de actuación de las áreas, unidades, mecanismos y 
funcionarios involucrados en el esfuerzo.  • Seguimiento, control y evaluación: 
precisión de los mecanismos de información, proceso de control y evaluación, así 
como los criterios y medidas que podrían tomarse en cada caso.  Al Órgano De 
Gobierno De acuerdo con la normatividad vigente y/o a las políticas dictadas por 
el titular de la organización, una vez que el manual propuesto ha sido revisado y 
analizado por los niveles superiores, debe presentarse ante el consejo de 
administración o su equivalente para su aprobación definitiva. c) A OTROS 
NIVELES JERÀRQUICOS La exposición a los niveles departamentales, de oficina 
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o de área también puede basarse en el documento síntesis, pero tratando siempre 
de hacerlo en la forma más accesible posible para facilitar su comprensión. 
Asimismo, servirá para fortalecer el compromiso entre todas las partes 
involucradas, elemento fundamental para el posterior seguimiento y evaluación de 
las actividades. I) REPRODUCCIÓN DEL MANUAL Una vez que el grupo 
responsable de la elaboración del manual haya recabado e integrado las 
observaciones surgidas en los diferentes niveles de decisión, debe coordinarse 
con la unidad o área que maneja los recursos económicos para que éste sea 
reproducido para su distribución e implantación. Para este efecto, el líder del 
proyecto debe suministrar los parámetros técnicos para el diseño de la impresión. 
Aun cuando existen varias opciones para hacerlo, pero las unidades de medida 
más aceptadas para este tipo de documento son: • Utilizar formatos 
intercambiables, a fin de facilitar su revisión y actualización.  • Que los formatos 
sean de 28x21 cm (tamaño carta).  • Las gráficas o cuadros que por necesidad 
sobrepasen el tamaño carta, serán dobladas hasta lograr esta dimensión.  • Utilizar 
el método de reproducción en una sola cara de las hojas.  • Procurar que la división 
en apartados, capítulos, áreas y/o secciones queden separados por divisiones, las 
cuales presenten impreso este nombre.  • Que todo el documento quede integrado 
por carátula, portada, índice o contenido, introducción y cuerpo.  Carátula: Es la 
cubierta o cara exterior del documento, que tiene como objetivo su identificación 
a través de los siguientes elementos: • Nombre oficial de la organización.  • 
Logotipo oficial.  • Nombre genérico del manual en relación con su contenido.  • 
Nombre de la unidad administrativa responsable de su elaboración y/o aplicación.  
J) IMPLANTACIÓN DEL MANUAL La implantación del manual representa el 
momento crucial para traducir en forma tangible las propuestas y 
recomendaciones en acciones específicas para elevar la productividad, mejorar la 
coordinación, agilizar el trabajo y homogeneizar el conocimiento de la dinámica y 
componentes organizacionales. a) MÉTODOS DE IMPLANTACIÓN La selección 
de método para implantar administrativos disciplinaria está estrechadamente 
relacionada con elementos de estructura tales como: Tipo de manual Cobertura 
Recursos asignados Nivel técnico del personal Clima organizacional Entorno En 
función de estas variables, las alternativas para implantarlos son: • Método 
instantáneo. Generalmente es el más utilizado, ya que la decisión de preparar 
manuales administrativos-en la mayoría de los casos- proviene de los más altos 
niveles de la estructura de una organización, lo cual les confiere una naturaleza o 
validez casi obligatoria. También se adopta cuando la organización es nueva, si 
no se involucra a un número amplio de unidades administrativas, si es 
relativamente sencillo, si no implica un gran volumen de funciones, sistemas u 
operaciones, o si en la organización existe una sólida infraestructura 
administrativa.  • Método del proyecto piloto. Esta forma de implantación implica 
aplicar el contenido del manual en sólo una parte de la organización, con la 
finalidad de medir los resultados que ello genera.  El beneficio que pueda aportar 
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radica en que permite realizar cambios en una escala reducida, llevando a cabo 
cuantas pruebas sean necesarias para determinar la viabilidad de la propuesta. 
Una probable desventaja de este método es que no siempre es posible asegurar 
que lo que es válido para los proyectos piloto se destinan recursos y una atención 
especial que no puede a toda la organización. -Método de implantación en 
paralelo. Cuando se trata de manuales de amplia cobertura, que implican el 
manejo de mucha información o de carácter estratégico, un volumen considerable 
de recursos o para garantizar la seguridad de todo un sistema de trabajo, se 
emplea este método que implica la operación simultánea, por un periodo 
determinado, tanto del ambiente de trabajo o condiciones tradicionales como las 
que se van a implantar. Esto permite efectuar cambios sin crear problemas, ya que 
las nuevas condiciones accionan libremente antes de que se suspendan las 
anteriores. • Método de implantación parcial o por aproximaciones sucesivas. Este 
método, de gran utilidad para implantar manuales que implican modificaciones 
sustanciales a la operativa normal, consiste en seleccionar parte de su contenido 
o de áreas específicas para introducir los cambios sin causar grandes 
alteraciones, y dar el siguiente paso solo cuando se haya consolidado el anterior, 
lo que permite un cambio gradual y controlado.  • Combinación de métodos. Es el 
empleo de más de un método para implantar un manual en función de los 
requerimientos técnicos de su contenido.  b) ACCIONES DE IMPLANTACIÓN DEL 
MANUAL Para dar a conocer el manual es conveniente definir un programa para 
su presentación y que, con base en las acciones que para este efecto se 
establezcan, se proceda a celebrar pláticas, seminarios, foros de decisión y 
cualquier otro tipo de evento de esta naturaleza. También se pueden llevar a cabo 
reuniones de sensibilización, por medio de las cuales se puede incrementar la 
confianza y colaboración del personal, ya que a través de ellas se les comunican 
los objetivos propuestos y las bondades que de ello puede resultar. En forma 
paralela se deben emprender campañas de difusión mediante revistas, boletines, 
folletos, paneles y cualquier otro recurso de información que refuerce la 
aceptación, particularmente cuando las medidas de lo mejoramiento puedan 
afectar a una organización en forma radical o a nivel grupal o sectorial. K) 
REVISIÓN Y ACTUALIZACIÒN • La utilidad de los manuales administrativos 
radica en la veracidad de la información que contienen, por lo que se hace 
necesario mantenerlos permanentemente actualizados por medio de revisiones 
periódicas. Para ello es conveniente: • Evaluar en forma sistemática las medidas 
de mejoramiento administrativo derivadas de la implantación del manual, así como 
los cambios operativos que se realicen en la organización.  • Establecer un 
calendario para la actualización del manual • Designar un responsable para la 
atención de esta función.  a) MECANISMOS DE INFORMACIÓN Son aquellos que 
ponen en práctica con la finalidad de establecer los flujos adecuados, para que la 
información administrativa, tanto de implantación de mejoras como respuestas a 
desviaciones, pueda llegar con agilidad y claridad a las áreas y niveles que las 
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necesiten. Para ese efecto, se debe aprovechar la infraestructura instalada, 
utilizando servicios del grupo técnico responsable de la elaboración del manual. 
Una vez definidos los parámetros para evaluar el comportamiento del manual, 
operativamente, la organización debe efectuar el seguimiento de las acciones por 
conducto de la(s) unidad(es) responsable(s) de su aplicación, apoyadas por una 
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